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			Impreso y hecho en México / Printed and made in Mexico

			Presentación

			Este libro consolida y actualiza una línea de estudios sobre grandes proyectos urbanos que se inició en el ceur-Conicet en la primera década del presente siglo. Nuevas perspectivas de análisis fueron incorporándose, a tono con el devenir del propio objeto de estudio, los sucesivos hallazgos de las investigaciones y los distintos enfoques, aportados ya sea por  los nuevos miembros que fueron sumándose al equipo, como por los colegas externos con quienes interactuamos a lo largo del desarrollo de los estudios.

			Conceptualizados como uno de los fenómenos notables que caracterizan a la urbanización contemporánea, los primeros grandes proyectos bajo análisis fueron Retiro (paralizado) y Puerto Madero en la ciudad de Buenos Aires y Puerto Norte en la de Rosario. Los tres se diferencian de cualquier otra gran intervención del pasado. Los tres presentan ingredientes novedosos que, en buena medida, sintetizan las intensas transformaciones que viven las ciudades en materia tecnológica, económica, social, cultural y de gobierno, en el contexto más general de los grandes cambios que ocurren en el capitalismo a nivel mundial y que se engloban bajo el paraguas de la globalización. Surgidos de la iniciativa pública, en asociación con inversiones privadas, los megaproyectos bajo estudio se orientan a transformar funcional, física y simbólicamente el centro urbano, posicionándolo como espacio mundial. Consisten en complejas operaciones urbanísticas e inmobiliarias que transforman áreas estratégicas degradadas en distritos exclusivos. Esto es, entornos cuidadosamente diseñados y construidos, destinados a albergar usos mixtos ligados a las finanzas, los servicios avanzados, el comercio exclusivo, el turismo internacional, las industrias culturales y las residencias de alta gama. Es decir, un conjunto de infraestructuras y servicios de nivel premium para un segmento de empresas, inversores y usuarios de nivel nacional e internacional.

			Los estudios realizados en el ceur se orientaron a comprender el nuevo patrón de urbanización resultante del montaje de grandes proyectos urbanos en áreas estratégicas de la ciudad, a partir de la interacción entre la estructura urbana, la estructura social y la política urbana, bajo la doble influencia de los procesos globales y locales.

			El marco teórico se nutrió de tres vertientes principales. En primer lugar, los estudios sobre las geografías y micro geografías de lugares estratégicos a nivel mundial; éstos postulan el surgimiento de nuevas formas urbanas, que se articulan con las formas espaciales existentes, creando ciudades fragmentadas y poniendo de manifiesto la presencia de nuevos usuarios de la ciudad: una elite gerencial y tecnocrática que demanda espacios exclusivos donde se localizan las funciones del terciario superior. Un segundo grupo de referencias teóricas, emanó de los conceptos sobre Nueva Política Urbana (npu) y empresarialismo urbano, acuñados para explicar nuevas prácticas de decisión e intervención en la ciudad, por parte de los gobiernos locales, con un claro sesgo hacia el crecimiento económico, la asunción de riesgos y las alianzas con el sector privado. Una tercera fuente conceptual fue la de recuperación de plusvalías urbanas: una idea, un concepto y una propuesta de planificación y de política urbana que apunta a la necesidad de captar el valor del suelo atribuible a los esfuerzos de la comunidad y que es indebidamente capitalizado por los dueños de la tierra si no media una intervención pública, ya sea por la vía fiscal (impuestos, tasas, contribuciones y otras formas) o en mejoramientos directos en beneficio de los ocupantes de la comunidad en general.

			Las preguntas de investigación se orientaron a examinar la relación entre los grandes proyectos, sus modos de gestión y sus impactos en la ciudad: ¿cuáles son las tendencias históricas que permiten entender su surgimiento?; ¿qué visiones están reflejadas en su visión y materialización?; ¿qué actores sociales intervienen y promueven su producción?; ¿cuáles son los interés en juego y los conflictos que de allí se derivan?; ¿qué consecuencias acarrean a las ciudades y sus ciudadanos?; ¿cómo deben ser juzgados y abordados desde la planificación y las políticas públicas?

			Desde el punto de vista institucional, fueron diversas las instituciones y redes con la que se establecieron vínculos y/o con las que se fueron articulando los estudios en sus distintas etapas: el Consejo Nacional de Investigaciones Científicas y Técnicas (Conicet)1; la Agencia de Cooperación Científica y Técnica del Ministerio de Ciencia y Técnica de Argentina (Agencia-Mincyt)2; la Red Alfa-Ibis de docencia e investigación, coordinada por la universidad de Delft en Holanda (TUDelft); el Grupo de Trabajo sobre Desarrollo Urbano del Consejo Latinoamericano de Ciencias Sociales (Clacso); el Lincoln Institute of Land Policiy / Programa para América Latina (lilp)3; el Instituto de Pesquisa y Planejamento Urbano e Regional (ippur) y Laboratorio Estado Territorio Trabajo y Naturaleza de (ippur) ambos de la Universidad Federal de Rio de Janeiro (ufrj), la Universidad de Quebec en Montreal, Canadá (uqam); el Instituto de Estudios de América Latina y el Caribe de la Facultad de Ciencias Sociales/ Universidad de Buenos Aires (iealc-fcg-uba); el Consejo Nacional de Investigaciones Científicas y Técnicas (Conacyt) junto con el Programa Universitario de Estudios sobre la Ciudad de la Universidad Nacional (puec-unam) ambos de México. En este marco, se han realizado múltiples reuniones científicas, se han publicado libros y artículos, se han dirigido varias tesis doctorales y se abrió un camino para nuevos estudios.

			El libro que acá se presenta refleja los múltiples abordajes en el análisis de los grandes proyectos urbanos, ya que no se ha buscado imprimirle al tema ninguna orientación específica. También da cuenta de la confluencia entre investigadores formados con jóvenes investigadores y tesistas en la redacción de varios capítulos.

			Los dos capítulos iniciales recuperan y contrastan las referencias que emanan de una serie de estudios sobre grandes proyectos en América latina y otros países del mundo, tanto en lo que se refiere a sus aspectos teóricos como metodológicos.

			El primero, de autoría de Alicia Ziccardi y Mario Ramírez, contiene una revisión conceptual de los grandes proyectos urbanos, que busca identificar la complejidad de los procesos de planeación urbana, de requerimientos económicos y financieros, de las tareas de gobierno político y gestión urbana y de los aspectos sociales que definen quienes pueden vivir en estos espacios de la modernidad. Propone para ello una mirada analítica a través de cuatro dimensiones: los mecanismos de la econo-mía global en la gestión local; la transformación del territorio a partir de la generación de nuevas centralidades y la expansión urbana; la gobernanza local asociativa para la gestión de los grandes proyectos; y la transformación urbana y la conflictividad social generada alrededor de tales transformaciones.

			En el siguiente capítulo, Daniel Kozak y Guillermo Jajamovich indagan en las diferencias que subyacen al concepto de grandes proyectos urbanos, señalando una serie de cruces y variantes entre autores y conceptos, según las distintas literaturas y geografías a las que se aluden, los periodos históricos analizados y el tipo de iniciativas que se estudian. Concluyen con una serie de ideas provisorias que busca contribuir al  debate sobre la categoría de grandes proyectos urbanos, su periodización y caracterización.

			Los siguientes cuatro capítulos aportan nuevos ingredientes y reflexiones a partir de investigaciones empíricas más recientes realizados en distintas ciudades en Argentina y México.

			Beatriz Cuenya, María de la Paz Toscani y Cintia Daniela Bermúdez abordan el estudio de una nueva camada de emprendimientos urbanos que comenzó a desarrollarse en Argentina, especialmente desde 2010, combinando usos mixtos de alta gama. El trabajo describe estos emprendimientos y propone interpretarlos como la expresión urbanística e inmobiliaria de tendencias claves que operan en el período  estudiado. Desde el lado de su demanda destacan los nuevos modelos de trabajo, consumo y formas de vida por parte de una variedad de empresas. Desde el lado de la oferta identifican el factor suelo, la llegada de empresas de servicios inmobiliarios corporativos y redes inmobiliarias, y la incipiente puesta en marcha de nuevos instrumentos y servicios para el financiamiento de proyectos urbanos.

			El gran proyecto urbano de Santa Fe, en la Ciudad de México, es estudiado por Alicia Ziccardi, Jessica Bautista, Cynthia Gómez, Job Luna y Mariana Sánchez, como un ejemplo emblemático de un amplio espacio que, desde fines de 1980 y hasta 2018, expandió las fronteras urbanas del Distrito Federal, al refuncionalizar una zona degradada y crear una nueva centralidad urbana, destinada a albergar actividades del capital financiero, de las grandes corporaciones multinacionales, universidades privadas, equipamientos del más alto nivel y viviendas de lujo. Su proximidad con colonias populares y pueblos originarios ha dado lugar a marcados procesos de segregación residencial que están en la base de los conflictos sociales que se han generado desde el inicio de este proceso de expansión territorial hasta la actualidad.

			Gonzalo Rodriguez analiza el impacto sobre el entorno residencial de dos grandes proyectos urbanos emblemáticos en la ciudad de Buenos Aires, que se desarrollaron dentro del período 1991 y 2010: Abasto y Puerto Madero. El estudio se interroga sobre la gentrificación y el desplazamiento de población originaria de clase baja, fenómenos críticos que en la literatura aparecen como temas centrales poco estudiados y que es preciso esclarecer. El trabajo propone una metodología cuantitativa (diseñada y aplicada en un estudio previo en la ciudad de Rosario) que procura subsanar la principal limitación propia de este tipo de estudios y que es la falta de información precisa sobre trayectorias residenciales.

			María de la Paz Toscani presenta un estudio exploratorio sobre los procesos de renovación urbana y sus efectos, en términos de desplazamiento y organización colectiva, en el barrio de la Boca, en la ciudad de Buenos Aires, a partir de su promoción como Distrito de Las Artes en 2012. Atravesado por procesos de degradación y empobrecimiento de las condiciones de vida, junto con diversas políticas de renovación, el barrio tiene también una fuerte historia de movilización de sus habitantes, principalmente en torno al reclamo por mejores condiciones habitacionales, ambientales y freno de los desalojos. El foco del estudio es conocer cómo, desde el ámbito estatal, se prepara el territorio para el desarrollo de emprendimientos urbanos, y reconocer los conflictos urbanos en torno a ello.

			Los dos últimos capítulos abordan el tema de los grandes proyectos urbanos desde la óptica del planeamiento urbano, sus interrogantes y conceptos específicos.

			Pablo Elinbaum y Cintia Daniela Bermúdez estudian las modalidades e innovaciones de la producción del espacio estatal, apuntando a ofrecer una interpretación sobre los entramados de proyectos y estrategias espaciales. Se estudian dos planes especiales, el conjunto de viviendas de Villa Olímpica y la reurbanización de la Villa 20, concurrentes en la Comuna 8 de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires (caba). El análisis se centra en las dimensiones institucional e instrumental del planeamiento urbano, tomando en consideración dos unidades y escalas de análisis: la comuna y los distritos especiales. Con esta aproximación multiescalar se procura poner en evidencia las causalidades entre las dimensiones y las unidades de análisis, para mostrar los sutiles procesos de reescalamiento de las políticas públicas y el carácter estratégico de los proyectos estatales.

			En el capítulo final, Pablo Elinbaum analiza la relación conceptual y operativa entre los planes y los proyectos, señalando que esta relación ha sido a menudo cambiante y problemática. Partiendo de la idea de que los grandes proyectos urbanos son planes especiales paradigmáticos en auge, analiza una serie de contradicciones técnicas, reglamentarias e institucionales de este tipo de planes que, al mismo tiempo, permiten entrever un elenco de formas novedosas de intervención urbanística. Se interroga acerca de cuáles son estas innovaciones y de qué modo la interacción entre los planes generales y los especiales moldea y representa la forma espacial del Estado. El análisis se centra en la Ciudad de Buenos Aires, analizando los cambios en la interrelación entre el planeamiento general y especial, considerando para ello dos unidades de análisis: el ejido municipal y el sector sudoeste de la Ciudad.

			Beatriz Cuenya
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					1 El Conicet financió la investigación Globalización y Política de Redesarrollo Urbano en la Ciudad de Buenos Aires. El caso del Proyecto Retiro. (PIP 2006-2760. Responsable: Beatriz Cuenya). El Conicet y el Conacyt, México, financiaron el Proyecto de Cooperación Internacional Grandes Proyectos Urbanos: un Análisis Multidimensional (2013-2015) Responsables: Beatriz Cuenya y Alicia Ziccardi.

				

				
					2 La Agencia de Cooperación Científica y Técnica del Mincyt financió tres investigaciones: Grandes Proyectos Urbanos, Normativa Urbanística y Gestión Social del Suelo (PICT 2006-00336. Responsable Beatriz Cuenya). Grandes Proyectos Urbanos y su Relación con la Ciudad: el caso de Puerto Norte, Rosario (PICT 2011-0320. Responsable: Daniel Kozak). Estrategias de Gestión, Planificación Espacial y Resultados Socio Territoriales de Grandes Proyectos Urbanos en Argentina (PICT 2015-3505. Responsables: Beatriz Cuenya y Pablo Elinbaum).

				

				
					3 El lilp financió un estudio sobre el Grandes Proyectos como herramientas de creación y captación de plusvalías urbanas. Proyecto Puerto Puerto Norte, Rosario, Argentina (2006) Investigadora responsable: Beatriz Cuenya.
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			Los grandes proyectos urbanos: una revisión conceptual

			Alicia Ziccardi 1

			Mario Ramírez 2

			Introducción

			En el siglo xx, desde finales de la década de los ochenta y en el marco de la imposición de políticas económicas neoliberales, los procesos de privatización y descentralización pasaron a ser componentes centrales e impulsaron profundas transformaciones en las ciudades de América Latina. En un contexto de profundización de los regímenes democráticos, los gobiernos locales se convirtieron en promotores de su propio desarrollo económico para atraer capital e inversión, e impulsar grandes proyectos urbanos, procesos de planificación estratégica, figuras jurídicas que contemplaban la asociación público-privada y nuevas formas de gobernanza para involucrar a diversos actores en el juego de la negociación y participación que se requería. No obstante, esto provocó conflictos sociales que se expresaron de diferentes maneras y en algunos casos en las calles de nuestras ciudades.

			A partir de ello, se configura un modelo de ciudad neoliberal sustentado en una forma de gobernanza asociativa entre el capital privado y las élites técnicas y políticas de nuestras sociedades. Sin embargo, en tanto los sectores populares y medios son excluidos o perjudicados con estas intervenciones urbanas, surge una demanda de mecanismos de participación con otro modelo de ciudad que enarbole el derecho a la ciudad y que ha originado formas de gobernanza colaborativas entre técnicos progresistas, grupos académicos con compromiso social y organizaciones sociales y civiles que trabajan en el medio urbano. Es decir, se trata de dos modelos de ciudad que coexisten conflictivamente en los procesos de transformación de nuestras ciudades y con cierta independencia de las características del régimen y el partido o la coalición política gobernante (Ziccardi, 2018).

			Lo anterior indica que el análisis debe contemplar diferentes dimensiones que permitan identificar analíticamente la complejidad de los procesos de planeación urbana, requerimientos económicos y financieros, tareas de gobierno político y gestión urbana y aspectos sociales que definen quiénes pueden vivir en estos espacios de la modernidad.

			Por ello, conviene introducir la definición de Beatriz Cuenya sobre lo que son los Grandes Proyectos Urbanos (gpu). Para esta autora se trata de megaoperaciones de renovación urbana de iniciativa pública, mediante las cuales espacios relegados de la ciudad se transforman en “nuevas centralidades”. Esto es, entornos construidos, cuidadosamente diseñados por grandes estudios de arquitectura, dotados de una gran calidad edilicia y destinados a albergar las actividades de punta en la economía urbana y los servicios de alto nivel […] Todo lo que puede englobarse con el rótulo de terciario superior, actividades que van a satisfacer una demanda de alto poder adquisitivo, demanda que usualmente excede el ámbito local para incluir a empresas, usuarios e inversores nacionales e internacionales” (Cuenya, 2009, p. 231).

			Asimismo, los gpu requieren una fuerte iniciativa pública, dirigida a facilitar las operaciones inmobiliarias y atraer las masivas inversiones públicas que hacen faltan para financiar la infraestructura, los equipamientos urbanos y los servicios públicos. También constituyen un elemento fundamental en el panorama espacial, particularmente de las prácticas del desarrollo urbano en torno a crear nuevas centralidades, exigir requerimientos de aglomeración de funciones centrales y de servicios altamente especializados, atraer al capital especulativo inmobiliario e incidir en la orientación de estas transformaciones urbanas, ampliar el rol de los gobiernos locales y complejizar sus agendas mediante la incorporación de la lógica del sector privado, y reposicionar las ciudades en el escenario global.

			De esta forma, se confirma que la ampliación del rol de los gobiernos locales y de sus agendas de actuación, en un marco de nuevos enfoques en las políticas urbanas, particularmente en cuanto a la rentabilidad del suelo, representó uno de los elementos principales en el surgimiento de los gpu. La extensión del campo de las políticas locales ha implicado la emergencia de acciones de cuño empresarial y de “promoción del territorio” junto con la planificación estratégica y el marketing de las ciudades (Cuenya y Corral, 2011).

			En síntesis, la gestión urbana en los gpu de Latinoamérica pretende: i) la refuncionalización de áreas relegadas o en desuso, ii) la generación de plusvalías urbanas mediante la atracción de inversiones privada, y iii) la ampliación de las oportunidades de actuación del sector público y la obtención de plusvalías cuando es propietario mayoritario del suelo, las cuales, como se verá, suelen ser apropiadas privadamente en lugar de ser transferidas a zonas degradas de la ciudad.

			El presente artículo tiene como objetivo realizar una aproximación teórica al estudio de los Grandes Proyectos Urbanos y el análisis de su incidencia en las ciudades, para ello se propone una mirada analítica compuesta por cuatro dimensiones: 1) los mecanismos de la economía global en la gestión local, 2) la transformación del territorio a partir de la generación de nuevas centralidades y la expansión urbana; 3) la gobernanza local asociativa para la gestión de los gpu y, finalmente, 4) la transformación urbana y la conflictividad social generada alrededor de tales transformaciones.

			Los mecanismos de la economía global en la gestión local

			La globalización y la reestructuración económica postfordista se encuentran entre las principales causas que han incidido en la creación de los gpu, en un contexto de modernización capitalista, marcada por las nuevas tecnologías de la información, el aumento de la movilidad y liquidez del capital, así como la pérdida de la capacidad reguladora de los estados nacionales sobre sus economías (Sassen, 1997; de Mattos, 2002).

			En este contexto, las ciudades son consideradas medios productores de innovación y de riqueza, por lo que es es necesario que cumplan un desempeño estratégico como espacios articuladores de la economía nacional a la global (Castels, M. cit. Ziccardi, 2004). Asimismo, compiten a nivel nacional e internacional, mientras ofertan un entorno físico, tecnológico, social, ambiental e institucional propicio para atraer y desarrollar actividades económicas generadoras de riqueza y empleo. Más aún, las ciudades enfrentan localmente imperativos de la economía global porque simultáneamente deben crear mejores condiciones, capacitar más a la fuerza de trabajo, elevar la productividad y ofertar mejores condiciones urbano-ambientales e institucionales (Arce, Cabrero, y Ziccardi 2005; Cabrero, Orihuela y Ziccardi 2009).

			El desarrollo de servicios avanzados y especializados que se reflejan en productos financieros, infraestructura de nuevas tecnologías, desarrollos inmobiliarios y servicios industriales ha impulsado el mercado internacional, aunque también ha otorgado un nuevo papel a las ciudades precisamente como centros de localización y sedes de operación de los mencionados servicios avanzados y especializados (Sassen, 1997). En este sentido, las condiciones de productividad en el ámbito territorial urbano se relacionan con el sector de servicios avanzados del sector terciario moderno. Esto ha originado el surgimiento de los gpu en todo el mundo, lo que ha conllevado transformaciones urbanas sin precedentes, producto de una compleja relación de crecimiento de mercados financieros, privatización de bienes y utilidades públicas y la liberalización del mercado inmobiliario y residencial.

			El desarrollo de los gpu es una forma de intervención público-privada, de los gobiernos frente a las demandas de reestructuración económica, que se articula en la política urbana y los nuevos modos de gobernanza urbana (Rodríguez y Abramo, 2005, p. 2). De esta forma, las dinámicas de transformación de nuevas funcionalidades urbanas privilegian el aumento de la capacidad local con el objetivo de sortear la competencia global, mediante una acción emprendedora, fórmulas “innovadoras” de promoción urbana y la creación de una forma directa de asociación ventajosa para el sector privado.

			Las estrategias económicas de las ciudades para la refuncionalización de espacios centrales o expansión de la frontera urbana se centran en: i) reforzar la base económica mediante inversiones públicas y privadas; ii) mejorar la posición competitiva respecto a la distribución espacial del consumo, iii) asumir funciones estratégicas de control y decisión en las finanzas, administración pública o en sectores de las comunicaciones e información locales, y iv) buscar ventajas competitivas en la captación de excedentes del sector público como mecanismo importante de redistribución (Harvey, citado por Rodríguez y Abramo, 2005).

			Es así como la política urbana ha pasado a cumplir una nueva función para impulsar el crecimiento económico y la refuncionalización de las ciudades. En la economía local, la política urbana se convierte en un instrumento clave para articular la dinámica de las ciudades y metrópolis a la economía global, en aras de la competitividad y el desarrollo (Borja y Castells, 1997). Asimismo, la gestión urbana que se distinguía por inversiones públicas normadas y planeadas a favor del desarrollo pasó a intervenciones puntuales, focalizadas y menos formalizadas guiadas por un enfoque “productivista”, mientras los grandes emprendimientos formaron parte del cambio (Lungo, 2005).

			Un efecto económico generado por los gpu es la transformación en la estructura de la centralidad de las ciudades, la cual produce una renta de los usos del suelo. El aumento extraordinario en la rentabilidad de los usos del suelo representa una capacidad de los gpu por las identificadas “áreas de oportunidad” que se encuentran en función del potencial de transformación urbanística, refuncionalización y valorización en torno a un mercado selectivo de bienes raíces de escala nacional e internacional.

			Un gpu genera externalidades, que influyen en el valor del suelo donde se sitúa y sus áreas aledañas, dada sus dimensiones, normas urbanísticas, proporción y naturaleza de las inversiones y edificaciones y la valorización del suelo promovida por los gpu; también es generada por: a) las externalidades como las inversiones en infraestructura, b) cambios en el régimen de usos del suelo, c) densidades edilicias, d) las inversiones en emprendimientos inmobiliarios, y e) edificios de alta calidad (Lungo 2007; Cuenya, 2011). Sin embargo, la valorización del suelo también depende de las inversiones en infraestructura, las regulaciones municipales que modifican los usos del suelo y las densidades edilicias, así como las inversiones de los actores privados en emprendimientos inmobiliarios y la calidad de las viviendas y los equipamientos. Pero los mecanismos de los que disponen los municipios para la captación de las plusvalías son limitados ya que la normativa urbana no contempla la regulación de la gestión de este tipo de operaciones por el carácter extraordinario de la valorización del suelo —a diferencia de las urbanizaciones habituales— y la falta de criterios para dimensionar el aumento en los precios del suelo como producto de los cambios en las regulaciones (Cuenya, 2009).

			Por ello debe decirse que en gran medida la iniciativa y la gestión de los gpu en América Latina provienen del sector público al actuar como facilitadoras de la acción del capital privado (Ziccardi 1995;1998). En general, en nuestro caso es el Estado nacional por la posibilidad de ser propietario de grandes extensiones de suelo de localización estratégica o central y con posibilidades de desarrollo para captar plusvalías.

			Otro aspecto relevante es el andamiaje legal e institucional que se requiere y que supone muchas veces la creación de un ente gubernamental, distinto y fuera de la estructura tradicional de gobierno, que funja como promotor inmobiliario, además de permitir al sector público vender y concesionar predios e inmuebles. El manejo o régimen del suelo urbano —reparcelamiento y comercialización— representa el núcleo del dispositivo inmobiliario de los gpu porque es el que permite generar y captar plusvalías. Las nuevas normativas sobre uso y ocupación del suelo se modifican al otorgar alturas y densidades mayores a las existentes en los terrenos originales, lo que representa una garantía para los desarrolladores.

			Los cambios que ocurren en el entorno urbano generan efectos externos e influyen en el valor del suelo; por su parte, los gpu producen diferentes externalidades que afectan el valor del suelo en áreas grandes o en una región urbana. Sin embargo, la perspectiva de la valorización social del suelo debe integrar en los gpu actuaciones urbanas integrales que contemplen la mezcla de usos y actividades y garanticen un acceso al hábitat por parte de todos los habitantes, en búsqueda de soluciones urbanas, sociales y financieras previamente consensuadas (Lungo, 2007). También los gpu pueden generar mecanismos de autofinanciamiento y viabilidad económica con la valorización del suelo, lo que puede provocar la refuncionalización de determinadas áreas urbanas y la recuperación de plusvalías para el beneficio comunitario.

			Por lo general, la valorización del suelo y su redistribución es relevante en términos sociales y territoriales frente a la tendencia de apropiación de los recursos públicos por parte del sector privado. Por ello, se ha señalado que, ante las condiciones socioeconómicas que prevalecen en la mayoría de las ciudades latinoamericanas, la asignación de la valorización recuperada debería ser para proyectos de índole social en aquellas áreas de la ciudad con más bajos índices de bienestar, a fin de impulsar condiciones de igualdad. En los gpu participan diferentes actores: empresas nacionales y trasnacionales y consumidores de muy alto ingreso, en un contexto global que ha vulnerado cada vez más el derecho a la ciudad en las ciudades latinoamericanas.

			En suma, para revitalizar a las ciudades o ciertas áreas de las ciudades se requiere la demolición de ciertos edificios y reconversión o refuncionalización de espacios, por lo general de propiedad gubernamental, y generar su resignificación dadas las nuevas funciones que desempeñarán estos grandes proyectos urbanos. Sin embargo, estos megaproyectos pueden provocar el desplazamiento forzado de poblaciones rurales o de poblaciones urbanas de colonias populares o inclusive de sectores medios, como se verá en el capítulo de este libro dedicado a analizar el caso de Santa Fe en Ciudad de México (Portal, 2017).

			Cuando el proyecto busca un cierto equilibrio entre los usos rentables del suelo y los destinados, por ejemplo, a grandes espacios verdes y equipamientos, se acota la obtención de lucro. Esta opción, si bien permite elevar la calidad de vida de toda la población, encuentra un límite a la posibilidad de compensar carencias en otras áreas de la ciudad o de financiar viviendas sociales en el mismo sitio (Cuenya y Pupareli, 2006). También, se ha señalado el riesgo de que el mecanismo de redistribución establecido lleve a una apropiación de los recursos públicos por parte del sector privado, sobre todo cuando se realizan importantes obras de infraestructura de ahí que las inversiones para facilitar las operaciones inmobiliarias y atraer capitales beneficia mayoritariamente a los inversores. Pero, además, cuando las erogaciones superan las plusvalías, las operaciones pueden resultar deficitarias y afectar con ello las finanzas generales de la ciudad (Cuenya, 2009, p. 241).

			En general, de acuerdo con lo que señala Beatriz Cuenya, en la mayoría de los países latinoamericanos la normativa urbana no está preparada para regular la gestión de estas operaciones, dados los escasos antecedentes que ellas tienen en las ciudades y el carácter extraordinario de la valorización del suelo que promueven en comparación con las actuaciones urbanísticas corrientes (obras públicas o urbanizaciones habituales). Generalmente, la normativa carece de criterios adecuados para dimensionar en términos económicos el aumento en los precios del suelo que se genera como producto de los cambios en las regulaciones y que, de ese modo, queda en el bolsillo de los propietarios y desarrolladores. Por esta razón, se afirma que se trata de una combinación de cambios que ocurren a nivel mundial y local, que han provocado una intensa reestructuración de los espacios del capitalismo industrial y han tenido un impacto significativo en el ambiente construido y sus modos de gestión (Cuenya, 2009, p. 232).

			La transformación del territorio: nuevas centralidades y expansión urbana

			Uno de los principales objetivos de los gpu es impulsar la transformación física y funcional de la ciudad y crear nuevas centralidades con modelos de usos del suelo mixto —productivos, comerciales, recreativos, culturales o residenciales— en contextos urbanos exclusivos y con arquitecturas emblemáticas.

			Asimismo, el papel de los gpu es generar escenarios funcionales con servicios, infraestructura y equipamientos que brinden seguridad y confort a sectores de alto poder adquisitivo y relacionados con cuadros gerenciales y técnicos de empresas globalizadas o “de punta” (Cuenya, 2009, p. 233). Los gpu se establecen en áreas de oportunidad o estratégicas en términos de su accesibilidad, localización, potencial económico y funcional, y posibilidades de transformación por sus condiciones de abandono, deterioro o desuso. Al producir nuevas centralidades y tener un componente inmobiliario determinante lo fundamental es la disponibilidad de suelo urbano, lo cual permite la obtención de rentas, ingresos y extraordinarias plusvalías. Por ello, algunos gpu, como es el caso de Santa Fe en Ciudad de México, se han asentado principalmente en zonas deterioradas o periféricas donde el suelo es barato, lo que ha generado un gran impacto en el territorio a nivel local y regional, en particular, procesos de segregación socioeconómica y residencial y fragmentación urbana.

			Asimismo, los gpu en América Latina y el mundo comprenden una amplia gama de actividades que consisten desde la recuperación de centros históricos, la creación de conjuntos residenciales, la renovación de áreas abandonadas o en desuso —puertos y malecones, aeropuertos, estaciones ferroviarias, zonas industriales—, la redensificación urbana, la construcción de nuevas zonas turísticas y recreativas, hasta la disposición de equipamiento en eventos especiales —Juegos Olímpicos o Mundiales de Fútbol. Es decir, su principal función es generar nuevas centralidades.

			En las últimas décadas, las ciudades se han transformado rápida y profundamente ante “la necesidad de refuncionalizar los espacios urbanos para adecuarlos a las exigencias territoriales impuestas por los procesos de globalización económica y la aplicación de políticas neoliberales, lo cual ha acrecentado las desigualdades estructurales y generado nuevas asimetrías” (Ziccardi, 2015). Se trata de una nueva estructura organizativa de la producción y de las relaciones entre territorio, economía y sociedad, que según Sassen (2004) se expresa en “una nueva arquitectura organizativa de la economía”.

			Entre las transformaciones registradas en la morfología de las ciudades, se advierte la creación de un patrón disperso y fragmentario, ligado a un proceso de metropolización multicéntrica y jerárquica, y de grandes regiones urbanas, que surgen tanto de la descentralización espacial multifuncional de actividades, residencia y servicios junto con dinámicas que reflejan una recentralización o concentración de servicios especializados y avanzados en áreas edificadas, así como una interconexión de pueblos preexistentes mediante nuevas comunicaciones digitales e infraestructura de transporte (Castells, 2012; Sassen, 1997; de Mattos, 2002, Ziccardi 2016).

			En un contexto globalizado en el que se registra una agudización de las desigualdades, las tecnologías de comunicación ligadas a nuevas dinámicas económicas y desregulación gubernamental han acentuado la necesidad de entornos edificados con una amplia concentración de infraestructura y mano de obra para trabajar en los centros tecnológicos y educativos, complejos hoteleros y residenciales, espacios culturales y recreativos, oficinas y tiendas comerciales. Pero los espacios del nuevo sistema son exclusivos para albergar servicios especializados, requieren trabajadores con alta calificación y funcionan en el ámbito internacional, regional y nacional. Claramente están dirigidos para atender a una elite económica y sectores con alto poder adquisitivo en tanto constituyen soportes materiales y simbólicos para actividades de punta (Cuenya, 2011).

			Junto al interés de dotar a las ciudades de infraestructura y equipamiento actualizado, además de una profunda transformación física en los espacios urbanos o en los paisajes naturales intervenidos, se generan muchas y nuevas centralidades en las ciudades, cambian la imagen urbana y fungen como verdaderos enclaves económicos y territoriales a través de construcciones privadas y exclusivas generadoras de un “prestigio” avalado por los nuevos usos y funciones urbanas, con estilos de vida que imponen un status y simbolizan jerarquía, confort y seguridad. También se llevan a cabo procesos de autosegregación mediante espacios diferenciados y separados del resto de la ciudad.

			No obstante, en América Latina, los gpu tienen diversos efectos, relacionados con la gestión urbana, el papel del sector público y el nivel existente de participación ciudadana, desde la nueva lógica de producción de las ciudades latinoamericanas a partir de la década de 1990 en que se imponen políticas económicas neoliberales y se experimentan fuertes cambios en la gestión urbana. Así, se privatizaron los servicios públicos en las ciudades y se implementaron normativas urbanas que generaron marcados efectos sobre las estructuras socioespaciales y acentúan y/o crean nuevos procesos de fragmentación del espacio urbano.

			Las dinámicas como la desregulación y la privatización de la economía, las nuevas condiciones laborales y los tipos de trabajo, el papel del Estado como promotor de la inversión inmobiliaria, la producción y los mercados de suelo y vivienda, y la modificación de estrategias residenciales en la localización urbana y en las formas de habitar cambiaron de manera drástica las configuraciones de las ciudades y tuvieron un gran impacto territorial (Gómez, 2012, p. 108).

			En estos procesos de transformación urbana, la racionalidad-técnica y científica queda subordinada a las relaciones de poder, mientras que la ausencia de diseños jurídicos e institucionales adecuados hacen que en los mecanismos de toma de decisiones exista poca transparencia y rendición de cuentas. Junto con ello, los planes y programas, así como los instrumentos jurídicos de regulación en materia de planeación y gestión del desarrollo urbano son muy generales y/o contienen una normativa adecuada para estas grandes transformaciones urbanas.

			Por ello, la utilización de regímenes regulatorios especiales, la eliminación de requisitos vigentes en el marco normativo general, la mala autorización de usos de suelo son acciones recurrentes. De acuerdo con Lungo (2005), se da una continua transgresión de las normativas urbanas vigentes en la mayoría de las ciudades, que constituye una de las fuentes reconocidas de corrupción en la gestión urbana.

			Lo cierto es que el nuevo orden urbano es reflejo de un tejido urbano fragmentado donde persisten diferentes espacios herederos de la metropolización fordista y de los procesos de insularización que adquieren mayor presencia en tiempos recientes (Soldano, 2008). Sin embargo, la articulación de estos espacios insulares es una tarea compleja frente a las dinámicas privadas de ocupación del suelo, la actual complejidad de la sociedad urbana y sus necesidades y la debilidad institucional de los poderes locales (Borja, 2012).

			Kozak avanza en esta descripción al decir que la fragmentación urbana implica una forma de organización espacial en la que: los límites duros, lo confinado y los obstáculos adquieren un papel central […] la capacidad de usar y atravesar el espacio se encuentra dominada por el principio de exclusión y hay una reducción en el número de lugares de encuentro universal (Kozak, 2011).

			Un fenómeno diferente vinculado también a los gpu es el denominado «proceso de gentrificación», cuyos efectos recaen sobre la población originaria afectada o vulnerable que puede ser expulsada y que amplifica las desigualdades estructurales3. Es decir, surgidas como un proceso histórico constituido de factores estructurales como la debilidad institucional, prácticas de exclusión, la polarización del mercado de trabajo y la concentración de la riqueza en un reducido sector de la población (Reygadas, 2008). De tal modo, que la desigualdad es “producto de una combinatoria de factores endógenos, estructurales, culturales e históricos y exógenos, propios de un mundo globalizado” (Ziccardi, 2009). Sin embargo, las desigualdades urbanas además de ser una expresión espacial de desigualdades estructurales, también son producto de políticas económicas neoliberales que hacen que el territorio amplifique las desigualdades estructurales y/o produzca nuevas (Ziccardi, 2019).

			La desigualdad territorial también se manifiesta en procesos de segregación residencial,4 que indican la separación o aislamiento social y espacial de los diferentes grupos socioeconómicos, lo que determina estilos de vida diferenciados. Así existen sectores de la población de clase alta localizados en enclaves urbanos, segregados residencialmente en áreas que ofrecen exclusividad, modernidad, seguridad y un medio ambiente saludable. En contraste, los sectores populares habitan masivamente en periferias cada vez más lejanas, en barrios populares o en fraccionamientos de viviendas de interés social, en malas condiciones de vida, segregación residencial, y marcada precariedad urbana (Sabatini, 2003; Ziccardi 2019). En especial, como se verá en otros capítulos de este libro, la especulación de suelos en el espacio urbano ha representado uno de los factores que incide profundamente en las nuevas formas de segregación en décadas recientes.

			Ante la dispersión y la discontinuidad de las estructuras urbanas y el incremento sustantivo de las desigualdades territoriales es importante generar regulaciones específicas para su control. En la creación de centralidad no sólo importan los parámetros de usos de suelo, la dotación de infraestructuras o la definición de coeficientes de edificación, es necesario promover dinámicas sociales de inclusión social. Para ello es de fundamental importancia la creación o revitalización del espacio público accesible, seguro y polivalente, con equipamiento protegidos y con calidad estética.

			A estos procesos se agregan los efectos de dispersión en el uso del territorio, generados por la producción masiva de viviendas nuevas localizadas en la periferia que muchas veces forman parte de planes urbanísticos en los que los gpu están contenidos que en las últimas décadas: “… no sólo se advierte un proceso de segregación residencial de los sectores populares, también existe un proceso de auto-segregación de los sectores de altos ingresos, que eligen vivir en los llamados ‘barrios cerrados’. En este caso, buscan no sólo una vivienda y equipamientos de calidad, sino seguridad, un medio ambiente apropiado y el valor simbólico de estar entre iguales que comparten códigos de socialización y de vida” (Ziccardi, 2015).

			Esto puede observarse claramente en el caso de Santa Fe en Ciudad de México, donde las zonas residenciales están bardeadas y cuentan con accesos restringidos y vigilados y “cuando ambos procesos ocurren la ciudad deja de cumplir con su función de ser un mecanismo de integración social ya que todas estas formas de habitación crean nuevas desigualdades territoriales” (Germani, 1967 citado en Ziccardi, 2015).

			Este es el punto a partir del cual estos gpu deben estar vinculados a otro proyecto de ciudad el que sustenta el derecho a la ciudad para todas y todos sus habitantes. Es decir, la principal idea es que las ciudades requieren que parte del excedente de capital que se genera en la producción de estos gpu se aplique en la creación de infraestructura, equipamiento, vivienda social, y mejorar las condiciones urbanas y ambientales de los barrios degradados de la ciudad para lograr su integración a la estructura urbana consolidada y mejor dotada de bienes y servicios (Ziccardi, 2015ª, 2018).

			Gobernanza local asociativa y Grandes Proyectos Urbanos (gpu)

			Desde la década de los ochenta, en muchos países de América Latina se inicia un proceso de profundización de la democracia en el que los go-biernos locales pasan a jugar un papel de mayor importancia. Buenos Aires y Ciudad de México son precisamente las dos capitales de siste-mas políticos federales en las que, a mediados de los años noventa, se producen reformas políticas para que su ciudadanía pueda elegir a sus jefes de gobierno. En Ciudad de México en el diseño y elaboración de políticas urbanas, así como en los procesos decisorios vinculados a la gestión del territorio se comienza a incluir a la ciudadanía.

			De esta forma, la noción de gobernabilidad democrática del ámbito local ganó importancia al hacer referencia a la función y capacidad de gobernar, enfatizando, además de los indicadores de eficiencia y eficacia incorporados en el idea de “governance” transmitida por los organismos financieros internacionales, también la cuestión de la participación ciudadana como forma de inclusión de la ciudadanía en las decisiones públicas (Ziccardi, 1995, 1998). Posteriormente, se introdujo la noción de gobernanza y fue Joan Prats (2007), quien puso el énfasis en la necesidad de construir espacios de corresponsabilidad entre el gobierno y la ciudadanía. A ello, Luis Aguilar (2008) agregó que el componente central de la gobernanza es la configuración de un patrón de comportamiento entre el gobierno y la sociedad de tipo colaborativo y que Joan Subirats (2016) caracterizó como una relación de proximidad entre gobierno y ciudadanía, y de coproducción de políticas públicas (Ziccardi, 2018).

			A partir de estos avances democráticos se impusieron políticas económicas neoliberales en el marco de las cuales los gobiernos de las ciudades latinoamericanas introdujeron la gestión urbana y los intereses del capital bajo la lógica de que las ciudades debían ser promotoras de su desarrollo económico y que para ello debían generar condiciones de competitividad urbana (Arce, Cabrero y Ziccardi, 2005).

			Así, los cambios en la política urbana, más allá de enfocarse en la regeneración del entorno y al incremento de la competitividad económica, se plantean en un marco de flexibilidad normativa, desregulación en la intervención urbana y medidas directas de apoyo público al capital privado, lo cual lleva a recuperar aquella ya vieja definición de que “la política urbana expresa las diferentes formas de acción/inacción sobre el espacio urbano” (Ziccardi y Saltamacchia, 1980).

			Sin duda alguna, la política pública urbana constituye uno de los subsistemas de políticas públicas donde actores de la burocracia tecnificada y actores económicos, como los empresarios del sector inmobiliario y de la industria de la construcción, estructuran una serie de interacciones a fin de imponer una lógica fundada en la obtención de ganancias y sobreganancias, disociada muchas veces de los procesos de planea-ción y gestión del desarrollo urbano.

			De esta forma se crea una forma de gobernanza asociativa entre los representantes de los intereses empresariales y las elites técnicas y políticas que promueve un modelo de ciudad neoliberal. Sin embargo, en los hechos este modelo coexiste de manera conflictiva con otro modelo de ciudad que se sustenta en el reconocimiento del derecho a la ciudad y en la creación de una gobernanza colaborativa entre los técnicos progresistas, las y los académicos y las organizaciones sociales y civiles que tienen una importante presencia en el medio urbano.

			Para comprender la dinámica de creación de los gpu, lo que prevalece en el aparato gubernamental es el criterio de eficiencia en la política urbana como un requisito que busca solo maximizar la rentabilidad de los desarrollos inmobiliarios, al inclinarse —al igual que las políticas de desregulación económica— por otorgar un papel protagónico al capital privado (Cuenya, 2011, p. 190).

			Por otro lado, se ha señalado que las grandes intervenciones urbanas –focalizadas– requieren la concertación entre las administraciones públicas y la cooperación público-privada como formas de garantizar el éxito de las operaciones. No obstante, dichas operaciones responden a determinaciones físicas del entorno construido o a la viabilidad financiera del propio proyecto sin evaluar los posibles efectos sociales y económicos (Rodríguez y Abramo, 2005).

			El predominio de criterios inmobiliarios y especulativos en los gpu refleja las severas limitaciones de las estrategias de desarrollo urbano. Es común encontrarse que la concepción del proyecto y su implementación se establecen a partir de una doble acción burocrática. Por un lado, las estructuras gubernamentales tradicionales acompañan de manera lejana a estos procesos de refuncionalización del espacio urbano y, por otro, se crea una nueva legalidad e institucionalidad a través de instancias específicas para la gestión de estos espacios. Tal es el caso de la creación de Servimet en el caso de Santa Fe, creada como una empresa paraestatal que actuó como agente inmobiliario de la zona, al desarrollar funciones de diseño, desarrollo y comercialización desde el inicio hasta que se realizaron las principales obras de desarrollo urbano de la zona.

			El carácter “exclusivo” o “especial” de los gpu favorece una dinámica de excepcionalidad u operaciones de ajuste en la que los procedimientos y normas vigentes se debilitan. La escala de las inversiones, el carácter emblemático de algunos proyectos, la flexibilidad en las decisiones o las agendas de los países por eventos de carácter internacional —como los Juegos Olímpicos o los Mundiales de Futbol— justifican actuar con discrecionalidad.

			Históricamente, los procesos de renovación urbana a gran escala han demandado la intervención estatal, aunque, en la actualidad las autoridades asumen el rol de promotor del territorio (Ziccardi, 1991). Incluso las autoridades —Estados nacionales o gobiernos locales— llegan a jugar un doble rol y fungen como propietarios y promotores. Estos últimos son actores clave en la liberación del suelo para su cambio de uso, la comercialización de los predios y la captación de plusvalías. La gestión del suelo en los gpu forma parte de las tareas de las autoridades gubernamentales y, en algunos casos, se crean corporaciones autónomas o agencias públicas incorpordas en la estructura gubernamental central o municipal. En gran medida, los grandes proyectos exigen la adquisición previa de derechos de parcelas pequeñas por unos pocos agentes, a fin de centralizar el control del tipo y gestión del desarrollo y para ello requieren de una asociación entre diferentes actores —municipio, desarrolladores y propietarios del suelo (Smolka, y Furtado, 2001).

			No obstante, los gobiernos locales suelen tener limitaciones para actuar en los gpu. Su falta o escasa capacidad institucional y de recursos humanos capacitados, ausencia de mecanismos de coordinación interinstitucional y multinivel con otros ámbitos de gobierno (federal, estatal o provincial y local), sus débiles finanzas y la falta de transparencia y rendición de cuentas en los procesos de gestión urbana suelen ser características compartidas. De esta forma, por un lado, la escasez de recursos públicos y, por otro, la existencia de excedentes de capital financiero que han encontrado en la actividad inmobiliaria su base para la producción de bienes urbanos que permiten a los desarrolladores inmobiliarios y a empresas constructoras obtener elevadas sobreganancias.

			En este contexto Sabatier y Jenkins-Smith (1999) introducen el concepto de «coalición promotora» para aludir a la afiliación organizacional que se da entre legisladores, funcionarios, líderes de los grupos de interés, investigadores y periodistas que enmarca la realización de los gpu. Para estos autores en las visiones tradicionales, solo los líderes de grupos de presión y las y los legisladores son los actores políticamente más activos que, al buscar influir en la política pública, en tanto que las personas funcionarias públicas, los investigadores y periodistas, tienden a ser percibidos como indiferentes a la política o en una postura más pasiva con respecto a la política pública. En cambio, en este enfoque de la administración pública, estos actores cobran relevancia, pues son considerados actores activos, quienes ejercen una función legitimadora al publicitar en diferentes espacios su opinión a favor o en contra de un determinado suceso relevante para la decisión pública en cuestión.

			De acuerdo con el Enfoque de Coaliciones Promotoras (ecp), los intereses por sí solos no alcanzan a explicar la totalidad del fenómeno, sino que, además, existe un conjunto de elementos articuladores que constituyen el sistema de creencias conformado por valores e ideas; a los cuales los actores son afines y les permite constituir vínculos de cooperación. En torno a esta postura, María Amparo Casar y Claudia Maldonado afirman que los problemas públicos, lejos de ser exógenos y previamente constituidos, son un conjunto de ideas, valores y percepciones empaquetados y presentados como susceptibles de atención gubernamental (Dorantes, 2012, citado en Ramírez, 2020).

			En este sentido, Cabrero (2000) coincide con los postulados de Sabatier y Jenkins-Smith sobre la conformación de coaliciones promotoras, las cuales se articulan desde lo que estos autores denominan «sistema de creencias», el cual objetiva y legitima una agenda específica de intereses, cuya promoción y defensa yacen pautados por las concepciones mismas que se tienen de la política, la negociación y el propio proceso decisorio de la política pública que comparten dichos valores y creencias por varios actores.

			Es decir, aunque se apela a la construcción de andamiajes institucionales que fomenten la gobernanza —a partir de la participación de todos los actores, individuales o colectivos, sociales, económicos y políticos para la toma de decisiones—, en realidad, el andamiaje jurídico e institucional, si bien favorece la participación de una amplia y diversa gama de actores, permite la captura y control de los mecanismos y procesos de toma de decisiones por coaliciones promotoras, quienes inciden en la agenda pública para la salvaguarda de sus intereses.

			Transformación urbana y conflictividad social

			Una cuarta dimensión del análisis es la que incorpora la cuestión de los conflictos sociales vinculados a la creación y desarrollo de los gpu. Sin duda, estas formas de intervención urbana, como se vio, involucran a un amplio número de actores —gubernamentales, económicos, sociales y políticos— que poseen distintos intereses, recursos, capacidades y poder de decisión. La trama es compleja y diversa, dado esos intereses diversos, la aparición de un nuevo papel de los gobiernos, principalmente del ámbito local, como propietario y/o agente regulador del suelo, como actor relevante de la coalición promotora, mediador ante los conflictos sociales, creados entre beneficiados y afectados o responsable del resultado final del proyecto.

			En este complejo entramado de actores “surgen conflictos por la oposición de sectores desplazados o amenazados por procesos de gentrificación, tensiones generadas por los procesos de segregación residencial y fragmentación urbana que afectan por lo general a los sectores de la población de escasos recursos en un contexto en el que los países de la región presentan los más elevados niveles de pobreza urbana que se hayan registrado históricamente, así como marcados índices de desigualdad económica y social, lo cual hace de nuestras sociedades espacios socialmente segmentados divididos, fragmentados” (Ziccardi, 2009). Cabe preguntarse: ¿en qué medida estas formas de intervención urbana público-privadas acrecentan estas características urbanas y generan conflictos sociales?

			Por lo general, de los gpu surgen conflictos relacionados con procesos de gentrificación que afectan principalmente a residentes o pobladores originales y/o de áreas aledañas, perjudicados por el incremento de los valores del suelo y dinámicas de: “desplazamiento y sustitución de residentes de bajos ingresos, por estratos medios y medios altos, asociada a mejoras en el ambiente construido, incremento en los precios de los inmuebles y cambios en el estatus social de las áreas rehabilitadas” (Cuenya, 2012, p. 1).

			Sin embargo, los procesos y mecanismos de toma de decisiones oscilan entre los polos de conflicto y cooperación, en tanto la coalición promotora se integra por actores de las empresas inmobiliarias, representantes y gestores de capital financiero especulativo, funcionarios públi-cos que ocupan puestos claves en la toma de decisiones. Asimismo, en estos territorios también existen asociaciones de vecinos, institucionalizadas o no, de residentes, colonos y/o ciudadanos que representan los intereses de la sociedad local.

			Esto lleva inevitablemente a la confrontación por incidir en las decisiones sobre el uso del suelo en la ciudad, por el espacio público, por el rumbo de la planeación urbana y por el control de las plusvalías que genera la explotación del suelo urbano. En principio es posible identificar:

			1.- Disputas surgidas de los procesos de planeación urbana, es decir, conflictos surgidos por el trazo y la construcción imaginativa y física de cierta zona de la ciudad y espacios según la ubicación funcional y es-pacial de las actividades productivas y las demandas de infraestructu-ras y equipamientos. En algunos casos, la fragmentación del territorio es un ejercicio de violencia a partir del cual se expulsa a los sectores populares o medios de las zonas relativamente centrales de la ciudad hacia la periferia.

			2.- Disputa por el espacio y los bienes públicos, una de las primeras disputas aparece con la cesión de extensiones del suelo urbano, la administración y/o dotación de servicios públicos, la administración, mantenimiento y el cobro de servicios de agua potable, drenaje, alumbrado público, áreas verdes, monumentos, obras de infraestructura y transporte público. El sector privado expresado en empresas, concesionarios, fondos mixtos y asociaciones público-privadas y, en tiempos recientes, con la impresión del logotipo cdmx (Ciudad de México), que impone una marca-ciudad, posicionada y vendida con la finalidad de ser atractiva para los capitales de inversión frente al reconocimiento de que los ciudadanos son sujetos de un conjunto de derechos urbanos, que se expresan en un derecho colectivo que se ha denominado «Derecho a la ciudad».

			3.- Disputas por el suelo, que puede ser sutil, pero expresada territorialmente. Una disputa que se da en cada calle, cuadra y esquina y pone en evidencia la existencia de dos grandes grupos antagónicos: por un lado, los agentes de la coalición promotora, agencias gubernamentales, representantes políticos, funcionarios públicos, empresarios de la industria de construcción y del desarrollo inmobiliario y de viviendas, así como del capital financiero y especulativo y, por otro, los colonos, vecinos y asociaciones de profesionistas y organizaciones de la sociedad civil organizada (Ramírez, 2017a; 2017b y 2020).

			Mientras unos enarbolan la retirada del Estado y del gobierno como rectores y ejecutores de la planeación y desarrollo urbanos en los planes y programas generales y parciales de desarrollo urbano, cambios en los usos de suelo, principalmente, la eliminación de candados al número de niveles permitidos para levantar, la recuperación y reconversión de áreas centrales; los otros sectores, al verse relegados o marginados de dichas dinámicas urbanas y económicas, defienden su derecho al suelo, al arraigo y a una vivienda digna, al disfrute del espacio público en la zona intervenida y a participar en los procesos decisorios.

			En este sentido, los procesos de segregación residencial suelen estar en la base de los conflictos sociales porque la autosegregación de los sectores de la población de altos recursos muchas veces supone la expulsión o traslado de los sectores populares originarios a otras zonas de la ciudad.

			La búsqueda de un estilo de vida “exclusivo” en estas zonas residenciales se recrea: “una atmósfera en la que el ‘adentro’ que es pensado como algo diferente, un mundo ideal, donde se desarrolla un estilo de vida armónica” (Giglia, A., 2003). Sin embargo, esto genera problemas sociales y urbanos producto de la ruptura del tejido social y comunitario, ya que en nuestras ciudades si bien existen zonas de modernidad habitadas por sectores sociales de altos ingresos estas se confrontan con masivos barrios populares en los que sus habitantes se encuentran en flagrantes condiciones de pobreza urbanas y exclusión social. Esta evidente desigualdad urbana en el acceso a bienes y servicios públicos crea condiciones para potenciales conflictos sociales.

			En los gpu, existen conflictos de interés cuando las autoridades locales quedan excluidas de los procesos de apropiación de plusvalías, o bien cuando estas no se reparten de manera equitativa como producto de políticas redistributivas. De esta manera, “la conflictualidad y las tensiones generadas dentro de las políticas urbanas se dirimen en la capacidad de movilizar recursos e influencias políticas” (Ziccardi, 2015a). En este sentido, las presiones o conflictos de los múltiples actores involucrados pueden implicar cambios, ajustes o incluso la paralización del gran proyecto como resultado del amplio abanico de fuerzas de apoyo y de oposición.

			Otras veces las tensiones y conflictos sociales se agudizan ante la falta de transparencia en los procesos y normativa aplicados o por la exclusión de los habitantes originales en los procesos de toma de decisiones. De esta manera, es bastante común que una vez decididos, aprobados e iniciados los gpu se busque legitimar esta acción mediante la creación de espacios de participación ciudadana.

			Precisamente, una de las características de estos gpu es la escasa participación de la ciudadanía en los procesos decisorios, además de la ausencia de auténticos espacios e instrumentos de participación ciudadana que lleva a tomar decisiones discrecionales que afectan intereses particulares, por lo general, los propios de los sectores populares, quienes quedan excluidos de las decisiones.

			En el caso del desarrollo del megaproyecto urbano de Santa Fe, por ejemplo, existe una historia de tensión entre grupos con intereses confrontados. En un primer momento, surgieron conflictos por las expropiaciones de tierras ejidales o los desalojos de la población de bajos recursos que ahí habitaba. Posteriormente, los conflictos se han producido por los impactos que genera la provisión de servicios urbanos a esta zona y el desarrollo de infraestructuras para su conectividad con el resto de la ciudad. Esto ha generado múltiples protestas y conformado diferentes movimientos sociales que se analizan en otro capítulo de este libro, pero lo importante es que, frente a un proyecto que es el mejor ejemplo de una política urbana de corte neoliberal, las luchas de sectores populares y de sectores medios enarbolan el derecho a la ciudad.

			De esta forma, los conflictos urbanos pueden tener diferentes causas como el cuestionar el carácter centralizado de la toma de decisiones y de la acción pública o la percepción de que existe una distribución desigual de los costos y beneficios de las intervenciones urbanas asociadas a los gpu. Sin embargo, la mayor oposición vecinal, conflictividad urbana y social se asocia con la negativa de las instituciones y agencias responsables del desarrollo urbano para hacer público y abierto el proceso de toma de decisiones, lo cual genera ambientes problemáticos, protagonizados por una ciudadanía activa y movilizada en contra de proyectos desconocidos.
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			Daniel Kozak 1

			Guillermo Jajamovich 2

			Introducción3

			Como sucede con otros tantos términos en el campo de los estudios urbanos, existe una cierta dificultad para arribar a un umbral de consenso para la definición de la categoría Grandes Proyectos Urbanos (gpu). En una de las primeras compilaciones sobre la temática en América Latina, Lungo (2004) señalaba que no existía un concepto bien definido, sino que se trataba más bien de una noción ambigua, compleja y polisémica. Sin embargo, podemos encontrar circuitos de debates específicos y autores que trabajan sobre la base de entendimientos afines que acuerdan principalmente en su caracterización. Según Carlos Vainer (2012, p. 190): “a pesar de las innumerables divergencias y matices conceptuales, el hecho es que los autores [que estudian los gpu] se reconocen y saben de lo que están hablando, como saben que están hablando de una misma familia de intervenciones urbanas”. En una línea similar, Beatriz Cuenya (2012, p. 12) señala que “hay bastante consenso entre los estudiosos acerca de que una nueva camada, o familia, o generación de megaproyectos, [que] ha surgido y se ha diseminado en los últimos 30 o 40 años en la mayoría de las grandes ciudades del mundo, con fisonomía o rasgos físicos y funcionales casi idénticos”. Estos son los entornos de “torres de oficinas, residencias de lujo, hoteles de alto estándar, shopping malls, equipamientos culturales y de ocio”. En palabras de Leal de Olivera y Novais (2012, p. 231), se trata del “ajuste del espacio industrial a las determinaciones del terciario avanzado y su reposicionamiento en la nueva geografía de la competición del mundo globalizado”, que hizo su desembarco en América Latina principalmente en los noventa.

			Este capítulo busca dar cuenta de una serie de heterogeneidades que subyacen al consenso tácito señalado, con el fin de explicitar cómo ha sido —y es— comprendida y operacionalizada la categoría gpu en el contexto latinoamericano. Así, más que centrarnos en casos específicos, desplazaremos el foco de atención a las miradas académicas y técnicas sobre los mismos. En ese sentido, se señalarán una serie de cruces y diferencias entre conceptos como los de gpu y megaproyectos, dando cuenta de la existencia de distintas literaturas y geografías a las que estas aluden. A su vez, se indicarán una serie de diferencias que aquellas conceptualizaciones suponen a la hora de periodizar las experiencias y, en consecuencia, el tipo de iniciativas que contemplan —o dejan de contemplar— en sus análisis. En ese mismo sentido, se recorrerá la frecuente asociación entre gpu y el discurso de la globalización, advirtiendo de algunos supuestos subyacentes, a la vez que se indicarán otros caminos que buscan resaltar la creciente multiplicación de grandes proyectos. Por otra parte, dados los múltiples cruces entre expertos, académicos y gestores de iniciativas asociadas con los grandes proyectos urbanos, mencionaremos una serie de debates técnicos y políticos que los recorren y que permiten organizar las literaturas existentes de otro modo. Entre otros aspectos, existe una controversia sobre cómo evaluar estas iniciativas y cada posicionamiento mencionado deriva en posturas divergentes. Tal como lo señala la literatura sobre políticas públicas, los criterios de evaluación también constituyen los proyectos, en tanto, el privilegio de algunos valores y criterios subraya ciertas dimensiones de estas iniciativas a la vez que deja otras en las sombras. Es decir, analizan a la vez que prescriben y, de ese modo, dada la porosidad entre académicos, expertos y gestores las diferencias conceptuales se yuxtaponen con argumentaciones que legitiman o resisten estas iniciativas. Por último, presentamos una serie de conclusiones provisorias con el fin de contribuir al debate sobre la categoría gpu, su periodización y caracterización.

			Definiciones, literaturas y geografías

			Usualmente, los Grandes Proyectos Urbanos (gpu) son definidos como operaciones públicas de transformación urbana, denominadas así a partir de su tamaño físico y/o de su costo. En general, la literatura anglosajona prioriza una definición desde el monto de la inversión. Por ejemplo, para Altshuler y Luberoff (2003, p. 2) la aplicación del concepto de megaproyecto depende principalmente de una cuantificación monetaria: el término “denota iniciativas que son físicas, muy costosas y públicas… cuestan por lo menos $250.000.000 de dólares, al valor 2002 ajustados por inflación” (citado en Vainer, 2012, pp. 190-191). Aunque el umbral más utilizado en la actualidad es el de mil millones de dólares —1 billion, según la denominación en inglés— (Flyvbjerg, Priemus y van Wee, 2008). Sin embargo, estos montos son relativos y dependen de la relación entre el presupuesto del megaproyecto, el tamaño de la economía y los costos de / en la ciudad que los alberga. En muchas ciudades del sur global, los megaproyectos son considerados iniciativas cuyos presupuestos son menores a aquellos que los tornarían megaproyectos en ciudades del norte global. Por otra parte, son usuales también las definiciones a partir del tamaño físico de la operación.

			Por su parte, el término ‘megaproject’ fue acuñado en la década del setenta en el marco de una serie de iniciativas públicas y privadas en Canadá. Sin embargo, es usual su aplicación retrospectiva para la conceptualización de proyectos urbanos previos a la aparición del neologismo.

			En América Latina y Europa continental, la denominación más habitual para estas iniciativas es la de grandes proyectos urbanos o gpu.4 El recorte que delimita estas iniciativas enfatiza la escala espacial de la operación, los modelos de gestión y la valorización del suelo que producen. Fuera de este recorte están las obras como autopistas, grandes conjuntos de vivienda social o aeropuertos. Es decir, algunas de las iniciativas usualmente referidas como megaproyectos en la literatura angloparlante.

			Periodizaciones y casos en discusión

			Existe un debate con respecto a la novedad de los megaproyectos recientes y los cambios que implican en relación con iniciativas previas. En América Latina, las miradas más frecuentes sobre los gpu tienden a recortarlos temporalmente en el marco de los importantes cambios en la economía global de mediados de los setenta del siglo pasado, que signaron el comienzo de un nuevo ciclo del capitalismo (Harvey, 2005), y los comprende como una de las manifestaciones urbano-territoriales más palmarias de la globalización.

			La literatura que aborda la experiencia de ciudades norteamericanas y de Europa occidental tiende a señalar su emergencia en el contexto de la segunda posguerra; la reconstrucción de ciudades (en el caso de Europa) e inversiones en autopistas y grandes desarrollos públicos, en general. A su vez, señalan como edad de oro de los megaproyectos al periodo que va desde la década de los cincuenta hasta mediados de la década de los sesenta. Desde mitad de los años sesenta hasta entrados los setenta, se señala un declive de estas iniciativas, producto de problemas fiscales, así como de críticas técnicas y políticas que impugnan los impactos sociales, ambientales y el desplazamiento de población que, en ocasiones, implican estas iniciativas. Esto derivó en una serie de cambios en los modos de operar por parte de gobiernos locales, socios privados y grupos de ciudadanos. Asimismo, se produjo un desplazamiento desde operaciones de urban renewal y de construcción de autopistas urbanas, hacia iniciativas en zonas obsoletas que no implicaran desplazamientos de población. De cualquier modo, esto no sucedió de modo análogo en ciudades del Norte y del Sur global (Altshuler y Luberoff, 2003).

			Aunque perdure el debate sobre el grado de ruptura y novedad de las iniciativas contemporáneas, a la hora de indicar los cambios que suponen existe cierto consenso: la localización de las iniciativas, el rol del Estado —más como promotor que como constructor directo—, el rol del sector privado y las formas de financiamiento. En términos físicos, de diseño y de gestión, estas iniciativas, a pesar de sus diferencias y similitudes en distintas geografías, continúan como un asunto de análisis relevante (Díaz Orueta y Fainstein, 2008).

			gpu y el discurso sobre la globalización

			Desde el punto de vista predominante en la literatura especializada en América Latina y Europa continental, la emergencia de los gpu ha sido asociada a una serie de cambios que signaron la economía mundial hacia mediados de la década del setenta del siglo pasado. Así, fueron comprendidos como una manifestación urbano-territorial paradigmática de la globalización y de la competencia entre ciudades en pos de atraer inversiones y posicionarse a nivel global. Los casos más estudiados desde esta perspectiva, generalmente, incluyen complejos de torres de oficinas, residencias de lujo, hoteles de alto estándar, shopping malls, equipamientos culturales y de ocio (Cuenya, Novais y Vainer, 2012). Entre las iniciativas paradigmáticas de grandes proyectos urbanos suelen resaltarse ejemplos como: La Défense en París, la renovación del área portuaria de Baltimore, Battery Park en Nueva York, Docklands en Londres, y la renovación urbana previa a la Barcelona Olímpica de 1992. En América Latina tienden a reiterarse referencias a Puerto Madero en Buenos Aires, Santa Fe en Ciudad de México, Faría Lima en Sao Paulo y Porto Maravilha en Río de Janeiro, entre otros casos. Aquella asociación entre gpu y globalización ha sido discutida desde perspectivas que impugnan la novedad de estas iniciativas y las ponen en diálogo con operaciones previas. Asimismo, como se verá inmediatamente, existen otros intentos analíticos, que consideran otros procesos y actores a la hora de dar cuenta de la creciente proliferación de gpu en las ciudades.

			gpu más allá de la globalización

			Es innegable que iniciativas como los gpu recorren distintas ciudades. Sin embargo, pese a su evidente multiplicación ha predominado el estudio de caso. En menos oportunidades se ha reportado estas formas de intervención urbana y cuando ha sucedido, el eje se ha centrado en indicar la acción del capital transnacional sobre las ciudades o en entenderlos como la derivación de la globalización en las ciudades.

			No obstante, aunque en una proporción menor a la enunciada existen otros modos de acercarse a la aludida multiplicación de los gpu al señalar otros actores y procesos vinculados a la circulación de políticas y modelos urbanos (Jajamovich, 2018). En efecto, las ciudades (o más bien, los políticos y expertos) apelan a una serie de recursos en los procesos de desarrollo y legitimación de estrategias para el desarrollo y las políticas urbanas que incluyen la circulación internacional de expertos y de políticas urbanas (Mc Cann, 2011). Así, el abordaje de tales procesos en diálogo con la literatura sobre gpu supone otro modo de construcción de objetos de investigación transnacionales, la puesta en diálogo de múltiples intervenciones urbanas en la región y el abordaje de alguna de sus conexiones concretas. Asimismo, posibilita construir más mediaciones entre el accionar del capital global y las intervenciones urbanas, subrayando el rol de la acción y la circulación de expertos y políticas urbanas. En efecto, si bien la materialización de estas intervenciones urbanas supone la participación de capitales privados, comprender cómo y en qué direcciones circulan tales propuestas requiere la consideración de otros procesos y actores involucrados, en el entendido de que la producción de grandes proyectos urbanos supone procesos tanto territoriales como relacionales.

			Muchas de estas iniciativas trascienden la ciudad en que se generan y circulan transnacionalmente como best practices, a la vez que prolife-ran tanto consultoras y expertos internacionales en la materia, como prácticas ligadas al urban policy tourism (González, 2011) y viajes in situ para conocer estas experiencias y fortalecer en contextos locales la implementación de iniciativas análogas o asociadas.

			Debates técnicos y políticos

			En América Latina existe un debate técnico y político sobre los gpu que involucra a gestores, expertos, académicos, desarrolladores inmobiliarios, movimientos sociales y organizaciones no gubernamentales (Jajamovich, 2019).

			En términos genéricos, los promotores o “partidarios” de estas iniciativas valoran en los grandes proyectos urbanos su capacidad para facilitar inversiones, a partir de lo cual sostienen la necesidad de ponerles la menor cantidad de límites. Asimismo, ven en los grandes proyectos una novedosa forma de articulación entre actores públicos y privados, cambios positivos en la gestión urbana, así como una posibilidad de modificar áreas con recursos estatales limitados. Por el contrario, los “detractores” observan a los gpu como parte de la neoliberalización de las ciudades, privatización de la gestión urbana y una amenaza de gentrificación (Vainer, 2012).

			Entre ambos polos, existen posiciones “reformistas” que entienden que, aunque su orientación central esté dirigida a la ganancia económica, pueden incorporar medidas que atenúen sus efectos negativos en términos sociales y urbanos (Cuenya, 2012; Cuenya, González, Mosto y Pupareli, 2012). Así, postulan que el estado puede recuperar parte de la valorización que su accionar —sea vía normativa urbana o construcción de infraestructura— genera.

			Dentro de este posicionamiento, existe un amplio abanico de posibilidades respecto a cuánto se recupera de tal valorización, así como al destino urbano y social de lo recuperado. Tales alternativas suponen una variedad de posturas con respecto a las relaciones entre grandes proyectos y el resto de la ciudad en que se insertan, así como en relación con los vínculos entre actores públicos y privados. Sintéticamente, pueden reconocerse tres posiciones. En primer lugar, aquella que promueve obligaciones a los desarrolladores en el propio perímetro de los gpu, tales como: la construcción de infraestructura, espacio verde y/o espacio público extra. En segundo lugar, las posturas que promueven que las obligaciones a los desarrolladores no se desplieguen únicamente en el perímetro de los grandes proyectos, sino que incluyan zonas de las ciudades donde los desarrolladores no suelen intervenir. Así, buscan otorgarle un mayor alcance redistributivo a través de iniciativas como: vivienda social en áreas distintas a la de los gpu, construcción de infraestructuras en zonas con carencias, etc. En tercer lugar, aunque se trate de una alternativa menos ensayada en América Latina, pueden mencionarse los posicionamientos que buscan expandir el alcance redistributivo de los grandes proyectos, pero dentro de su propio perímetro. Así, proponen facilitar elementos de mixtura social e insertar residencialmente población que no accedería sin facilidades, a través, por ejemplo, de vivienda asequible o affordable housing.

			Estos debates se reproducen en otro terreno específico: el de los criterios con los cuales se evalúan los grandes proyectos (Jajamovich, 2019). Así, existe una controversia sobre cómo analizar estas iniciativas y cada posicionamiento mencionado deriva en posturas divergentes. Los “partidarios” tienden a focalizarse en la relación entre la inversión estatal inicial y la inversión privada atraída o, en términos de Hall (1996), apalancada. En ese marco, el objetivo primordial radica en acotar la inversión estatal y ampliar la llegada de inversión privada. A esto se suma, en ocasiones, alusiones a la cantidad de metros cuadrados construidos, los puestos de trabajo generados, etcétera. Por su parte, “reformistas” y “detractores” proponen criterios más amplios para la valoración de los grandes proyectos e incorporan aspectos sociales, ambientales y urbanos que –en ocasiones– trascienden el perímetro de los gpu. En ese marco, centrado en la experiencia de ciudades y desde una perspectiva “detractora”, Vainer (2012) enuncia los siguientes criterios de evaluación: a) si estos contribuyen a la ampliación y profundización de ciudadanía democrática; y b) si colaboran en la reducción de desigualdades socioespaciales. Por su parte, aunque centrada en ciudades euro-norteamericanas y más próxima a lo que hemos caracterizado como posición reformista, Fainstein (2011) propone evaluar los megaproyectos en relación con valores, tales como: a) equidad; b) democracia; c) diversidad.5

			Conclusiones

			La dificultad que plantea señalar taxativamente qué es y qué no es un gpu es indicativa del carácter difuso de los bordes del objeto de estudio. Definiciones como las que establecen un umbral en la extensión física o en el monto de la inversión impiden filtrar casos que usualmente no aportan al debate específico en torno a los gpu, como infraestructuras viales y aeropuertos. Por otra parte, muchas veces las definiciones que parten de la caracterización de los casos más usuales y estudiados dejan fuera de la categoría a casos que podrían ofrecer elementos de discusión, como operaciones de transformación urbana cuyo origen se aleja de la recualificación de áreas relegadas, lo que impide su constitución como nuevas centralidades, vinculadas a la economía global y destinadas a las elites.

			Si nos ceñimos al modo más usual de comprender a los gpu en América Latina —es decir, a las grandes operaciones urbanas que fundamentalmente operan sobre áreas relegadas para transformarlas en nuevas centralidades, destinadas principalmente a atraer al sector globalizado de la economía (Cuenya, Novais y Vainer, 2012)—, podemos observar que la última década del siglo xx fue su momento de mayor implementación y materialización. En los noventa, el predominio de los gobiernos neoliberales en la región y su hegemonía discursiva facilitaron su ejecución, y generalmente fueron percibidos como una manifestación de la integración global de las ciudades que los produjeron. Asimismo, al revisar la bibliografía específica, podemos advertir que la primera década del siglo xxi fue el momento de mayor despliegue para su estudio. En el marco de una crítica mayor al neoliberalismo y la globalización neoliberal, los gpu fueron predominantemente entendidos como una respuesta disciplinar desde el planeamiento estratégico en sintonía con su coyuntura política. Parte de esta crítica fue incorporada en la “segunda generación” de gpu en la región, que muchas veces intentaron desde su planificación dar respuestas a algunas de las objeciones ampliamente difundidas (Kozak y Feld, 2018).

			Las últimas tres décadas han visto la proliferación de proyectos e iniciativas agrupados bajo la categoría de grandes proyectos urbanos. Nada indica que esto vaya a disminuir. Paralelamente al crecimiento exponencial de gpu, se han multiplicado los abordajes sobre los mismos. En ese sentido, este capítulo ha propuesto y propone desplazar —momentáneamente— el foco desde los gpu hacia los abordajes. Su crecimiento regional precisa reflexionar sobre sí, sobre sus supuestos, consensos y acuerdos tácitos. Asimismo, proponemos, como lo hace este libro, ampliar la interlocución, mediante campos de discusión adyacentes, una vez que en numerosos casos vemos que los gpu aparecen atados a iniciativas —y literaturas que las abordan— anexas como son los casos de reurbanización de villas que precisan del éxito de un gpu para su consecución.
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			Emprendimientos de usos mixtos y alta gama: nuevos paradigmas en el mundo del trabajo y nuevo rumbo para los negocios inmobiliarios
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			Introducción

			Después de Puerto Madero y Puerto Norte, los dos grandes proyectos urbanos ribereños considerados ejemplos paradigmáticos de las nuevas formas espaciales que emergieron con la globalización, desde comienzos del presente siglo, una nueva camada de emprendimientos urbanos comenzó a desarrollarse en los municipios metropolitanos del Gran Buenos Aires y en varias ciudades principales del interior del país. Son emprendimientos de usos mixtos y alta gama que combinan trabajo, residencia, comercios y servicios: el promocionado lifestyle : todo en un solo lugar. Con diferentes escalas y formatos que describiremos más adelante, algunos de estos emprendimientos se emplazan también en las áreas centrales de la ciudad e incluso en los espacios aún disponibles dentro del perímetro de los grandes proyectos pioneros o en predios lindantes a ellos. Los de mayor escala suman inversiones del orden de más de U$S 1.400 millones.

			Las revistas especializadas, las secciones de periódicos dedicadas a los temas de la ciudad y el mercado inmobiliario, así como la propaganda de las propias empresas desarrolladoras se refieren a ellos con distintas denominaciones, algunas en inglés: espacios lifestyles, lifestyle centers, centros lifestyle, office centers, microciudades, miniciudades, microurbanizaciones, nuevas urbanizaciones o lifestyle: todo en un solo lugar.

			En este artículo nos proponemos describir estos emprendimientos e interpretarlos como la expresión urbanística e inmobiliaria de ciertas tendencias claves que operan tanto desde el lado de su demanda como de su oferta, generando un paisaje físico y social relativamente nuevo y específico.

			Desde el lado de la demanda, identificamos como una tendencia relevante los nuevos paradigmas que emergieron en el mundo laboral (en el contexto de la globalización y la digitalización de la economía) y que han llevado a una amplia gama de empresas y profesionales a requerir nuevas ubicaciones y configuraciones para sus espacios de trabajo, a tono con las metodologías del coworking, el trabajo a distancia y los criterios de flexibilidad que se reconocen como necesarios para la producción y organización económica actual. En lugar de permanecer en sus lugares originarios, muchas empresas se trasladan a localizaciones donde pueden conseguir oficinas y/o ámbitos de trabajo de calidad con un entorno de viviendas, servicios y espacios verdes capaz de atraer a su personal: no sólo a sus cuadros gerenciales sino a los trabajadores con talento, especialmente los pertenecientes a las nuevas generaciones que se incorporan al mercado laboral. Estos recientes paradigmas laborales parecen ser válidos para las empresas de finanzas, turismo, tecnología y otros servicios, así como para los nuevos parques industriales. Los lifestyle centers son también lugares donde numerosos profesionales independientes se nuclean para lograr una mayor exposición e imagen institucional jerarquizada.

			Desde el lado de la oferta, el desarrollo y la promoción de emprendimientos de usos mixtos y alta gama pueden verse como la expresión de un nuevo rumbo en los negocios inmobiliarios, esos que continuamente promueven la renovación, diversificación y diferenciación de los productos que salen al mercado para responder y atraer a los segmentos de la demanda solvente. Además, la propia industria de bienes raíces ha sido transformada por la internacionalización e incorporación de nuevos actores y formas organizativas, lo que en buena medida también viabilizó este tipo de oferta. Se sumaron nuevos desarrolladores internacionales y llegaron plataformas globales de servicios especializadas en el sector corporativo, así como también fondos inmobiliarios de inversión de alcance regional y global. Con ello, el escenario de cientos de pequeñas firmas atomizadas, muchas de alcance familiar, se vio alterado con la presencia dominante de compañías inmobiliarias internacionales que se ocupan de la innovación y la búsqueda de oportunidades de inversión en el territorio.

			El marco teórico de ese conjunto de transformaciones remite, de manera general, a los procesos de especialización del territorio que acompañan el desarrollo de la urbanización capitalista, y que consisten en la creación de nuevos espacios y/o en la adaptación de los espacios existentes (suburbanos y urbanos) a las nuevas funciones dominantes, a través de la renovación urbana y la promoción inmobiliaria. De modo más específico, la función y el perfil de los nuevos entornos urbanos analizados están relacionados con los impactos espaciales más recientes asociados a la revolución tecnológica, la globalización de la economía y la cultura, así como con los nuevos esquemas organizativos del mundo laboral, antes aludidos y que describiremos más adelante.

			El trabajo que acá se presenta privilegia un enfoque descriptivo, el cual procura arrojar luz sobre un fenómeno aún poco estudiado en nuestro país, dando respuesta a dos grupos de interrogantes:

			
					¿En qué consisten los nuevos emprendimientos de usos mixtos y alta gama? ¿Cuáles son sus diferentes formatos y sus características principales? ¿Qué empresas los promueven y desarrollan?

					¿Cuáles son las tendencias que, tanto desde el lado de la demanda como de la oferta, conllevan su surgimiento y despliegue en el territorio? 

			

			El estudio se apoya en un relevamiento exhaustivo a nivel nacional de casos identificados a través de notas en periódicos, revistas especializadas e información y publicidad disponible en sitios web de las empresas desarrolladoras y cámaras empresarias.2 Con base en el mismo tipo de fuentes, se ha realizado también una amplia indagación y registro de las tendencias que emergen como indicativas de los nuevos paradigmas laborales e inmobiliarios y que permiten interpretar nuestro objeto de estudio.

			El texto se organiza en tres secciones principales. La primera contiene una descripción de los emprendimientos de usos mixtos y alta gama, según sus características generales, rasgos específicos de acuerdo con la escala y perfil de las desarrolladoras que los promueven. La segunda parte expone las tendencias que, desde el lado de la demanda, impulsan el surgimiento de este tipo de emprendimientos, en virtud de los nuevos modelos de trabajo, consumo y formas de vida por parte de una variedad de empresas. La tercera parte examina las tendencias que operan desde el lado de la oferta, vinculadas al factor suelo, la llegada de empre-sas de servicios inmobiliarios corporativos y redes inmobiliarias, así como la incipiente puesta en marcha de nuevos instrumentos y servicios para el financiamiento de proyectos urbanos. Por último, se presentan las reflexiones finales.

			Emprendimientos de usos mixtos y alta gama o lifestyle: todo en un solo lugar

			Características generales

			Los emprendimientos de usos mixtos y alta gama son relativamente nuevos en Argentina. El más antiguo que encontramos es de 1995, mientras que la mayoría data de 2010 en adelante. En ciudades canadienses y estadounidenses, datan de los 90, aunque actualmente son numerosos los países y ciudades que poseen emprendimientos mixtos, refrendados o no por la legislación urbanística.3

			A diferencia de los productos del urbanismo del zoning, según el cual el trabajo, la residencia y las áreas comerciales se encuentran preferentemente diferenciadas y distanciadas, estos emprendimientos se caracterizan por constituir espacios urbanizados compactos de alta calidad, que permiten a quienes pueden acceder a ellos (los sectores sociales más pudientes) residir, trabajar, realizar compras, todo en un mismo lugar, a distancias caminables, con una amplia gama de servicios y en un ambiente relajado que suele presentarse como cool. Hay quienes los describen como urbanizaciones integrales planificadas, o bien, como polos emancipados de la ciudad, pero no aislados, que prescinden de autopistas y del automóvil como medio ineludible.

			En el cuadro 1 se presentan los 71 emprendimientos relevados, en donde se detallan (en función de la información disponible): nombre, ubicación, escala, desarrolladora y año de lanzamiento. Dentro del conjunto de casos registrados, se distinguen dos grupos según la escala de los emprendimientos: 1) gran escala, y 2) pequeña y mediana escala.

			La mayoría de ellos combinan las tres funciones mencionadas (trabajo, residencia, comercio), aunque también hay algunos sin locales comerciales, dada su proximidad con la ciudad, pero que combinan las áreas de trabajo con las de residencia. Las características de cada área son las siguientes:

			
					Área corporativa: se integra por oficinas y lugares de trabajo, concebidos como espacios flexibles y versátiles, que pueden ser adaptados a las necesidades de diferentes empresas. También suele poseer espacios de co-working, business center y salas de reuniones, entre otras variantes de ambientes laborales. Los emprendimientos de mayor envergadura cuentan con oficinas AAA. Ofrecen a las firmas servicios de alta calidad sin que deban incurrir en gastos fijos a largo plazo o sin tener que instalarse de manera permanente en un espacio físico.

					Área residencial: ofrece diferentes tipologías de vivienda con la idea de adaptarse a las necesidades de quienes residen. Gene-ralmente incluyen la opción de condominios, lofts y departamentos. Enfatiza en la generación de un nuevo estilo de vida relajado y flexible en contacto con la naturaleza.

					Área comercial: incluye locales de ropa con marcas reconocidas, en algunos pueden ser paseos comerciales o shoppings centers. También hay restaurantes, incluso cadenas de supermercados o locales de comida gourmet. Generalmente se instalan marcas premium que agregan valor a este entorno construido y sirven para atraer a consumidores de la zona, que no necesariamente residan o trabajen dentro del emprendimiento.

			

			Además de estas áreas y sus usos, los emprendimientos de uso mixto y alta gama poseen servicios y equipamientos de diversa índole que, según su envergadura, pueden incluir gimnasio, piscina, lavandería, centro de salud, centro de estética, cine, hotel, canchas de tenis. La amplitud de la oferta de servicios varía de acuerdo con el entorno en que se construyen, el diseño específico que posean y el perfil de la demanda a la que están destinados.

			Otra característica destacable es que brindan acceso a espacios verdes y abiertos, ya que en su concepción se apela a la importancia de tener contacto con la naturaleza en el lugar donde se vive. Muchos de los que se localizan fuera de la ciudad central se promocionan como versiones mejoradas de los countries de la década de los 90. Pero, lejos de parecerse a los countries suburbanos rodeados de verde, los nuevos lifestyle: todo en un solo lugar proponen un nuevo rumbo urbanístico e inmobiliario. Según especialistas del mercado inmobiliario, este está en sintonía con lo ocurrido en países desarrollados, e implica “la revalorización y vuelta a las ciudades protagonizada principalmente por los jóvenes” (Prensa Real Estate, 2015). En ese sentido, los nuevos entornos de usos mixtos apelan a encontrar una calidad de vida que en las décadas previas era posible hallar solo fuera de los límites de la ciudad.

			En paralelo a los rasgos ya mencionados, muchos de los emprendimientos se publicitan como sustentables o amigos del medio ambiente (eco-friendly). Esto se debe no solo a la posibilidad de un uso más racional de la energía por la disminución de los desplazamientos, sino también por el empleo de variados recursos tecnológicos asociados a la sustentabilidad ambiental, como paneles solares, certificación leed y sistema de recuperación de agua de lluvia, entre otros.

			También suele estar presente en estos emprendimientos la garantía de la seguridad y, en algunos casos, se explicita de qué modo se logra. Por ejemplo, en el caso de Manantiales (ciudad de Córdoba), el sitio web oficial del emprendimiento alude a la puesta en marcha de un plan con participación ciudadana para garantizar la seguridad del emprendimiento que “incluye la instalación de cámaras de seguridad, alarmas comunitarias y rondines, todo monitoreado desde un Centro de Seguridad Integral que potencia la seguridad de cada emprendimiento particular y el cuidado de los espacios públicos y de circulación” (Grupo Edisur, s.f.) Otro emprendimiento, Urbana Las Lomas, anuncia que la seguridad de su edificio de oficinas es productor de “un solo sector de ingreso al complejo, para mejor control” (Urbana Las Lomas, s.f.). La seguridad se considera un beneficio vinculado a lo compacto, ya que “los espacios ocupados tienden a ser más seguros” (Prensa Real Estate, 2015b).

			Los complejos se localizan en terrenos privados vacantes y, en algunos casos, para su ejecución se ha requerido un cambio de normativa o excepción a la zonificación vigente. En este marco se encuentran: Eco-Distrito Ribera Oeste (Paraná, Entre Ríos), el Complejo Al Rio (Vicente López, Buenos Aires) y Distrito Las Artes (ciudad de Córdoba). El Eco-Distrito proyectado para ser desarrollado en la ciudad de Resistencia, aún se encuentra en proceso de negociación de la normativa con el municipio. En otros casos, por ejemplo, en Ciudad Ribera (ubicada dentro de Puerto Norte, Rosario) o Madero Harbour (ubicado dentro de Puerto Madero), la asignación de normativa ya había ocurrido al momento de ponerse en marcha el Gran Proyecto Urbano en el que se insertaron.

			Emprendimientos de gran escala

			Los emprendimientos de gran escala están emplazados en grandes superficies de terreno, que van desde las 10 hectáreas hasta las 220 hectáreas, su desarrollo implica la construcción de nuevos barrios, el trazado de calles, la provisión de servicios, la generación de espacio público y la inversión en espacio verde. Para eso se contempla el gasto estatal en términos de infraestructura urbana y seguridad. Ejemplos de este tipo son Plaza Nogales, un emprendimiento de Vicus Desarrollos en el partido de Malvinas Argentinas, provincia de Buenos Aires, que ocupa 16 hectáreas; Mío Desarrollo Urbano, del Grupo Pecam, que ocupa 14 hectáreas en el límite entre Rosario y Baigorria, provincia de Santa Fe; Zárate Chico, desarrollado por Servicios Portuarios S.A. y SQM Real Estate en la localidad de Zárate; y el mayor, Manantiales, un mega-emprendimiento anunciado como “ciudad dentro de la ciudad”, que representa 220 hectáreas solo dentro de la Circunvalación de la ciudad capital de Córdoba. En el recuadro 1 se describe con más detalle Zarate Chico para ilustrar el tipo de usos y perfil de un emprendimiento de gran tamaño.

			
				
					Recuadro 1: Zárate Chico

					Se trata de un emprendimiento de usos mixtos ubicado en la localidad de Zárate –90 km al noroeste de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires–, desarrollado por Servicios Portuarios S.A. y SQM Real Estate. El predio elegido para el desarrollo tiene un tamaño de 10 hectáreas, y fue durante muchos años el lugar de funcionamiento del frigorífico Smithfield.

					Zárate Chico consiste en una urbanización abierta emplazada a orillas del río Paraná de las Palmas, que abarca un complejo de lofts (94 unidades bajo el rótulo “Lofts del Río”), una clínica privada de Austral Salud S.A. y una torre de viviendas (“Mirador Plaza”, compuesta por 70 departamentos distribuidos en 12 pisos), además de espacios comerciales y gastronómicos, edificios de oficinas y un hotel con centro de convenciones. El entorno del emprendimiento incluye un boulevard parquizado, sendas peatonales, espacios verdes, bicisendas y estacionamiento para automóviles.

					Las publicidades del proyecto enfatizan la vista al río que el desarrollo permite disfrutar, la cercanía al nuevo paseo costero, y la oferta de servicios y deportes. También se remarca que la urbanización del sector en el que se emplaza el emprendimiento significará la integración de la ciudad de Zárate al río, como un punto decisivamente a favor del proyecto.

					Fuente: Zárate Chico, s.f.

				

			

			El desarrollo de estos grandes emprendimientos suele fundamentarse en la necesidad de crear nuevas centralidades frente a la saturación de los centros tradicionales. Generalmente se encuentran en terrenos más alejados del centro de la ciudad, pero su cercanía a autopistas y avenidas garantiza un fácil y rápido acceso. Asimismo, significan un nuevo concepto con respecto a los countries y otras urbanizaciones cerradas, ya que justamente se proponen recrear la experiencia social urbana que se pierde con la instalación de dichos conjuntos, por ser cerrados. Son promocionados como un “nuevo concepto de barrio abierto, en equilibrio con el espacio urbano y la naturaleza” y de “generación de espacio urbano”. Con ello se garantiza la proximidad y se logra una optimización del uso del tiempo, ya que todas las actividades cotidianas se realizan en el mismo entorno, lo que reduce los traslados a cortos trayectos caminables.

			Emprendimientos de pequeña y mediana escala

			Los emprendimientos de pequeña y mediana escala se emplazan en predios que ocupan una manzana dentro de un barrio o ciudad consolidada. Generalmente se desarrollan en un único edificio o en varias torres que conforman un complejo con los tres usos: corporativo, vivienda y comercio. Poseen comodidades que expresan un estilo de vida elitizado y suntuoso, incluso los que se localizan dentro de barrios donde el perfil socioeconómico de sus residentes es de menor poder adquisitivo. Observamos que el desarrollo de estos emprendimientos implica en algunos casos un cambio de uso con respecto al suelo anterior. En algunos casos pudimos identificar un uso previo industrial, ocioso en el momento de proponerse el emprendimiento, como es el caso de Puerto Pampa en el barrio de La Boca en Ciudad Autónoma de Buenos Aires que anteriormente era un frigorífico y el Complejo Crono en Bahía Blanca, cuyo predio ocupaba antes una molinera. En otros casos se encontró un uso residencial de inmuebles, como 9 de Julio Estudios 2 en Constitución, Libérateur en Belgrano, Quartier Dorrego en Palermo, todos dentro de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires (caba). En el recuadro 2 se describe Quartier Basavilbaso para ilustrar el tipo de usos y perfil de un emprendimiento de pequeña escala.

			
				
					Recuadro 2: Quartier Basavilbaso

					Se trata de un emprendimiento desarrollado por Argencons a partir del año 2008, en Palermo, Ciudad Autónoma de Buenos Aires, en un predio de una hectárea de superficie.

					El emprendimiento consta de un edificio de plantas libres –“Suites” y “Studios”–, que van de los 42 a los 97 m2, con cocina y baño instalados. Estas plantas libres se complementan con diversos espacios compartidos y comodidades: sala de usos múltiples, micro-cine / auditorio, sala de reuniones, piscina, spa, gimnasio y solárium.

					Las publicidades del emprendimiento enfatizan la ubicación del edificio, cercano al centro financiero de la ciudad, pero a la vez en un entorno distendido. Las comodidades y las flexibilidades que el diseño interior de las unidades facilita, tanto para vivir como para trabajar, son presentadas como uno de los principales atractivos del desarrollo: todo estaría previsto allí para elevar la calidad de vida de los profesionales que lo adopten como residencia.

					Fuente: Argencons, s.f. 

				

			

			En el interior de este grupo, es posible establecer una distinción entre los emprendimientos de pequeña y mediana escala. Los primeros son aquellos compuestos por un edificio único en una parcela de una superficie hasta 1 ha —que se ubican dentro de barrios consolidados de ciudades principales, como Buenos Aires, Rosario, Neuquén y Resistencia, por nombrar algunas. Es el caso, por ejemplo, de Libérateur, un emprendimiento desarrollado por Qualis development en Belgrano, caba. Los segundos, son aquellos que ocupan de una hasta diez hectáreas y se encuentran conformados por varios edificios o torres. Ejemplos son el emprendimiento Complejo Al Río, a cargo de Ribera Desarrollos en Vicente López, casi en el límite con la Ciudad de Buenos Aires y Madero Harbour, que ocupa 9 hectáreas dentro del barrio porteño de Puerto Madero.

			A continuación, en el cuadro 1, se presentan los diferentes emprendimientos de usos mixtos relevados en Argentina.

			Cuadro 1. Emprendimientos de usos mixtos y alta gama en todo el país, 2020.

			
				
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							Emprendimientos de 3 usos (residencial, corporativo y comercial)

						
					

					
							
							
							Nombre

						
							
							Ubicación

						
							
							Desarrolladora

						
							
							Año

						
							
							Escala (*)

						
					

					
							
							1

						
							
							Uno Balvanera

						
							
							Balvanera, caba

						
							
							CMNV Comunidad de Inversión

						
							
							2019

						
							
							Pequeña

						
					

					
							
							2

						
							
							Libérateur

						
							
							Belgrano, caba

						
							
							Qualis Development

						
							
							2015

						
							
							Pequeña

						
					

					
							
							3

						
							
							9 de Julio Estudios 2

						
							
							Constitución, caba

						
							
							G&D Developments

						
							
							2018

						
							
							Pequeña

						
					

					
							
							4

						
							
							Puerto Pampa

						
							
							La Boca, caba

						
							
							Qualis Development

						
							
							2013

						
							
							Mediana

						
					

					
							
							5

						
							
							Conjunto Las Plazas

						
							
							Palermo, caba

						
							
							Coinsa y AISENSON Arq.

						
							
							1995

						
							
							Mediana

						
					

					
							
							6

						
							
							Quartier Dorrego

						
							
							Palermo, caba

						
							
							Argencons

						
							
							2014

						
							
							Pequeña

						
					

					
							
							7

						
							
							Madero Harbour

						
							
							Puerto Madero, caba

						
							
							GNV Group

						
							
							2008

						
							
							Mediana

						
					

					
							
							8

						
							
							Distrito Quartier Retiro

						
							
							Retiro, caba

						
							
							Agencons

						
							
							2016

						
							
							Pequeña

						
					

					
							
							9

						
							
							Complejo Bellini San Martín

						
							
							Retiro, caba

						
							
							Aisenson + BMA

						
							
							2015

						
							
							Pequeña

						
					

					
							
							10

						
							
							Ex Molinos Río de la Plata

						
							
							Avellaneda, Gran Bs. As.

						
							
							L. J. Ramos Brokers Inmobiliarios (vende predio)

						
							
							2015

						
							
							Mediana

						
					

					
							
							11

						
							
							Emprendimiento de irsa

						
							
							Berazategui, Gran Bs. As.

						
							
							Inversiones y Representaciones Sociedad Anónima (irsa)

						
							
							2018

						
							
							Grande

						
					

					
							
							12

						
							
							Urbana Las Lomas

						
							
							Béccar, Gran Bs. As.

						
							
							Arg. Realty Group

						
							
							2019

						
							
							Mediana

						
					

					
							
							13

						
							
							Nuevo Quilmes Plaza

						
							
							Don Bosco, Gran Bs. As.

						
							
							Deingra Ingenieria Desarrollos/ Caputo S.A. /Landmark Sur

						
							
							2009

						
							
							Mediana

						
					

					
							
							14

						
							
							AMO Escobar Distrito Boero

						
							
							Escobar, Gran Bs. As.

						
							
							AMO Desarrollos

						
							
							2018

						
							
							Mediana

						
					

					
							
							15

						
							
							Plaza Nogales

						
							
							Los Polvorines, Gran Bs. As

						
							
							Vicus Desarrollos

						
							
							2018

						
							
							Grande

						
					

					
							
							16

						
							
							NACMO

						
							
							Morón, Gran Bs. As.

						
							
							Grupo Desarrollador Morón y Bautec

						
							
							2013

						
							
							Pequeña

						
					

					
							
							17

						
							
							Ayres Vila Lifestyle Center

						
							
							Pilar, Gran Bs. As.

						
							
							Ayres Desarrollos

						
							
							2008

						
							
							Grande

						
					

					
							
							18

						
							
							46 Plaza

						
							
							Pilar, Gran Bs. As.

						
							
							Ágora II S.A. / Urbanix / EMINSA

						
							
							2012

						
							
							Mediana

						
					

					
							
							19

						
							
							Ínsula Urbana

						
							
							Pilar, Gran Bs. As.

						
							
							Ínsula Urbana 

						
							
							2013

						
							
							Grande

						
					

					
							
							20

						
							
							Pueblo Caamaño

						
							
							Pilar, Gran Bs. As.

						
							
							Vitrium Capital

						
							
							2012

						
							
							Mediana

						
					

					
							
							21

						
							
							Qiudad

						
							
							Quilmes, Gran Bs. As.

						
							
							Grupo Plaza Verde

						
							
							2019

						
							
							Mediana

						
					

					
							
							22

						
							
							Estación Sáenz Peña

						
							
							Tres de febrero, Gran Bs. As.

						
							
							Iniciativa municipal

						
							
							2019

						
							
							Mediana

						
					

					
							
							23

						
							
							Emprendimiento de irsa

						
							
							San Martín, Gran Bs. As

						
							
							irsa

						
							
							2017

						
							
							Grande

						
					

					
							
							24

						
							
							ATLAS

						
							
							Ramos Mejía, Gran Bs. As.

						
							
							Estudio AISENSON

						
							
							Proyecto

						
							
							Mediana

						
					

					
							
							25

						
							
							Pasajes del Sur

						
							
							Tigre, Gran Bs. As.

						
							
							Nuevo Urbanismo

						
							
							Proyecto

						
							
							Pequeña

						
					

					
							
							26

						
							
							Thays

						
							
							Udaondo, Gran Bs. As.

						
							
							Romay Desarrollos Inmobiliarios

						
							
							2018

						
							
							Pequeña

						
					

					
							
							27

						
							
							Infinity Towers

						
							
							Vicente López, Gran Bs. As.

						
							
							Grupo Portland

						
							
							2016

						
							
							Pequeña

						
					

					
							
							28

						
							
							Complejo Al Río

						
							
							Vicente López, Gran Bs. As.

						
							
							Ribera Desarrollos

						
							
							2004

						
							
							Mediana

						
					

					
							
							29

						
							
							Estación Campana

						
							
							Campana, Buenos Aires

						
							
							Iniciativa municipal

						
							
							2018

						
							
							Mediana

						
					

					
							
							30

						
							
							Office Center

						
							
							Canning-San Vicente, Buenos Aires

						
							
							Tierras de Canning S.A.

						
							
							2015

						
							
							Pequeña

						
					

					
							
							31

						
							
							Emprendimiento de irsa

						
							
							La Plata, Buenos Aires

						
							
							irsa

						
							
							2019

						
							
							Mediana

						
					

					
							
							32

						
							
							Emprendimiento de irsa

						
							
							Luján, Buenos Aires

						
							
							irsa

						
							
							2014

						
							
							Grande

						
					

					
							
							33

						
							
							Ex Batallón 101

						
							
							San Nicolás, Buenos Aires

						
							
							Iniciativa municipal

						
							
							2018

						
							
							Grande

						
					

					
							
							34

						
							
							Zárate Chico

						
							
							Zárate, Buenos Aires

						
							
							Servicios Portuarios S.A. y SQM

						
							
							2015

						
							
							Mediana

						
					

					
							
							35

						
							
							Manantiales

						
							
							Córdoba (capital), Córdoba

						
							
							Grupo Edisur

						
							
							2000

						
							
							Grande

						
					

					
							
							36

						
							
							POCITO Social Life

						
							
							Córdoba (capital), Córdoba

						
							
							PROACO

						
							
							2018

						
							
							Pequeña

						
					

					
							
							37

						
							
							Ciudad Gama

						
							
							Córdoba (capital), Córdoba

						
							
							Gama

						
							
							2012

						
							
							Grande

						
					

					
							
							38

						
							
							LOVE

						
							
							Córdoba (capital), Córdoba

						
							
							Go Real Estate

						
							
							2013

						
							
							Mediana

						
					

					
							
							39

						
							
							Distrito Las Artes

						
							
							Córdoba (capital), Córdoba

						
							
							Corporación América

						
							
							2016

						
							
							Grande

						
					

					
							
							40

						
							
							Cardinales Río Cuarto 

						
							
							Córdoba (capital), Córdoba

						
							
							GNI

						
							
							2011

						
							
							Pequeña

						
					

					
							
							41

						
							
							Cardinales Cofico

						
							
							Córdoba (capital), Córdoba

						
							
							GNI

						
							
							2017

						
							
							Pequeña

						
					

					
							
							42

						
							
							Capitalinas Córdoba

						
							
							Córdoba (capital), Córdoba

						
							
							Teximco

						
							
							2007

						
							
							Mediana

						
					

					
							
							43

						
							
							Estación Mendoza

						
							
							Mendoza, Mendoza

						
							
							Iniciativa municipal

						
							
							2016

						
							
							Grande

						
					

					
							
							44

						
							
							Condos Tierra Nueva

						
							
							Rosario, Santa Fe

						
							
							Proyectta & NM Capital

						
							
							2016

						
							
							Mediana

						
					

					
							
							45

						
							
							Mío Desarrollo Urbano

						
							
							Rosario, Santa Fe

						
							
							Grupo PECAM

						
							
							2017

						
							
							Grande

						
					

					
							
							46

						
							
							Costavía Pichincha Rio

						
							
							Rosario, Santa Fe

						
							
							Rosental Inversiones

						
							
							2017

						
							
							Pequeña 

						
					

					
							
							47

						
							
							Ciudad Ribera

						
							
							Rosario, Santa Fe

						
							
							Ingeconser S.A. y Go Real Estate

						
							
							2008

						
							
							Mediana

						
					

					
							
							48

						
							
							Distrito Puerto Norte

						
							
							Rosario, Santa Fe

						
							
							Grupo Trasatlántica-Milicic

						
							
							2018

						
							
							Mediana

						
					

					
							
							49

						
							
							Torres Manzana 125

						
							
							Rosario, Santa Fe

						
							
							Aldo Lattuca

						
							
							2019

						
							
							Pequeña 

						
					

					
							
							50

						
							
							Costanorte

						
							
							Resistencia, Chaco

						
							
							Go Real Estate

						
							
							2018

						
							
							Sin definir

						
					

					
							
							51

						
							
							Torre Panorama

						
							
							Resistencia, Chaco

						
							
							Marq

						
							
							2012

						
							
							Grande

						
					

					
							
							52

						
							
							Eco-Distrito Ribera Oeste

						
							
							Paraná, Entre Ríos

						
							
							Consultora Cepa (Estudios y Proyectos del Ambiente)

						
							
							2016

						
							
							Grande

						
					

					
							
							53

						
							
							Nuevo Barrio Hipódromo

						
							
							Paraná, Entre Ríos

						
							
							Libertad S.A.

						
							
							2017

						
							
							Mediana

						
					

					
							
							54

						
							
							Distrito

						
							
							S. M. de Tucumán, Tucumán

						
							
							Schujman

						
							
							2016

						
							
							Mediana

						
					

					
							
							55

						
							
							Loretta IV

						
							
							San Martín de los Andes, Neuquén

						
							
							Sin información

						
							
							-

						
							
							Chica

						
					

					
							
							56

						
							
							Garden Central Towers

						
							
							Neuquén (capital), Neuquén

						
							
							Aspa

						
							
							2015

						
							
							Mediana

						
					

					
							
							57

						
							
							Salta Tower

						
							
							Salta Capital, Salta

						
							
							Grupo Luxem

						
							
							2017

						
							
							Chica

						
					

					
							
							58

						
							
							Ciudad Oeste Salta

						
							
							San Lorenzo, Salta

						
							
							GO Real Estate

						
							
							2018

						
							
							Grande 

						
					

					
							
							Emprendimientos con 2 usos (residencial y corporativo)

						
					

					
							
							59

						
							
							Prima Caballito

						
							
							Caballito, caba

						
							
							Tayron Capital para América Latina

						
							
							2017

						
							
							Pequeña

						
					

					
							
							60

						
							
							WH Coghlan

						
							
							Coghlan, caba

						
							
							Saltum

						
							
							2019

						
							
							Pequeña

						
					

					
							
							61

						
							
							Quartier Basavilbaso

						
							
							Palermo, caba

						
							
							Argencons

						
							
							2008

						
							
							Pequeña

						
					

					
							
							62

						
							
							Quartier Madero Urbano

						
							
							Puerto Madero, caba

						
							
							Argencons

						
							
							2012

						
							
							Mediana

						
					

					
							
							63

						
							
							Quartier San Telmo

						
							
							San Telmo, caba

						
							
							Argencons

						
							
							2008

						
							
							Pequeña

						
					

					
							
							64

						
							
							Defensa Lofty Suites

						
							
							San Telmo, caba

						
							
							Go Real Estate

						
							
							2010

						
							
							Pequeña

						
					

					
							
							65

						
							
							Quartier Nordelta

						
							
							Nordelta, Buenos Aires

						
							
							Argencons

						
							
							2007

						
							
							Pequeña

						
					

					
							
							66

						
							
							Altos de Villa Sol

						
							
							Córdoba (capital), Córdoba

						
							
							Gama

						
							
							2008
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			(*) Pequeña escala: hasta 1 ha inclusive; Mediana escala: de 1 hasta 10 ha, inclusive; Gran escala: más de 10 ha.

			Elaboración de las autoras.

			En el mapa 1 se ha volcado la localización de los emprendimientos situados en la caba, partidos del Gran Buenos Aires y aledaños, según su escala. Puede apreciarse la dispersión de los emprendimientos de mayor tamaño fuera de la caba, lo que tiene que ver con la saturación de áreas de oportunidad dentro de los límites de la ciudad, como se expondrá más adelante.

			
				
					Mapa 1.

					Emprendimientos de usos mixtos y alta gama, caba, Gran Buenos Aires y aledaños, 2020
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					Elaboración de las autoras.

				

			

			Las desarrolladoras de emprendimientos de uso mixto y alta gama

			La producción de los emprendimientos de uso mixto y alta gama está a cargo de empresas desarrolladoras con variados perfiles. El universo de 47 empresas relevadas en nuestro estudio incluye, desde desarrolladoras locales, con actuación principalmente en ciudades del interior del país, hasta grandes desarrolladoras argentinas que poseen inversiones en América Latina y en otros países fuera de la región. También se encuentran grandes empresas multinacionales de origen extranjero con filiales en Argentina.

			Ejemplos de empresas con alcance local son Álamo Desarrollos (Formosa), Ginsa S.A. (Corrientes), Marq (Chaco), Aldo Lattuca Propiedades e Inversiones (Rosario); Aspa Desarrollos Patagonia (Neuquén), Gama, GNI y Grupo Proaco (Córdoba) y Go Real Estate (caba y varias provincias del interior), entre otras.

			Entre las empresas argentinas que poseen operaciones en otros países se encuentran: irsa (la única empresa inmobiliaria argentina con acciones que cotizan en la bolsa de Nueva York y con emprendimientos en Argentina, EE.UU. e Israel); Corporación América Real Estate (su portafolio incluye obras de gran envergadura en diversas partes del mundo como aeropuertos y obras de infraestructura energética, además de los emprendimientos inmobiliarios); Real Estate Vitrium Capital (con inversiones en Argentina, Uruguay, México y EE.UU.); CMNV Comunidad de Inversión (con desarrollos en Argentina y España) y G & D Development Group (con emprendimientos en la Argentina, Estados Unidos y Uruguay).

			Las empresas multinacionales (origen extranjero con filiales en Argentina o bien asociación de empresas extranjeras con argentinas) son: ARG. Realty Group (confluencia del Grupo argentino Pegasus con las empresas de EE.UU. Equity International, Goldman Sachs Merchant Banking MBD y Centaurus Capital); Ingeconser (sede central en Málaga con delegaciones en Sevilla, Buenos Aires y Fortaleza) y Tayron Capital para América Latina (con sede en Panamá y presencia en Santiago de Chile, Montevideo y Buenos Aires).

			En algunos casos, el año de origen de las empresas es información clasificada. No obstante, algunas acreditan más de tres décadas dentro del mercado inmobiliario, aunque también se encuentran varias compañías de origen más reciente, constituidas a partir de comienzos del año 2000. Algunas de estas empresas se encargan de todas las etapas del desarrollo de los proyectos, o bien operan en colaboración con otras empresas en las áreas de planificación, comunicación, diseño, construcción, operación y financiamiento.

			Las desarrolladoras de capitales nacionales con alcance internacional suelen tener emprendimientos de mayor envergadura, lo que, en ocasiones, implica el desarrollo de nuevas urbanizaciones. Ello se puede observar en irsa, que posee tres reservas de tierra para desarrollar emprendimientos de gran escala en el conurbano bonaerense, también Corporación América, que desarrolla Distrito Las Artes en Córdoba.

			Las empresas internacionales llevan adelante emprendimientos que se destacan por el lugar que ocupan dentro de la ciudad. Es el caso de Tayron, con Prima Caballito, ubicado en un barrio de fuerte impulso inmobiliario dentro de la caba; también el de Arg. Realty Group con Urbana Las Lomas en la zona norte del Gran Buenos Aires, una de las zonas más costosas y de mayor expansión dentro del Área Metropolitana de Buenos Aires (amba). Asimismo, Ingenconcer con Ciudad Ribera se posiciona en una zona estratégica de la ciudad de Rosario, dentro del gpu Puerto Norte.

			Las desarrolladoras de alcance local y capital nacional presentan una cartera diversificada de emprendimientos. Predominan los desarrollos de pequeña y mediana escala, ubicados principalmente dentro de las ciudades consolidadas. Un ejemplo lo da la empresa Argencons con su desarrollo de la marca Quartier dentro del espacio de la caba. Al observar sus características, se advierte que son desarrollos de gran calidad, destinados a un consumo elitizado, y que suponen, a su vez, una reconfiguración del espacio donde se emplazan. Muchas de estas desarrolladoras se encuentran en el interior del país, por ejemplo Schujman, empresa de la provincia de Tucumán que tiene su origen en 1995. Desarrolla Distrito, un emprendimiento de 9 ha que es promocionado como una microciudad dentro del Gran Tucumán. Aspa, con origen en 1999, es otra desarrolladora que opera en el interior del país y está vinculada con actividad turística. Por su parte, Desarrollo Garden Central Tower en Neuquén, emprendimiento de mediana escala y Patagonia Home & Office de pequeña escala en Cipolletti, Río Negro, se vincula, además, con emprendimientos turísticos.

			En general, las desarrolladoras nacionales que ofrecen emprendimientos de gran escala se constituyen como asociaciones, alianzas con otras o grupos económicos. El caso de Grupo Edisur es un ejemplo de ello. Se trata de una empresa que tiene su origen en el año 2000 en la provincia de Córdoba, inserta en el mercado de capitales, emitiendo Obligaciones Negociables y poseedora de una cartera de grupos de inversionistas para financiar el desarrollo de sus emprendimientos. Manantiales es uno de los emprendimientos relevados de mayor escala. Posee 220 ha en la zona sur y está ubicado en zona sur de la ciudad de Córdoba.

			La demanda de emprendimiento de usos mixtos y alta gama: nuevos paradigmas en el mundo del trabajo

			De las múltiples razones que impulsan la demanda de emprendimientos de usos mixtos y alta gama (algunas de las cuales ya fueron mencionadas en el punto anterior), nos detendremos en una que resulta clave: los nuevos modelos en el mundo laboral, facilitados por la globalización y digitalización de la economía, que han modificado los criterios de localización y configuración de los espacios de trabajo (y de residencia) en una amplia gama de empresas.

			Variedad de empresas y de requerimientos de los lugares de trabajo

			Con el avance de la globalización, las grandes ciudades (incluso las ciudades globales) dejaron de ser la sede de un sector líder específico (el sector financiero) para albergar un mayor abanico de empresas industriales y de servicio, con una gran variación en los requerimientos en cuanto a los ámbitos de trabajo. Avalan esa tendencia, relevamientos sistemáticos del mercado inmobiliario realizados a lo largo de las últimas décadas en diversas ciudades por firmas inmobiliarias internacionales. Los estudios muestran que, en un contexto donde las ventajas económicas comparativas tienen corta duración, se observa lo siguiente:

			
					Las empresas exigen flexibilidad en cuanto al diseño de la construcción, condiciones de los alquileres y la situación de tenencia de las oficinas y espacios de trabajo.

					Se ha producido una rápida emergencia de espacios de coworking que proporcionan solución para las start-ups, pero también para corporaciones que generan productos innovativos a través de pequeños equipos creativos.

					También es posible verificar la demanda creciente por espacios de alta calidad y con amplitud de servicios, que se usan como elementos para atraer y retener los talentos que conduce la marcha de las empresas.

					El espacio de trabajo físico se concibe como acelerador de la innovación y creador de valor económico. Las oficinas están siendo usadas como laboratorios de innovación (Newmark Grubb BACRE, 2017 y 2018).

			

			Nuevos modelos de trabajo, consumo y formas de vida

			Con la digitalización de la economía (la aplicación de tecnologías digitales a un amplísimo espectro de actividades, a partir de la extensión de la infraestructura de las Tecnologías de la Información y la Comunicación (tic) y la consolidación de las plataformas digitales) se han producido cambios en la organización de las empresas. Asimismo, se han creado nuevos modelos de trabajo, más flexibles, que inciden en la definición sobre lugares de trabajo, e impactan en los hábitos de consumo y en las formas de vida de empresarios, trabajadores y usuarios.4

			En Argentina, varias notas e informes producidos por empresas (globales y locales) de servicios inmobiliarios dan cuenta de algunos de esos cambios y sus consecuencias (Cushman & Wakefield, 2018; 2019a; Ramos, 2015).

			
					El lugar de trabajo ha dejado de ser un sitio a donde concurrir a diario necesariamente, para convertirse en una actividad deslocalizada de la empresa.

					La flexibilidad (especialmente para los trabajadores más especializados) va desde poder elegir el lugar donde cada uno quiere trabajar (la casa u oficina), llegar más tarde o seleccionar en qué proyecto se quiere participar.

					La flexibilidad representa una opción de vida que apareja beneficios, valorados especialmente por las nuevas generaciones.5 En consecuencia, nuevas camadas de freelancers trabajan de manera independiente o en equipos armados por proyectos, especialmente en actividades que requieren mayorpreparación, talento y capacidad de innovación (programadores, diseñadores gráficos, emprendedores).

					Han cambiado los modelos de liderazgo y, junto con ello, los modelos y espacios de trabajo de los altos ejecutivos. Se valoran los espacios abiertos, el contacto con la naturaleza, el hacer deporte en medio del trabajo, el poder conectarse con velocidad con el mundo de trabajo y también desconectarse para aprovechar otras propuestas, como relajarse, disfrutar o hacer gimnasia. “El lugar de trabajo se ha convertido en una experiencia de consumo.” (Molinari, 2017).

			

			Hay una tendencia creciente a los espacios de trabajo abiertos en las empresas, puesto que estos permiten saber qué hace el otro y aprender de él. El espacio abierto se usa como herramienta motivacional.6

			A modo de síntesis ilustrativa de los cambios mencionados, para el caso de Buenos Aires, resulta muy interesante la reflexión que ofrece Paula Molinari (ejecutiva de una empresa y directora de HR Program de la Universidad Torcuato Di Tella); de acuerdo con ella, hasta hace pocos años, por una oficina vidriada en esquina en el piso 20 (corner office) de un edifico en Puerto Madero o el microcentro, los ceos de las grandes empresas estaban dispuestos a viajar hasta 3 horas diarias en sus autos, considerando el estatus que este tipo de oficina representa y el beneficio del estacionamiento cercano a la puerta. Sin embargo, lo que más se valora hoy es trabajar bajo condiciones de bienestar y calidad de vida que agreguen valor al trabajo (Molinari, 2017).

			Diseños acordes a los modelos flexibles de trabajo

			Con los nuevos modelos flexibles de trabajo creativo surgen también los diseñadores y artífices de nuevos espacios. En 2015, en su paso por Buenos Aires, la firma española Grupo 3g office, reconocida por brindar soluciones para nuevos espacios de trabajo, realizó una de sus Workplace Conference (que replicó en otros países de la región) en la que trasmitió el siguiente mensaje:

			Hoy en día muchos profesionales ya deciden dónde y cómo quieren trabajar, lo que afecta directamente a los espacios de trabajo y su evolución. Las nuevas tecnologías son la herramienta principal y motor del rendimiento de cualquier negocio. El trabajo ya ha dejado de ser un lugar a donde ir y ha pasado a ser una actividad des-localizada. El espacio de trabajo debe dar respuesta a las necesidades actuales y cambiantes de los profesionales, deben ser espacios más distribuidos y variados, a los que se acude para temas puntuales como compartir conocimiento, relacio-narse con los colaboradores o tener una reunión con un cliente. La evolución será hacia oficinas centrales de menor tamaño, con entornos más inspiradores que fomenten la innovación, la creatividad y la retención del talento, facilitando además al trabajador, las herramientas adecuadas para realizar su trabajo dónde y cuándo lo necesite (Prensa Real Estate, 2015).

			La oferta de emprendimientos de usos mixtos y alta gama: nuevo rumbo de los negocios inmobiliarios

			En tanto producto de iniciativas, esencial y mayoritariamente privado, el desarrollo y la promoción de emprendimientos de usos mixtos y alta gama estudiados pueden verse como la expresión de un nuevo rumbo en los negocios inmobiliarios.7

			Ese nuevo rumbo es inherente a la dinámica de un tipo de negocio que continuamente promueve innovaciones, diferenciaciones y mudanzas (espaciales, funcionales y tecnológicas) en los productos que ofrece, la manera de responder y captar las cambiantes necesidades de los sectores que componen la demanda pudiente (de Mattos, 2007; Abramo, 2009). En este sentido, los emprendimientos de usos mixtos y alta gama son presentados como un “mercado de nicho”, al igual que otros, como los countries, barrios cerrados, clubes de campo u otras variantes de submercado inmobiliario.

			Además, ese nuevo rumbo de los negocios inmobiliarios también se relaciona con ciertas condiciones generales que caracterizaron el escenario del real estate en Argentina, especialmente desde la primera década de este siglo. Nos detendremos en las siguientes: i) la escasez de suelo subóptimo (o áreas de oportunidad) en las ciudades consolidadas; ii) la llegada de empresas globales de servicios inmobiliarios corporativos y redes inmobiliarias; y iii) la incipiente puesta en marcha de nuevos métodos de financiamiento para proyectos urbanos de envergadura.

			El factor suelo y las mudanzas espaciales y funcionales

			Una de las condiciones del escenario del mercado inmobiliario que resultó clave para el surgimiento de una oferta de emprendimientos de usos mixtos y alta gama fue la escasez de suelo subóptimo en la caba.

			En términos generales, es sabido que la tierra es el origen de este tipo de oferta y que lo que las empresas desarrolladoras buscan es obtener un margen de rentabilidad con ella. Una premisa clave es encontrar lugares subvaluados, con potencial para agregarle valor y generar oportunidades. Dado que la tierra subóptima o subvaluada es un recurso cada vez más escaso en las ciudades consolidadas, las áreas de oportunidad comienzan a buscarse fuera de sus límites.

			Ya desde 2006, los desarrolladores comenzaron a buscar en el interior del país lugares donde concretar desarrollos inmobiliarios en grandes superficies.8 Desde Rosario, hasta Córdoba, pasando por la costa atlántica y la Patagonia, las grandes ciudades del interior y los centros turísticos se convirtieron en lugares de atracción de los inversores para el desarrollo de este tipo de emprendimientos.

			Los propios artífices de este negocio reconocen que fue la ausencia y encarecimiento de suelo en las zonas centrales de las ciudades (especialmente en la caba) lo que obligó a varios de ellos a buscar nuevas zonas de oportunidad en la periferia y otras ciudades del interior. El ceo de Go Real Estate, Gustavo Ortolá Martinez,9 claramente expuso cuál es la lógica del negocio de bienes raíces en relación con el suelo:

			El real estate es un negocio de margen sobre la tierra. La tierra es el recurso escaso. En Buenos Aires es cada vez más difícil conseguir buena tierra con valores accesibles que permitan desarrollo, mientras que en el Interior se encuentran grandes oportunidades para desarrollar suelo subóptimo de excelente ubicación, para generar mejores negocios que en la caba. Los precios son más bajos y los costos de incidencia y de construcción también. La demanda —aunque es más acotada— absorbe buenos proyectos con velocidades mayores a la de los mercados más desarrollados (Usatinsky, 2017).

			Aparentemente, la mudanza más importante se produjo a partir de 2013. Según datos de la Asociación de Empresarios de la Vivienda (aev), para ese año, dos terceras partes de la producción de m2 a nivel nacional correspondían a desarrollos en ciudades como Rosario, Córdoba, Salta o la Patagonia (Sainz, 2013).

			Ese hecho estuvo relacionado con la escasez de suelo en la caba y con las dificultades para acceder a la compraventa de dólares (en virtud del cepo cambiario que había establecido el Gobierno Nacional en ese momento), en un mercado inmobiliario dolarizado como ha sido históricamente el de la caba. Así, los desarrolladores dan tres razones para explicar el despliegue de emprendimientos fuera de la caba: el hecho de que el cepo cambiario no afectó tanto al mercado en el interior, que ya estaba mayormente pesificado; la existencia de tierra más barata y un clima de negocios más amable y optimista (Sainz, 2013).

			La tendencia a buscar suelo y oportunidades de inversión fuera de la caba se prolongó por varios años llegando por lo menos hasta 2018. Según expresó Federico Gagliardo (ceo y fundador de Vitrium Capital responsable del polo urbano Pueblo Caamaño) en una entrevista realizada en 2018: “hoy es recomendable invertir en tierra fuera de la caba y esperar para explotarla más adelante porque los márgenes allí son altos. Los mejores negocios están en la zona norte de Buenos Aires y en el sur, donde también hay amplias posibilidades en próximos años” (Usatinsky, 2018).

			Las mudanzas espaciales de las inversiones en suelo subvalua-do exigieron a su vez cambios funcionales y urbanísticos para tornar a los nuevos productos en viables y rentables. Esa lógica es propia del negocio inmobiliario, lo que se repitió en Argentina y en otras partes del mundo, donde los emprendimientos de usos mixtos y alta gama se difundieron.

			Testimonios de empresarios del rubro coinciden en señalar que cuando las grandes ciudades empezaron a tener problemas con el costo de los terrenos, los desarrolladores comenzaron a ejecutar proyectos de usos mixtos. Un ejemplo internacional es el nacimiento del proyecto Andares, en Guadalajara, México, presentado por los directivos de la empresa Nurban que lo llevó adelante:

			La tierra se volvió tan cara que los desarrolladores hemos tenido que buscar diferentes productos inmobiliarios para repartir costos y de alguna manera hacerlos viables y rentables. Una de las cosas que determinó el nacimiento del proyecto de uso mixto fue la rentabilidad del proyecto, porque para mitigar los altos costos de la tierra tuvimos que considerar alternativas a un proyecto comercial original y nos llevaron a meter vivienda, oficinas y hotel, proyectos complementarios (Real Estate Market, 2002).

			La llegada de empresas de servicios inmobiliarios corporativos y redes inmobiliarias

			La segunda condición del mercado inmobiliario, indicativa del surgimiento de una oferta de emprendimientos de usos mixtos y alta gama, se refiere a la llegada al país de dos tipos de firmas y plataformas globales orientadas al real estate, que cubren los espacios de intermediación entre los diversos actores del mercado (desarrolladoras, clientes, inversores, propietarios, organismos públicos, entre otros) y ofrecen una amplísima gama: las empresas de servicios inmobiliarios corporativos y las redes inmobiliarias.

			Posiblemente lo más novedoso en el contexto nacional, desde comienzos del presente siglo, fue el arribo de firmas globales de servicios, dirigidos especialmente a los clientes corporativos, locales y globales, cuyas demandas deben cubrirse mediante herramientas y estrategias altamente profesionalizadas. Sus clientes son grandes empresas de servicios, cadenas comerciales e industrias nacionales y multinacionales con presencia en varios países. Estos clientes son parte de los demandantes de oficinas AAA, nuevos espacios de trabajo y residencias de alto estándar.

			Los servicios que las consultoras globales ofrecen a sus clientes corporativos van más allá de la compraventa de inmuebles o el alquiler de oficinas. La atención de las demandas de los clientes corporativos abarca, entre otros: transacciones, administración de inmuebles, proyectos, certificación Leed, negociación de incentivos para radicar en distintos lugares mediante abogados, análisis de costos laborales e impositivos, experiencia en el sector industrial y logístico, optimización de costos de transporte, consultoría e investigación de mercado en base a modelos de Big Data.

			Las firmas Newmark Knight Frank (nkf) y Crushman & Wakefield son ejemplos notables de las empresas globales de servicios inmobiliarios corporativos que operan en el país, según puede verse en los recuadros 3 y 4.

			
				
					Recuadro 3. Perfil de Newmark Knight Frank (nkf)

					Newmark Knight Frank (NKF) es una de las firmas más importantes de servicios inmobiliarios corporativos a nivel mundial. Ofrece soluciones integrales a grandes corporaciones multinacionales e inversionistas institucionales en todo el mundo, así como a propietarios y usuarios a nivel local, regional y nacional. Se especializa en proveer soluciones inmobiliarias corporativas a través de una extensa plataforma mundial de servicios integrales orientados a representación de inquilinos, representación de propietarios, servicios corporativos globales, ventas, oportunidades de inversión, mercado de capitales (financiamiento de capital y deuda), valuaciones, consultoría, gerenciamiento de proyectos, gerenciamiento de propiedades, industrias, logística, hoteles, tierra, locales y centros comerciales. Con oficinas centrales en Nueva York y Londres, la firma opera desde más de 430 oficinas en mercados emergentes establecidos en seis continentes. Newmark Knight Frank Argentina es una filial a nivel local. Con más de 25 años de experiencia en el mercado, se define como una de las empresas inmobiliarias corporativas “boutique” de mayor especialización del país.

					Fuente: Newmark Knight Frank (s.f.) 

				

			

			
				
					Recuadro 4. Perfil de Crushman & Wakefield

					Crushman & Wakefield es una empresa global de servicios inmobiliarios. Se fundó en Nueva York en 1917. En el 2000 se estableció la filial argentina y luego la chilena. A partir de 2015, ambas se unieron para operar regionalmente. Crushman & Wakefield Cono Sur ofrece una amplia gama de servicios premium, orientados a corporaciones e inversores. Sus servicios incluyen:

					Brokerage: Representación de inquilinos / compradores. Representación de propietarios y vendedores. Oficinas. Industrias y distribución. Locales comerciales. Terrenos.

					Project Management: Gestión de proyectos. Sustentabilidad-Green Buildings.

					Gestión y operación de propiedades: Gestión de propiedades. Facility management. Administración de consorcios clase A: Mantenimiento edilicio.

					Capital markets: Valuaciones. Investigación de mercado. Gestión de inversiones inmobiliarias.

					Fuente: Cushman & Wakefield (s.f.) 

				

			

			En el circuito de la intermediación entre empresas desarrolladoras y clientes, también llegaron al país grandes cadenas internaciona-les inmobiliarias con carteras diversificadas de productos, incluyendo las ofertas de lujo. Sus clientes son usuarios de todo tipo: empresas y hogares. La perspectiva para estas empresas extranjeras fue la de profesionalizar y dinamizar un negocio atomizado que, hacia 2006, contaba con 12 000 inmobiliarias y estaba dominado por pequeñas firmas familiares (inmobiliarias identificadas por el apellido de sus fundadores).

			La precursora en llegar a la Argentina fue la firma norteamericana Remax, que instaló su primera oficina en Buenos Aires hacia finales de 2005, con la perspectiva de abrir, en los siguientes 5 años, 100 oficinas en todo el país, mediante un sistema de franquicias. Para 2019, la firma disponía de 140 oficinas en 43 ciudades, más de 500 corredores y más de 4 000 auxiliares inmobiliarios, lo que la convertía en la red de franquicias inmobiliarias más rentable y exitosa del mercado en Argentina y Uruguay. En Argentina, Remax operaba en caba, Vicente López, San Isidro, Nordelta, Pilar, Tigre, La Plata, Rosario, Santa Fe, Córdoba, Mendoza, Salta y Bariloche (Sainz, 2006).

			Poco después de Remax, llegaron al país la empresa norteamericana Coldwell Banker (considerada la firma de servicios inmobiliarios más antigua de los Estados Unidos)10 y la británica Sotheby’s. Más adelante, Century 21, Keller Williams11 y Berkshire Hathaway HS del imperio de Warren Buffet,12 iniciaban su ingreso en Argentina (Moreno, 2017).

			A nivel nacional, también se constituyeron redes inmobiliarias, con oficinas en diversos puntos del país y cientos de vendedores altamente capacitados. El Grupo Mega (fundado en 1994) es la red de capitales nacionales más importante: dispone en 2020 de 30 oficinas, 100 profesionales asesores y, además de compraventa y alquiler de inmuebles, brinda servicios de asesoramiento integral, gestión de oficinas y banco de datos, entre otros. La Comunidad de Negocios Inmobiliarios (fundada en 2017) se concibe como un espacio de coworking y servicios focalizados en el sector inmobiliario, a través de oficinas, capacitaciones semanales gratuitas, una revista impresa, un portal de noticias y portales de propiedades. Para 2019, La Comunidad de Negocios Inmobiliarios superaba los 250 miembros distribuidos en casi todas las provincias de la Argentina y en ciudades del exterior como Montevideo, Asunción, Miami, Detroit, New York, París, Madrid, entre otras.

			Nuevos instrumentos y servicios para el financiamiento de proyectos urbanos

			El tercer elemento que identificamos como coadyuvante del impulso de emprendimientos urbanos de usos mixtos y alta gama, y que también es novedoso en el escenario del real estate argentino, se refiere a la incipiente puesta en marcha de nuevos instrumentos para el financiamiento de proyectos urbanos, como son los Fondos Comunes de Inversión Cerrados Inmobiliarios (fcici), que replican el modelo de los reit de los Estados Unidos (Real Estate Investment Trust) 13 o su versión mexicana Fibras (Fideicomiso de Inversión en Bienes Raíces). Junto con ellos operan empresas de servicios orientadas a la captura de financiamiento internacional.

			En términos generales, mediante los fcici se logra reunir grandes masas de dinero, que atraen los aportes de capital de un conjunto de actores que optan por canalizar sus inversiones en bienes raíces (individuos, empresas e instituciones). De este modo, los fcici permiten a las desarrolladoras acceder a financiamiento para sus proyectos, y a los inversores (o cuotapartistas) adquirir una cartera diversificada de inmuebles de la cual obtienen rentas. Los fondos son gestionados por expertos, se diversifican en varios activos y luego distribuyen las rentas entre los inversores.14

			A partir de la Ley de sinceramiento de capitales,15 en 2016, los especialistas auguraron el potencial inicio de un virtuoso flujo de capitales hacia la industria del real estate, sujeto al ordenamiento macroeconómico del país y al dictado de normativas jurídicas y fiscales específicas. Para ese año, Reporte Inmobiliario informó que 33 proyectos de fcici (pertenecientes a grandes y medianas desarrolladoras) habían sido presentados a la Comisión Nacional de Valores, y algunos habían sido aprobados (Kreimer, 2016). Hacia 2018, Prensa Real Estate informó el lanzamiento en Argentina de Fiibra (Fideicomiso de Inversión en Infraestructura y Bienes Raíces), con negocios distribuidos en varios emprendimientos de importantes dimensiones en Buenos Aires y en el interior del país (Prensa Real Estate, 2018). Algunos fueron discontinuados por falta de incentivos y ausencia de una ley de mercado de capitales (Cushman & Wakefield Argentina, 2019b).

			En nuestra investigación fue imposible determinar cuál fue la modalidad de financiamiento de cada uno de los emprendimientos relevados. Sin embargo, pudimos constatar que algunas desarrolladoras responsables de los emprendimientos en estudio acudieron a mecanismos nuevos de financiamiento para sus diversos proyectos. Estas fueron:

			
					Argencons: en asociación con la administradora de fondos Allaria, conformó en 2017 el Fondo Común de Inversión “Distrito Quartier Puerto Retiro”, presentado en la Bolsa de Comercio de Buenos Aires (en diciembre de 2019) como el fci cerrado inmobiliario (fcici) más grande del país, colocado en el mercado local de capitales por un monto total de 4 mil millones de pesos (Telam, 2019).

					irsa: en asociación con el Banco de Crédito y Securitización S.A. (bacs), conforma el fci cerrado “Toronto Trust Desarrollo y Renta Inmobiliaria”.

					Ribera Desarrollos: a través de Cohen y en sociedad con Grupo Portland, conforma el fci cerrado “Fondo AlRío”, y recauda U$S 15.7 millones.

					Rosental Inversiones: un área de la empresa se dedica al mercado de capitales y en esa línea posee diversos servicios e instrumentos financieros y de inversión. En 2017 anuncia que comienza a lanzarse en el negocio de los Fondos Comunes de Inversión con la figura de Agente de Colocación y Distribución de fci (acydi) (Punto Biz, 2017).

					Tayron Capital: junto a Allaria, conforma un fci, una parte del cual es destinada al desarrollo de Prima Caballito.

					Vitrium Capital brinda la opción de fci para el desarrollo de Pueblo Camaño.

			

			Sumados a los nuevos instrumentos de financiamiento comenzaron a operar empresas de servicios orientadas a captar los fondos de inversión para el desarrollo inmobiliario. En esa dirección, un buen ejemplo es Moebius Investment Funds, una empresa creada en 2002, que vincula a las empresas inmobiliarias en Latinoamérica con fondos de inversión internacionales. En asociación con inversores de capital de riesgo, institucionales y grandes corporaciones bancarias, su objetivo es facilitar el acceso a fondos e instrumentos financieros. Para el año 2019, la empresa evaluaba la introducción en Argentina del leasing inmobiliario (un instrumento de financiamiento inexistente en nuestro país) con su adaptación al marco regulatorio nacional16 (Comunidad Real Estate, 2019).

			La captura de financiamiento internacional exigió, a su vez, una nueva dinámica de Intermediación e interacción entre empresas e inversores. Las Rondas de negocios y los Foros internacionales se convirtieron en ámbitos destacados para ese fin. La denominada Latam Investment Summit (Latamis) es un buen ejemplo de este tipo de foros. En ellos los desarrolladores presentan sus proyectos inmobiliarios más ambiciosos ante un elenco de inversores potenciales. Es organizada por consultoras especializadas. En su tercera versión, realizada en Miami 2019, se orientó a facilitar el encuentro entre proyectos precalificados de la región latinoamericana y los inversores. En una dinámica novedosa (Invest 5 minutes) diversos proyectos se presentaron de modo conciso ante fondos e inversores que asistieron al evento.17

			Reflexión final

			La teoría e investigación urbana han mostrado que las funciones y formas urbanas, así como su significado urbano, se van constituyendo en el marco histórico de la urbanización, según múltiples procesos económicos, sociales, políticos, espaciales y culturales, a través de una amplia gama de prácticas y actores, con objetivos, programas, intereses y aspiraciones diferentes. De acá que, el estudio sobre la manera en que se produce un paisaje físico y social específico requiere de una investigación profunda sobre cómo esos procesos generales y esas prácticas sociales se traducen en sucesivos cambios en las tecnologías, en las relaciones sociales, en los modelos de trabajo, en los hábitos de consumo y en los estilos de vida, y se plasman en espacios reconfigurados o producidos y en variadas formas construidas (Castells, 1986; Castells y Hall, 1994; Harvey, 2007).

			En este texto hemos aludido a una camada de emprendimientos urbanos, totalmente planificados y relativamente nuevos en Argentina, que crean entornos compactos y exclusivos de alta calidad, combinando trabajo, residencia, comercio y servicios. Hemos caracterizado a estos emprendimientos, lifestyle : todo en un solo lugar, como espacios que, en diferentes escalas, según el tamaño del terreno, proponen una calidad de vida relajada, flexible y en contacto con la naturaleza. Pero, a diferencia de los countries suburbanos, estos entornos no prescinden de la ciudad o de la cercanía a la ciudad, aunque proponen prescindir de las autopistas y el automóvil como medios ineludibles, ya que las funciones más inmediatas se encuentran a distancias caminables. Hemos mostrado también que esta camada de emprendimientos urbanos es el producto de iniciativas esencialmente privadas, que han conformado un mercado de nicho para las desarrolladoras y para un conjunto de agentes complementarios, de alcance global y local.

			Dentro del amplio conjunto de procesos, prácticas y actores sociales (antes aludidos) que permitirían explicar en profundidad las razones del surgimiento, el perfil específico y el despliegue geográfico de estos emprendimientos, hemos ahondado en algunos ejes explicativos que presumimos resultan ser claves.

			Por un lado, hemos señalado a los nuevos modelos flexibles de trabajo, aplicados por una variedad de empresas (gracias a las nuevas tecnologías de información y comunicación), como los determinantes de la demanda de nuevos espacios de trabajo acoplados a residencias y servicios de calidad: espacios de coworking y/o espacios deslocalizados de las casas matrices, abiertos, flexibles, de calidad, con amplitud de servicios y en contacto con la naturaleza. Por otro lado, desde la perspectiva de la oferta, observamos que ciertas condiciones del mercado inmobiliario, presentes especialmente desde principios de este siglo, aparecen como indicadores que presumiblemente contribuyeron a la producción de emprendimientos de usos mixtos y alta gama, como un mercado de nicho: i) la escasez de suelo en las áreas consolidadas (que lleva a los promotores a producir usos mixtos en áreas compactas); ii) la llegada de plataformas globales orientadas al mercado inmobiliario corporativo (que ofrecen una amplia gama de servicios a las empresas que demandan nuevos lugares de trabajo); y iii) la puesta en marcha de nuevos instrumentos de financiamiento (que permiten acceder a los mercados de capital para llevar a cabo proyectos urbanos de envergadura).

			No es posible afirmar que las tendencias explicativas anteriores se aplican a todos los casos relevados, en la medida en que nuestro estudio no profundizado en la génesis y desarrollo de cada uno de los casos. Queda abierta para futuras investigaciones la generación de conocimientos más afinados sobre estas nuevas formas urbanas de usos mixtos y alta gama: su génesis, desarrollo y consecuencias sobre la urbanización.
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					1 Centro de Estudios Urbanos y Regionales, Consejo Nacional de Investigaciones Científicas y Técnicas (ceur-Conicet).

				

				
					2 Para llevar adelante el relevamiento se ha empleado el motor de búsqueda Google. Dado que este recurso, cuando se usa de modo directo, emplea un algoritmo que da prioridad a determinados contenidos sobre otros (por orden de importancia, según un criterio, incorporado al algoritmo), se ha usado una herramienta de búsqueda algo más refinada en pos de lograr un relevamiento más exhaustivo. Este también ofrece la opción “búsqueda avanzada para sitios web”, que permite incluir varios criterios al mismo tiempo: mediante esta opción, se buscaron emprendimientos anunciados como “de usos mixtos” en cada una de las localidades más densamente pobladas dentro del territorio nacional.

				

				
					3 Una ciudad que es considerada como referente de este tipo de emprendimientos es Toronto (Canadá), por ser de las primeras en realizar un cambio en el código urbanístico donde se aprueba el desarrollo de emprendimientos mixtos en el año 1991 (Grant, 2002; Moos, Vinodrai, Revington, & Seasons, 2018). Asimismo, puede señalarse a Portland, Oregon (Estados Unidos). En países asiáticos se puede observar que las dimensiones e inversiones son de gran envergadura, en ciudades como Kuala Lumpur (Malasia) y Shangai (China), que encontraron en la construcción de este tipo de emprendimientos en altura una forma eficaz para gestionar su rápido crecimiento y urbanización (Levitt y Schwanke, 2003). En países de América Latina, también puede encontrarse como una forma de dar respuesta a la problemática de la movilidad y la necesidad de reducción del uso del auto en las grandes ciudades de la región.

				

				
					4 La digitalización económica ha modificado las actividades que usualmente se engloban en economía digital, gig economy, economía colaborativa o crowdwork, entre otras denominaciones (comercio electrónico, robotización inteligente, biotecnología, computación en la nube, etcétera), y también a una gran cantidad de actividades industriales y de servicios, que incluyen los inmobiliarios. Se admite que las nuevas tecnologías digitales son ya la herramienta principal y el motor del rendimiento de cualquier negocio (Confederación Sindical de Comisiones Obreras, 2016).

				

				
					5 Puntualmente, los millennials (jóvenes que nacieron entre 1980 y 1994) aprecian no marcar tarjeta ni tampoco permanecer mucho tiempo en la misma empresa. Un ejemplo de este fenómeno en Argentina es la plataforma de trabajo freelance Workana, una empresa emergente creada en 2015, que tiene hoy 300 000 freelancers que obtienen 30 000 “gigs” (encargos) en su plataforma todos los meses, aunque se enfoca, principalmente, en trabajos calificados como los de programadores o diseñadores gráficos. Uno de sus fundadores (Bracciaforte) explica que, a contramano de la flexibilización con la que se asocia a los trabajadores autónomos, “las nuevas generaciones son las que empezaron a impulsar el cambio; no quieren marcar tarjeta” (Pulla, 2019). 

				

				
					6 Así lo expone, en el Informe La visión de los líderes VII, el ejecutivo de la empresa argentina Globant, considerada una exitosa proveedora de tecnología de software para grandes empresas como Disney, Linkedin y Aerolineas Argentinas. En Globant los lugares de trabajo son abiertos, ambientes donde se aprende del otro (Willi, 2017).

				

				
					7 Aunque la mayor parte de los emprendimientos relevados se desarrollan en suelo privado, algunos proyectos parten de la iniciativa municipal. Se trata de intervenciones estatales que apuntan a propiciar desarrollos privados de usos mixtos o a urbanizar porciones de suelo para que alberguen varios tipos.

				

				
					8 Según la empresa inmobiliaria rural y urbana O Keefe, fuera de la Avenida General Paz (Avenida que separa a la caba del resto del Área Metropolitana de Buenos Aires), los desarrolladores buscan tierra de hasta 25 dólares el m2 para barrios abiertos y de hasta 500 dólares el m2 (valor promedio) si se construirán edificios (Usatinsky, 2018). 

				

				
					9 Martillero y corredor público nacional, Ortolá es presidente de GO Real Estate, una desarrolladora y comercializadora de proyectos inmobiliarios. También es titular de Like Propiedades, asesor de la compañía Corporación América y miembro de aev y del Colegio Único de Corredores Inmobiliarios de la caba.

				

				
					10 Nacido en 1906 en San Francisco, en 2020 el sistema Coldwell Banker se ha extendido internacionalmente. Ofrece servicios y asesoría profesional en la oferta de propiedades residenciales. Su red comprende más de 80 mil asistentes inmobiliarios y 3 000 oficinas afiliadas, que operan en más de 47 países entre América, Europa y Asia. El Global luxury program de esta firma ofrece propiedades de máximo lujo de acuerdo con el estilo de vida: resort, golf, montaña, ecuestre, ski, urbano, waterfront y costero, histórico y viñedos.

				

				
					11 Keller Williams es una franquicia inmobiliaria internacional con sede en Austin, Texas, en Estados Unidos. Fundada en 1983 por Gary Keller y Joe Williams, tiene más de 150 000 asociados en todo el mundo. Llega de la mano de Carlos Mayer y promete competir fuertemente en el segmento de franquicias inmobiliarias.

				

				
					12 Es una de las redes inmobiliarias más grandes del mundo, cuenta con 43 000 agentes en Estados Unidos, 1 400 oficinas y en 2016 tuvo ventas por US $100 000 millones. Comenzó un proceso de expansión y también ha entrado a los mercados en México, Islas Cayman, Costa Rica, Milán, París, Londres, Madrid y Munich. El argentino Claudio Prattico, director para América Latina y el Caribe, representa a la empresa en el país. “Buscamos una compañía exitosa con una trayectoria en el mercado local. La relación será de franquicia, pero diferente. El acuerdo será por diez años y si bien aportaremos capital para ayudarlo a crecer, no tendremos acciones. Uniremos nuestros nombres, como co-branding” (Moreno, 2017).

				

				
					13 Los reit son vehículos financieros que permiten canalizar las inversiones del sector privado para adquirir, desarrollar y explotar comercialmente inmuebles de alto valor potencial de venta o alquiler. A través de un Fideicomiso Financiero, el inversor adquiere certificados de participación, que representan la copropiedad sobre todos los bienes inmuebles del reit, obteniendo la renta que estos bienes generan y del valor proporcional de los inmuebles (Tabakman, 2007).

				

				
					14 En términos generales, los Fondos Comunes de Inversión se definen como un patrimonio común (que pertenece a diversas personas a las que se les reconocen derechos de copropiedad), administrados por una sociedad anónima o por una entidad financiera autorizada (denominadas sociedades gerentes) y cuyos activos están custodiados por una o más entidades financieras autorizadas (actúan como sociedades depositarias). Cada fondo define su reglamento y se clasifican según sean abiertos o cerrados. En Argentina, los Fondos Comunes de Inversión Cerrados Inmobiliarios (fcici) están regulados por una resolución general de 2018 (N°763E/2018) como parte de modificaciones introducidas en la Ley de Financiamiento Productivo (N°27440) a la Ley de Fondos Comunes de Inversión (Ley N° 24083) orientadas a otorgar beneficios fiscales para canalizar inversiones en desarrollos inmobiliarios (Caride, Funes y Bovio Marenco, 2018).

				

				
					15 La Ley 27. 260 fue sancionada en el año 2016 porque, entre diversas cuestiones, promovió un sistema voluntario y excepcional de declaración de tenencia de moneda nacional, extranjera y demás bienes en el país y en el exterior. Para ello, garantizaba la liberación de pago de impuestos a quienes no habían declarado oportunamente sus bienes. 

				

				
					16 “El leasing o alquiler con derecho a compra es un contrato mediante el cual, el arrendador traspasa el derecho de usar un bien a un arrendatario, a cambio del pago de un alquiler durante un plazo determinado, al término delo cual el arrendatario tiene la opción de comprar el bien pagando un precio determinado, devolverlo o renovar el contrato. Vencido el término del contrato, el arrendatario puede adquirir el departamento a un precio que es el resultado de la diferencia entre el precio originario pagado por el arrendador y las cantidades abonadas por el arrendatario al arrendador” (Comunidad Real Estate, 2019). 

				

				
					17 Algunos de los Fondos de inversión participantes en el evento de 2019 fueron: GAVA CAPITAL, Meor, Península, Inmsa, Participant Capital, W capital SAFI, Galium Capital, FBR Capital, Quest Capital, Xpertha.
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			Introducción

			Es este capítulo se analiza uno de los grandes proyectos urbanos (gpu) más emblemático de las ciudades latinoamericanas: el caso de Santa Fe en Ciudad de México.6 Un amplio espacio que expandió las fronteras urbanas del entonces denominado Distrito Federal al refuncionalizar una zona degradada y crear una nueva centralidad urbana. Desde finales de los años ochenta y hasta 2018, se trata de un gran espacio que está signado por un intenso proceso de producción de bienes y servicios urbanos, destinado a albergar principalmente las actividades del capital financiero, la sede de las grandes corporaciones multinacionales, universidades privadas,7 equipamientos hospitalarios del más alto nivel8 y vivienda de lujo para los sectores de más altos ingresos, sobre todo los cuadros gerenciales que comparten aspiraciones, códigos y estilos de vida de nivel internacional. Otro de sus rasgos característicos es que en las proximidades de este enclave de modernidad se localizan colonias populares y pueblos originarios de la ciudad por lo que se advierten marcados procesos de segregación residencial en convivencia con este territorio. Por ello este franco contraste socioeconómico y territorial está en la base de los conflictos sociales generados desde el inicio de este proceso de expansión territorial hasta la actualidad.

			Uno de los primeros problemas para analizar esta zona es su delimitación y dado que se trata de una extensión territorial heterogénea, compleja y muy grande, no se corresponde con ninguna delimitación político-administrativa, ya que, de hecho, se ubica entre dos alcaldías (anteriormente denominadas delegaciones). En este trabajo optamos por adoptar los límites establecidos por el Programa Parcial de Desarrollo Urbano de Santa Fe, aprobado en el año 2012, y que actualmente vigente.

			En este capítulo, después de presentar una breve historia de la conformación de este gpu, se propone una revisión conceptual sobre los diversos gpu, con los siguientes ejes de análisis: la influencia de la economía global en la gestión local, las transformaciones poblaciones y territoriales, la planeación urbana, la gobernanza local asociativa y la conflictividad social. Todas ellas fueron expuestas en el capítulo 1 de este libro.

			Breve historia de la creación y desarrollo de Santa Fe

			Con el gpu Santa Fe inaugura una nueva forma de intervención urbana del gobierno de la Ciudad de México, se dan los primeros pasos para crear una gobernanza asociativa (Ziccardi, 2018), sustentada en nuevas formas de asociación entre las elites técnicas, políticas y sectores claves del capital inmobiliario y de la industria de la construcción, con el fin de garantizar la creación de un espacio moderno, acorde con la imposición de la política económica neoliberal adoptada por el gobier-no nacional.

			El gpu Santa Fe comienza a desarrollarse en un momento en que Ciudad de México muestra las secuelas de una profunda crisis urbana, producto de los sismos del 19 y 20 de septiembre de 1985, en el contexto económico de la denominada década perdida. Expresión de esta situación es el deterioro y la precariedad de las condiciones9 de vida de las colonias populares, muchas veces irregulares, en las periferias de la ciudad central (Ziccardi, 1998; Cruz, 2006). La propuesta sobre un gran desarrollo urbano, localizado en el poniente de la ciudad, pretendía impulsar la articulación de la economía local a la globalización (Ziccardi, 2004).

			Un rasgo particular de este gpu es que se localizó en un territorio ocupado originalmente por pueblos rurales de origen prehispánico o colonial que conservan sus tradiciones, identidad y arraigo a su territorio. De hecho, el nombre del gpu Santa Fe se retomó del pueblo originario Santa Fe de los Naturales, que se localiza al noroeste del polígono y que cuenta con una gran riqueza de patrimonio tangible e intangible. Precisamente, estos pueblos son los que han generado diferentes formas de resistencia ante una dinámica de intensa transformación de su territorio y de la sociedad local entre un enclave de modernidad y los pueblos originarios tradicionales asentados en el territorio, entre la valorización del suelo por el desarrollo urbano y el valor ambiental de los bosques que rodean Santa Fe y que recargan los acuíferos y purifican el aire de la ciudad, en fin, la tensión entre dos modelos de ciudad, la ciudad neoliberal frente el derecho a la ciudad (Ziccardi 2018; 2019).

			En Santa Fe los procesos de poblamiento se han vinculado con las actividades económicas que se realizaron en diferentes momentos históricos: la agricultura, la fabricación de pólvora, la minería y, en el momento en que se inicia el nuevo desarrollo, su principal actividad era el procesamiento de desechos sólidos. Todas estas actividades fueron fuentes de empleo marginales por lo que siempre fue muy limitada la fuerza de trabajo que demandaron y que se localizó en la zona.

			La agricultura era una actividad económica importante para los pueblos originarios, aunque progresivamente perdió relevancia y muchos terrenos de siembra se vendieron. La producción de pólvora tiene antecedentes en el territorio desde fines del siglo xviii, pero a inicios del siglo xx cuando la Fábrica Nacional de Pólvora se reubicó en Santa Fe y se puede identificar como actividad propia de la zona. Se afirma que la inauguración de la fábrica impulsó el traslado de mano de obra especializada en esta industria y se edificaron algunos conjuntos habitacionales para los militares al noroeste del actual polígono (Ortiz, 2004) y, durante la década de 1940, la minería se consolidó como la actividad principal del pueblo de Santa Fe. Igualmente, la zona también era una de las principales proveedoras para la industria de la construcción de la ciudad.

			Todas estas actividades atrajeron a población de Ciudad de México y de otros estados de la república, entre ellos de Michoacán y el Estado de México, quienes se instalaron en el territorio y fundaron los asentamientos populares de Cruz de Palo, Cruz Manca, la Rosita, el 8 y Medio, el Pedregal, la Fe y la Cuchilla (Morán, 2006), ubicados en el borde sur del gpu Santa Fe. La industria minera durante tres décadas provocó el deterioro ambiental de la zona de Santa Fe y, en la década de 1970, dejó de ser una actividad atractiva y redituables para sus propietarios, quienes optaron por vender los terrenos (Castro, 2012).

			Las autoridades del Distrito Federal entonces decidieron instalar en el territorio un tiradero de basura a cielo abierto (Castro, 2012), que fue concesionado a dos familias de trabajadores de la basura (pepenadores) que vivían en ese territorio en la zona de Tlayacapa y de Prados de la Montaña. Castro (2012) calcula que aproximadamente dos mil personas habitaban los basureros cuando se desarrolló el gpu Santa Fe. Así, a finales de la década de los ochenta del siglo xx, los tiraderos de basura se cierran y comienza a desarrollarse el megaproyecto.

			La transformación económica del espacio urbano

			La zona de Santa Fe, seleccionada para desarrollar este importante gpu, se localiza al poniente de Ciudad de México. Es una zona de transición entre el área urbana consolidada y un área forestal, que forma parte del suelo de conservación ambiental. Se ubica en los territorios de dos alcaldías: Álvaro Obregón y Cuajimalpa y abarca una superficie de 931.64 hectáreas.

			Es un área de barrancas y escurrimientos naturales que provee a Ciudad de México valiosos servicios ambientales. Al mismo tiempo, las barrancas sirven de límite natural al área urbana y precisamente, uno de los argumentos utilizados para justificar la creación del gpu Santa Fe fue la restauración ambiental del suelo para proteger la riqueza natural de la zona.

			La inversión pública en infraestructuras y vialidades y la cesión de suelo barato a grandes consorcios para impulsar proyectos detonadores (universidades, bancos, nuevas tic) de un nuevo y moderno desarrollo urbano expresaban desde un inicio la intención de concentrar en el poniente de la ciudad actividades propias de los servicios avanzados que demandaran mano de obra de alta calificación y altos ingresos. Asimismo, como suele ocurrir en los gpu se convocó a los más prestigiados arquitectos para que diseñaran y construyeran edificios comerciales y habitacionales con diseños originales y exclusivos, de gran altura y que fueran símbolos de la modernidad que caracterizaría a este nuevo espacio urbano. Todo ello hace de Santa Fe un territorio donde se concentra el principal segmento de la economía globalizada, del capital financiero (bancos, seguros, informática) y la clase gerencial que las mismas demandan. Entre 1994 y el año 2000 se instalaron en Santa Fe numerosas empresas, tiendas, restaurantes y otras actividades económicas. En este periodo se registra un crecimiento de unidades económicas con una tasa media anual de 7.1%, mientras que de 2001 a 2007 y de 2008 a 2015 continuó la creación de unidades económicas a un ritmo constante, pero menos pronunciado; el crecimiento para ambos periodos es de 6.4% tcma (Reyes, 2015).

			Este es el principal motor del proceso de autosegregación residencial que protagonizan las clases altas. En las colonias residencia-les desarrolladas a partir del gpu se oferta vivienda catalogada como residencial plus.10

			La contrapartida es que las condiciones de vida de los pueblos rurales originarios y de las colonias populares, que conforman su entorno inmediato donde habitan familias de los sectores populares, han soportado precarias condiciones de trabajo y de vida. Un considerable número de estos trabajadores se desempeña como personal de apoyo para servicios generales: meseros, vigilantes, empleadas domésticas, entre otras ocupaciones. Asimismo, un rasgo principal de esta zona son las marcadas inequidades que existen en el acceso y calidad de los servicios urbanos y la vivienda.

			Migración de clase media y alta hacia Santa Fe y segregación residencial11

			En el año 2000 habitaban 15 877 personas en el actual polígono de Santa Fe, 95% en la alcaldía Álvaro Obregón y solo 5 % en la alcaldía Cuajimalpa. En la siguiente década, la población casi se duplicó, con un crecimiento promedio anual de 7.32%, muy por encima del perteneciente a Ciudad de México, cuyo promedio anual para el mismo periodo fue de 0.3% (inegi, 2010). En el año 2010, en el polígono de Santa Fe habitaban 27 494 personas, 0.3% de la población de Ciudad de México, divida en 47.8% hombres y 52.2% mujeres.

			La mayoría de los habitantes del gran emprendimiento urbano (81%) habitan en el territorio de Álvaro Obregón y únicamente 19% lo hace en Cuajimalpa. Esto se debe en parte a que en la alcaldía Álvaro Obregón se encuentran tres colonias populares del polígono: Jalalpa Tepito 2a Ampliación, Jalalpa el Grande y la colonia Carlos A. Madrazo. En estas colonias tiene una mayor densidad de población, mientras que en el sur poniente hay un mayor número de comercios y equipamientos y la vivienda desarrollada es en su mayoría de lujo, con densidades bajas (mapa 1).

			
				
					Mapa 1.

					Densidad de vivienda en el polígono de Santa Fe
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					Fuente: inegi, Censo de población y vivienda 2010. Elaboración de Alberto Rojo.

				

			

			El crecimiento acelerado de la población se explica principalmente por la migración de nuevas familias de clase media y alta hacia el polígono. Las colonias exclusivas donde se ha desarrollado vivienda residencial registran los mayores porcentajes de atracción, en particular, las colonias Santa Fe, Centro Ciudad, Santa Fe de la Loma y Santa Fe Cuajimalpa.

			La población del polígono es joven, 40.7% de los habitantes tienen menos de 25 años y una quinta parte de todos los habitantes (20.5%) es menor de 12 años. Además, está compuesta en su mayoría por parejas casadas o en unión libre (54.2%). El 36.1% de la población mayor a 12 años declaró ser soltera o nunca unida, 8.6% es divorciada, separada o viuda y 1.1 % no respondió.

			La Población Económicamente Activa (pea) está conformada por 58.9% varones y 41.1% mujeres. El 61.6% de los habitantes mayores de 12 años del polígono, es decir, 12 338 habitantes buscaron trabajo, o tenían trabajo cuando se realizó el censo, este porcentaje es 5 puntos mayor que el registrado para la Ciudad de México (inegi, 2011, p. 8).

			Los niveles más altos de desocupación se encuentran en las colonias de sectores populares: Carlos A. Madrazo, Jalalpa el Grande, Jalalpa Tepito 2ª Ampliación y la zona de barrancas, lo que nos indica que las actividades económicas del sector moderno de la economía que se localiza en el polígono desfavorecen mayoritariamente a los sectores populares. Las principales actividades en las que puede emplearse esta pobla-ción, que posee un bajo nivel educativo en trabajos de intendencia, son servicios personales, doméstico y actividades.

			En cuanto a la escolaridad de los habitantes del gpu Santa Fe, en 2010 únicamente 0.8% de los niños de entre los 8 y 14 años no sabían leer ni escribir; 95% de estos niños analfabetas habitan en las colonias populares de Jalalpa el Grande y Jalalpa Tepito 2a Ampliación. En contraste, en las colonias residenciales, habita 74% de la población mayor a 17 años con educación post-básica, equivalente a preparatoria, carrera técnica, universidad y posgrado.

			Finalmente, de 2000 a 2010 el grado promedio de escolaridad aumentó cerca de 2.3 años. Esto equivale a más del doble que el registrado en Ciudad de México, donde se pasó de 9.6 a 10.5 años de escolaridad. Este dato, junto con el porcentaje de población migrante reciente, muestra que al polígono del gpu llegaron a vivir familias con mayor acceso a la educación privada.

			La vivienda desarrollada en el polígono en esa década indica que migraron sectores de muy alto ingreso. Por ejemplo, de acuerdo con Reyes (2015), en las colonias Santa Fe, Centro Ciudad, Santa Fe Cuajimalpa y Santa Fe de la Loma, la vivienda está clasificada como residencial plus, y compuesta por departamentos desde 180 m2, penthouse, o viviendas unifamiliares dentro de fraccionamientos que cuentan con áreas comunes como gimnasio, alberca, salón de fiestas, pistas para correr, club de golf, seguridad privada, acceso restringido y, en algunos casos, helipuerto, como en el caso de Cumbres de Santa Fe y Bosques de Santa Fe.

			En relación con el grado de desarrollo social de la zona, el mapa 2 indica su gran heterogeneidad social.

			
				
					Mapa 2.

					Índice de desarrollo social en las manzanas del polígono de Santa Fe 2010
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					Fuente: inegi, Censo de población y vivienda 2010 y Evalúa DF 2005. Elaboración de Alberto Rojo.

				

			

			De acuerdo con el índice de desarrollo social calculado por Evalúa DF,12 en el polígono de Santa Fe hay manzanas con desarrollo social alto, bajo o muy bajo, y en muy pocos casos tienen un desarrollo social medio.

			Una sola colonia fue clasificada en su totalidad con un índice de desarrollo social alto (ver mapa 2). Este es el caso de la colonia Santa Fe de la Loma, ubicada al oriente del polígono, en la alcaldía Álvaro Obregón, y rodeada de áreas verdes. En esa misma sección del polígono, se ubican las colonias populares que presentan un índice de desarrollo social bajo y muy bajo. Asimismo, en el lado poniente del polígono, la colonia Santa Fe Cuajimalpa presenta manzanas con un índice de desarrollo social alto y cuatro zonas que en 2005 tenían un índice de desarrollo social bajo o muy bajo.

			Llama la atención que las zonas de la alcaldía Cuajimalpa que en 2005 presentaban un grado de desarrollo social muy bajo o bajo coinciden con los territorios donde en 2015 se construyeron desarrollos habitacionales de lujo, este es el caso de la zona habitacional Prados de la Montaña II, y la zona de Hueyatla, donde se ubica Cumbres de Santa Fe. Ambos desarrollos fueron contemplados dentro del Programa Parcial de Desarrollo Urbano Santa Fe de 2012.

			En síntesis, la mínima presencia de manzanas con un índice de desarrollo social medio indica que dentro del polígono existe una marcada segregación residencial y una gran desigualdad socioeconómica entre las colonias. Por un lado, vive una población con altos niveles educativos, en manzanas con alto desarrollo social y en viviendas con excelente nivel de habitabilidad en ellas y en el entorno urbano y, por otro lado, un sector de la población localizada en tres colonias populares que vive en condiciones muy precarias.

			Además, los datos censales indican la existencia de un proceso de homogenización de la población dentro del polígono del gpu y de procesos de expulsión de las familias de escasos recursos.

			El proceso de planeación urbana

			En 1987, la Ley de Desarrollo Urbano del Distrito Federal incluyó la figura de Zonas Especiales de Desarrollo Controlado (Zedec), con el objetivo de regular y ordenar el desarrollo de áreas con características y problemáticas particulares. En el caso de la Zedec Santa Fe, el discurso oficial priorizaba acciones para la protección ambiental, el saneamiento y el mejoramiento de la zona. En la distribución de usos del suelo se privilegiaba la conservación del medio natural al destinarse 31% de la superficie total a áreas verdes y la preservación ecológica, 23% se destinaba a vialidades y 19% a vivienda, el resto correspondía a equipamientos, comercio y oficinas.

			El Plan Maestro de Uso de Suelo y Regeneración de Santa Fe de 1989 enunció como propósito operativo principal constituir una oferta de suelo urbano.13 Cuando la Ley de Desarrollo Urbano del Distrito Federal de 1996 transformó a las Zedec en Programas Parciales de Desarrollo Urbano, la Zedec Santa Fe se transformó en Programa Parcial de Desarrollo Urbano de esa zona. En el mismo se regularizan los límites del área del gpu Santa Fe y se incorporan 87.86 hectáreas a la zona de Hueyatla, con lo que la superficie total oficial era de 843.79 ha e incluía la zonificación por usos homogéneos. También se incorporaron los llamados Polígonos de Actuación, que se definen como la superficie delimitada del suelo integrada por uno o más predios, que se determina en los Programas a solicitud de la Administración Pública o a solicitud de los particulares, para la realización de proyectos urbanos mediante la relotificación y relocalización de usos de suelo y destinos.

			El 10 de noviembre de 2004 se publicó en la Gaceta Oficial del Distrito Federal el Decreto que modificaba el Programa Parcial de Desarrollo Urbano de Santa Fe, para un sector de la entonces delegación Cuajimalpa, correspondiente a la zona La Mexicana, donde se permitiría la edificación de hasta 8 250 viviendas, lo cual, como se verá más adelante en este capítulo, no se concretó y en ese lugar finalmente se creó un parque urbano.

			Posteriormente, la Secretaría de Desarrollo Urbano y Vivienda (Seduvi), en coordinación con las delegaciones Álvaro Obregón y Cuajimalpa y la Asociación de Colonos Zedec Santa Fe A.C., fueron las encargadas de revisar el Programa Parcial de Desarrollo Urbano de la Zona de Santa Fe, publicado en la Gaceta Oficial del Distrito Federal el 12 de septiembre del año 2000. En este programa se establece una superficie total de 931.63 hectáreas, que se distribuyen principalmente en áreas verdes 28% y vialidades 20.56%. Es importante hacer notar que la intensidad de construcción es alta, aun cuando las superficies de desplante que se destinan a usos habitacional, servicios o equipamientos, representan una proporción relativamente baja.

			Con el objetivo de dar atención integral a la problemática de los asentamientos humanos irregulares, el Programa establecía la creación de una Comisión de Regulación Especial integrada por la delegación Álvaro Obregón, la Seduvi y la Secretaría del Medio Ambiente. Es importante mencionar que el Artículo Décimo Primero Transitorio del Programa refiere a la formulación de un estudio para analizar la desincorporación de las colonias Jalapa el Grande, Jalalpa Tepito 2da Ampliación y Carlos A. Madrazo para su incorporación al Programa Delegacional de Desarrollo Urbano de Álvaro Obregón. Como se vio en la primera sección, estas colonias representan los sectores populares de Santa Fe.

			La ubicación en una zona de transición entre el área urbana y el suelo de conservación ambiental le imprimía rasgos particulares al gpu Santa Fe y su entorno inmediato, ya que el discurso ambiental ha permanecido como la constante que justifica la actualización de los programas y planes con propósitos conservacionistas, aunque mediante actos administrativos progresivamente se transforman en acciones que favorecen los intereses del sector inmobiliario.

			De manera particular, en el Plan Maestro del predio conocido como La Mexicana, se formula una microzonificación que asigna 70% de la superficie total a un parque público y 30% a la edificación de un conjunto habitacional y de usos mixtos. Al ser partícipe de este Sistema de Actuación por Cooperación (Sac), la Asociación de Colonos de Santa Fe A.C., conforme al Artículo 78 de la Ley de Desarrollo Urbano del Distrito Federal, puede contar con estímulos para obras de infraestructura, equipamiento urbano y los servicios públicos que se requieran.

			No obstante, a pesar de que toda esta normatividad urbana y de excepción para la zona de Santa Fe se ha desarrollado, las acciones que surgen de las formas de asociación público-privadas se conducen según criterios propios del mercado inmobiliario. Asimismo, las principales funciones del sector público, al actuar como garante de los derechos universales de la ciudadanía y promover una ciudad inclusiva, suelen subordinarse a los intereses empresariales que cuentan con mecanismos formales e informales para incidir en los procesos decisorios más allá de lo establecido en los planes y programas vigentes para la zona de la ciudad, lo cual implica un modelo de gestión articulado en torno a propósitos de desarrollo social, económico, ambiental, que promueve la generación de consensos y acuerdos con una amplia representación de los diversos sectores de la población.

			La gobernanza asociativa y el modelo de ciudad neoliberal

			La gestión y desarrollo de los gpu implica la intervención de diferentes actores económicos políticos y sociales, portadores de intereses particulares que interactúan en el territorio y que imprimen características particulares a la sociedad.

			En Ciudad de México, como en otras ciudades latinoamericanas, durante las tres últimas décadas se han generado dos modelos de ciudad que coexisten conflictivamente. En uno de esos modelos de ciudad se promueve, desde el aparato gubernamental, políticas urbanas articuladas a las políticas económicas neoliberales con la intención de vincular las economías locales a la sociedad global (Ziccardi, 2019a). Este modelo de gobernanza asociativa entre técnicos, empresarios y políticos favorece la implementación de grandes proyectos urbanos. El otro modelo de ciudad se sustenta en el llamado “derecho a la ciudad”, como una apelación colectiva que plantea la adopción de criterios de universalidad, inclusión social y equidad en el acceso y calidad de los bienes y servicios urbanos, ambientales, culturales para lograr condiciones de vida adecuadas al conjunto de la ciudadanía (Ziccardi, 2018). El caso de Santa Fe expresa la conflictividad de esos dos modelos, ya que desde el aparato gubernamental se ha promovido durante todos estos años el desarrollo de un modelo de ciudad neoliberal, mientras que la población que habita en las colonias populares y pueblos de la zona luchan por permanecer en ese lugar y mejorar sus condiciones de vida, lo cual se inscribe en un modelo de ciudad para todas, en el que se haga efectivo el derecho a la ciudad.

			
				
					Mapa 3.

					Equipamiento de educación y salud en el polígono de Santa Fe
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					Fuentes: Secretaría de Educación Pública, Sistema de Información y Gestión Educativa, 2020, y Dirección General de Información de Salud, clues, 2020. Elaboración de Vianey Díaz.

				

			

			Dos modelos de gobernanza local y el gpu Santa Fe

			En el sexenio de Carlos Salinas de Gortari (1988-1994) y en el marco del proceso de globalización, se produce en México una profunda reestructuración de la economía. A la modernización de la estructura productiva, la venta de empresas del Estado y el achicamiento de su aparato y de funciones se sumó en 1992 la firma el Tratado de Libre Comercio (tlc) con EE.UU. y Canadá, el cual tendría vigencia a partir del 1 de enero de 1994. Se sentaban así las bases de una nueva relación entre las instituciones gubernamentales y la iniciativa privada que, en el caso de Ciudad de México, llevó a crear nuevas figuras jurídicas público-privadas para transformar la estructura económica y urbana de la ciudad y lograr la articulación de la principal metrópoli del país a la globalización.

			En este sentido, el gpu Santa Fe constituye la principal acción impulsada por el gobierno del entonces regente de la ciudad, Manuel Camacho Solís, que se inicia a partir de una fuerte inversión pública para la creación de las infraestructuras que requería esta zona para adecuar los terrenos. El gobierno de Ciudad de México activó Servimet, Servicios Metropolitanos, S.A. de C.V. una empresa que inició sus actividades como administradora de estacionamientos que había sido creada el 25 de julio de 1977. Esta empresa inmobiliaria fue la encargada de desarrollar la estrategia comercial, de proveer servicios urbanos y de la negociación con los actores inmobiliarios. Una de sus características importantes es que trabajó coordinadamente con la Asociación de Colonos Zedec Santa Fe, la cual representaba los intereses privados y de las grandes transnacionales de la zona.

			La Asociación de Colonos Zedec Santa Fe surgió en 1994. Aunque su nombre parecía representar a los habitantes de la zona, en realidad se conforma por representantes de empresas nacionales y transnacionales, dedicadas principalmente a actividades financieras, informáticas, educativas del sector privado ,que recibieron importantes incentivos para localizar sus sedes centrales en la zona, como fue el caso de Hewlett Packard, Bimbo, Banca Serfin, la Universidad Iberoamericana a las que se sumaron años más tarde, la uam-Cuajimalpa y sedes de instituciones de salud privadas para las clases altas como el Hospital ABC.

			En realidad, en el largo periodo del régimen del Partido Revolucionario Institucional (pri) como partido hegemónico, se establecieron fuertes vínculos entre las instancias gubernamentales de diferentes ámbitos de gobierno y las empresas constructoras encargadas de realizar las obras públicas, lo que conllevó a la instalación de una forma de gobernanza en la que confluían los intereses políticos con los de este sector de la economía. En el caso de Ciudad de México, en la realización de grandes obras como el metro y el drenaje profundo, así como los grandes conjuntos habitacionales, se advierte la presencia de un poderoso consorcio llamado Ingenieros Civiles Asociados (ica) (Ziccardi, 1981). Es decir, a pesar de que esta forma de gobernanza asociativa fue la que prevaleció, a partir de la década de los años ochenta se constituye el llamado movimiento urbano popular (mup) que, en contexto de las demandas de democratización que enarbolaban las fuerzas de izquierda, principalmente tras la creación del Partido de la Revolución Democrática (prd), protagonizó luchas sociales y urbanas que reclamaban otro modelo de ciudad y otra forma de relación gobierno-ciudadana.14

			Esto desembocó en la reforma política de 1996, la cual estableció que, a partir de 1997, la ciudadanía elegiría al jefe de gobierno del Distrito Federal. Ese mismo año ganó la coalición de izquierda encabezada por el ingeniero Cuauhtémoc Cárdenas. Sin embargo, durante los tres años de su gobierno no hubo cambios importantes en la gestión del gpu Santa Fe, más que la aprobación de un Plan Parcial de Desarrollo Urbano (ppdu) de la zona en 1997, que no modificaba el original. Por el contrario, con el lema “Una ciudad para todos” se instaló una forma de gobernanza participativa que abrió las puertas del gobierno de la ciudad a técnicos progresistas, grupos de académicos y miembros de Organizaciones de la Sociedad Civil, así como a políticos comprometidos con mejorar las condiciones de vida de los sectores populares15 (Ziccardi, 2009).

			En el año 2000, se reafirmó el triunfo electoral de la coalición de izquierda del prd y el jefe de gobierno del D.F. pasó a ser el licenciado Andrés Manuel López Obrador, periodo en el que, conel lema “Por el bien de todos, primero los pobres”, se reestructura el presupuesto en favor de los programas sociales y la ampliación del Programa de Mejoramiento de Vivienda (Ziccardi, 2009). Asimismo, en este periodo se realiza una de las más importantes obras de vialidad de la Ciudad, el segundo piso del Periférico que junto con la construcción de puentes vinieron a mejorar la accesibilidad de la zona de Santa Fe con el sur de la Ciudad.

			También en este periodo, se inició el cese de actividades de la empresa Servimet, que acumulaba varias demandas en su contra, y cuya actuación ha sido reiteradamente cuestionada; su cierre se concretó recién en 2014.

			En ese año y ya durante el gobierno del licenciado Marcelo Ebrard, se creó un Fideicomiso privado con un Comité Técnico conformado por siete miembros de los que cuatro eran designados por la Asociación de Colonos Zedec Santa Fe y tres por el gobierno de Ciudad de México. Posteriormente, en la toma de decisiones, se incluyeron a los delegados de Álvaro Obregón y Cuajimalpa. Sin embargo, no se incorporaron representantes sociales. De esta manera, al establecerse una estrecha relación entre las autoridades del gobierno de Ciudad de México y la Asociación de Colonos Zedec Santa Fe, se fortaleció la gobernanza asociativa, dado que en el marco de este Fideicomiso, las autoridades les otorgaron directamente recursos a esta asociación para la infraestructura urbana.

			Asimismo, en este periodo se creó el Programa de Mejoramiento de Barrios, una original y exitosa iniciativa gubernamental que incluye académicos y osc para la realización de varios proyectos en las colonias populares de la zona de Santa Fe (Mier y Terán, Vázquez y Ziccardi, 2012; Ziccardi, 2012).

			Posteriormente, este fideicomiso se convirtió en organismo público con el objetivo de captar la plusvalía generada en la zona e invertirla para el beneficio de tres pueblos originarios que rodean el polígono: Santa Rosa Xochiac, San Bartolo Ameyalco y San Mateo Tlaltenango. Para ello, se creó el Sistema de Actuación para el fomento de acciones para el mejoramiento de conservación, en el ámbito del Programa Parcial de Desarrollo Urbano de Santa Fe, en las delegaciones de Cuajimalpa y Álvaro Obregón. Con ello se adecuó esta estructura a la modificación introducida en 2010 a la Ley de Desarrollo Urbano, particularmente, con la eliminación del artículo que daba sustento legal a este fideicomiso privado. En este fideicomiso, tres de los seis pueblos originarios de Santa Fe lograron que se consideraran sus demandas, mediante inversiones puntuales provenientes de la obtención de plusvalía generada en el territorio donde se localizó el gpu Santa Fe.

			Es importante señalar que el diseño institucional creado para el desarrollo del gpu Santa Fe se fue transformando hasta transferir la administración a los gobiernos de las delegaciones Álvaro Obregón y Cuajimalpa. Sin embargo, en 2013, el Fideicomiso Público se disolvió y sus recurso se transfirieron a un organismo denominado Consejo Consultivo de Santa Fe, formado por el secretario de gobierno de Ciudad de México, los jefes delegacionales, otras instancias del gobierno central, así como también representantes vecinales y empresariales. No obstante, nunca tuvo sustento legal y su actuación dependía en gran medida de la voluntad política de los actores económicos y políticos involucrados en los procesos decisorios.

			Además, en este periodo el gobierno de la Ciudad impulsó un proyecto de construcción de vivienda social en uno de los terrenos con mejor localización, denominado La Mexicana, el cual como se verá en el próximo apartado no prosperó.

			Finalmente, en años recientes, durante el último gobierno del prd (2012-2018) en Ciudad de México, cuyo jefe de gobierno fue el doctor Miguel Ángel Mancera, se llevaron a cabo diversas obras en Santa Fe, entre las que destacan la finalización de la Supervía y el inicio de las obras del Tren Interurbano México-Toluca. Entre las obras de transporte, se llevaron a cabo el Nochebús y el servicio complementario de la Red de transportes de Pasajeros de la línea 7 del metrobús.

			Dos grandes obras que en este periodo generaron conflictos sociales entre los vecinos de Santa Fe fueron el andador turístico de Santa Fe y la finalización de una obra heredada del sexenio anterior, el Garden Santa Fe.

			A lo largo de casi treinta años el gpu Santa Fe se transformó en el más importante proyecto de expansión de la ciudad hacia el poniente, el cual fue destinado a ofrecer condiciones de habitabilidad acorde con las demandas de exclusividad y seguridad de los sectores de mejores ingresos. Asimismo, es comprobable la existencia de un considerable número de viviendas deshabitadas, lo cual indica que en esta zona se busca la protección del capital especulativo y/o capital de dudosa procedencia.

			Lo cierto es que esto fue posible porque se enmarcó claramente en políticas económicas neoliberales y se sustentó en la existencia de una forma de gobernanza asociativa entre las elites técnico-políticas y los intereses empresariales, la cual se consolidó y se impuso paradójicamente durante los gobiernos de una coalición de izquierda. Asimismo, es cierto que esto se dio de manera conflictiva ante la coexistencia de una forma de gobernanza colaborativa que enarbola el derecho a la ciudad (Ziccardi, 2018; 2019).

			Efectos urbanos y sociales del Proyecto Santa Fe

			Entre los efectos negativos que tuvieron los procesos de planeación urbana y del diseño institucional particular del gpu Santa Fe pueden mencionarse, por un lado, la puesta en evidencia del alto nivel de discrecionalidad y opacidad en el uso de recursos públicos destinados y/o generados a través de este gpu, expresión de las prácticas de corrupción del sistema político mexicano; por el otro, se acrecentó la segregación residencial y las marcadas inequidades que prevalecen en la zona en relación con el acceso y calidad a los servicios públicos.

			Asimismo, el gpu provocó un marcado proceso de fragmentación urbana. Como sostiene Daniel Kozak (2011), estos proyectos imponen límites duros en el interior del tejido urbano, es decir, crean obstáculos para usar y atravesar por un espacio, por lo que los mecanismos de exclusión social prevalecen.

			A ello se suma, como ya se dijo en este artículo, el haber ofertado un territorio para la auto-segregación, un enclave de las clases altas que se movilizan en automóvil particular. En contrapartida, es un espacio en el que las condiciones de vida de las colonias y pueblos originarios no han recibido el monto necesario de inversión que mejore las condiciones de habitabilidad de los sectores populares. Por ello, el gpu constituye un claro ejemplo de una acción público-privada que produce marcadas desigualdades urbanas, mientras acrecienta las desigualdades estructurales (Ziccardi, 2018).

			Precisamente para que un gpu pueda crear ciudad, debe tener ciertas condiciones urbanas y sociales básicas, no estar tan desconectado o aislado del resto de la ciudad y no profundizar las desigualdades sociales, creadoras de conflictos sociales, como en el caso de Santa Fe. Al mismo tiempo, deben crearse condiciones de integración social y urbana, identificar los actores locales y respetar sus costumbres y cultura propias.

			Conflictividad urbana y social en Santa Fe

			En el desarrollo del gpu Santa Fe, se produjeron diversos conflictos sociales entre los actores públicos, privados y sociales involucrados en un largo proceso que lleva casi treinta años. Durante la primera etapa, los conflictos surgieron ante la necesidad de liberar algunas zonas de este territorio, localizado al poniente de la ciudad y la resistencia de los grupos que fueron desplazados, principalmente, recolectores de basura que vivían dentro del polígono. Aunque también debe señalarse que habitantes del pueblo cercano de San Mateo Tlaltenango realizaron acciones de resistencia frente a las expropiaciones a las que fueron sujetos. Sin embargo, al ser pequeños grupos de población en condiciones de vulnerabilidad económica y social, se favoreció la negociación entre estos grupos y las autoridades. En los últimos años, en la medida en la que el proyecto se ha consolidado en el perímetro de sus límites, otros conflictos se produjeron por la realización de obras de infraestructura, principalmente vialidades, cuya finalidad fue garantizar la conectividad de este enclave urbano con la zona sur de la ciudad (mapa 4). Esto supuso afectar a familias cuyas casas estaban localizadas en esas zonas.

			
				
					Mapa 4.

					Conflictos en Santa Fe
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					Fuente: inegi, Secretaría de Comunicaciones y Transportes y Plan Parcial de Desarrollo Urbano Santa Fe, 2012. Elaboración de Alberto Rojo.

				

			

			La disputa por el predio La Mexicana

			El predio conocido como La Mexicana fue originalmente una mina de la que quedó un enorme socavón que posteriormente se rellenó con escombros provenientes de los edificios destruidos por los sismos de 1985, lo cual indica que es una zona de riesgo. Tiene una extensión de 41.22 hectáreas y presenta importantes limitaciones para la provisión de servicios básicos y de infraestructura. Sin embargo, entre 2001-2015, por ser la única reserva territorial de dominio público con posibilidades de desarrollo dentro del polígono, el gobierno de Ciudad de México planteó la posibilidad de construir viviendas, lo cual produjo diversos conflictos.

			Este fue detonado por dos hechos ocurridos entre 2011 y 2012, cuando se impulsó el proceso de actualización del Programa Parcial de Desarrollo Urbano del gpu Santa Fe, con la finalidad de construir 5 200 viviendas de interés social. A ello se sumó un decreto que permitió la puesta en venta del terreno (godf, 2012a y 2012b). A partir de entonces, los vecinos, dentro y fuera del polígono, pidieron la cancelación del proyecto habitacional.

			En el debate público, los habitantes del pueblo de Santa Lucía señalaron la necesidad de resolver primero el problema de los servicios públicos en la zona; mientras, los sectores de altos ingresos se inconformaron por la pérdida que supondría la llegada de más de 20 mil personas a la zona en su calidad de vida, una cantidad que representaba duplicar la población que habitaba el polígono en el año 2010 (Quintero, 2011; González, 2014).

			La demanda que articuló a los grupos opositores fue la construcción de un parque público, que se hizo presente en manifestaciones públicas, cierres de vialidades, cabildeo con asambleístas, denuncias ante la Procuraduria Ambiental y de Ordenamiento Territorial de la Ciudad de México (paot), así como amparos judiciales. Esta oposición llevó a que en el año 2015 se anunciara la cancelación de la obra y la construcción de un parque, el cual fue inaugurado en 2017 (Ocampo, 2015).

			El parque fue desarrollado a través de un Sistema de Actuación por Cooperación a partir del cual Fibra Danhos y Grupo Copri invirtieron en su construcción a cambio de la disposición de 30% de la superficie del predio para edificar y comercializar hasta 1 650 viviendas (Mi Parque La Mexicana, s.f.).

			La Supervía Poniente, cambios en el paisaje urbano-ambiental

			La Supervía Poniente es una vía de cuota de 5.24 kilómetros que conecta el sur de Ciudad de México con la zona de Santa Fe y pretende coadyuvar en la solución de los problemas de movilidad de este gpu. Sin embargo, su diseño implicó atravesar colonias de sectores populares densamente pobladas y zonas de valor ambiental (Portal y Sánchez Mejorada, 2017; Pérez Negrete, 2015).

			Estas obras desataron un conflicto que inició en 2008 y cuya intensidad se incrementó cuando se otorgó el título de concesión de la obra a través del decreto de expropiación de 2010. Las manifestaciones públicas en contra del proyecto articularon a vecinos de distintos niveles socioeconómicos, organizaciones no gubernamentales y especialistas en temas ambientales, urbanos y de derechos humanos (Portal y Sánchez Mejorada, 2017; Pérez Negrete, 2015).

			Si bien la oposición inició con la inconformidad por los procesos expropiatorios, durante el desarrollo del conflicto, el discurso opositor incorporó razones ambientales, omisiones y violaciones de derechos humanos, así como el hecho de que el beneficio se reducía a una vía de cuota confinada orientada exclusivamente a aquellos sectores de la población de más altos ingresos que poseen automóvil particular (Azuela, 2013).

			Sus reivindicaciones se sustentaron en el reconocimiento de que con esta obra se afectaba los derechos humanos y ambientales y no se consideraba el derecho a la participación de la población afectada en estas decisiones públicas ni se respetaba la legalidad vigente. La lucha de los habitantes supuso marchas, bloqueos, plantones y cadenas humanas. También hicieron uso de las nuevas tecnologías de la comunicación para difundir su movimiento a nivel internacional. De manera paralela, buscaron legitimar sus demandas a través de recursos legales y administrativos interpuestos en instancias del ámbito local, federal e internacional.

			Sin embargo, el 4 de octubre de 2012 se concluyó y se abrió la primera etapa y al año siguiente se inauguró la última parte del proyecto. Se trata de una vía que implicó una gran movilización de recursos y, si bien garantizó la accesibilidad de la zona de Santa Fe con el sur de la ciudad acelerando la movilidad automotriz, generó diferentes tipos de problemas urbanos en las colonias por las que atraviesa (Aldaz, 2012; Pérez Negrete, 2015).

			
				
					Cuadro. Conflictos gpu Santa Fe 2004-2020.

					
						
							
							
							
							
							
							
							
						
						
							
									
									Origen

								
									
									Actores promotores

								
									
									Medios para promover la obra

								
									
									Actores opositores

								
									
									Demanda

								
									
									Estrategia de resistencia

								
									
									Resultado

								
							

							
									
									Proyecto inmobiliario dentro del gpu Santa Fe

								
									
									Gobierno de la Ciudad

									Desarrolladores (Grupo Copri y Fibra Danhos).

									Asociación de Colonos Zedec Santa Fe

								
									
									Modificaciones a la normatividad que aplica al predio.

									Sistema de Actuación por Cooperación (público-privada)

								
									
									Vecinos dentro del GPU Santa Fe.

									Vecinos y Asociaciones de Colonos de ingresos altos y medios.

									Pueblo de Santa Lucía 

								
									
									Rechazo del proyecto inmobiliario

									Demanda de un parque público

									Participación ciudadana

								
									
									Amparos, solicitud de información pública y denuncias ante la paot

									Bloqueos de calles, manifestaciones públicas, cabildeo político 

								
									
									Parque La Mexicana a cambio de un proyecto inmobiliario (sin concluir)

								
							

							
									
									Vía de cuota para conectar el gpu Santa Fe con el sur de la Ciudad de México

								
									
									Gobierno de la Ciudad.

									Controladora Vía Rápida Poetas (Grupo Copri y ohl).

									Asociación de Colonos Zedec Santa Fe.

									Movimiento ¡Sí a la supervía! 

								
									
									Decreto expropiatorio por causa de utilidad pública de 126 inmuebles.

									Contrato para construir, financiar, explotar la obra por adjudicación directa. 

								
									
									Frente Amplio contra la Supervía Poniente

									(vecinos colonias afectadas, organizaciones ambientalistas y de derechos humanos)

								
									
									Cancelación de la obra y otras alternativas de movilidad.

									Transparencia, y participación.

									Respeto a los derechos humanos y a las zonas de conservación natural

								
									
									Amparos, solicitud de información pública y quejas en organismos de derechos humanos locales e internacionales. Denuncias ante la PAOT.

									Marchas, bloqueos, plantones, cadenas humanas. 

								
									
									Uso de la fuerza pública para concluir la Supervía, actualmente en operación.

								
							

							
									
									Construcción de obra ferroviaria que conectará la Ciudad de México con Toluca

								
									
									Gobierno Federal

									Gobierno de la Ciudad (tramo 3)

									Caabsa Constructora.

									Asociación de Colonos Zedec Santa Fe

								
									
									Licitación Pública para construir obra

								
									
									Pueblo Santa Fe de los Altos

									Frente Vecinal Poniente 

								
									
									Información Pública Participación Ciudadana

									Modificaciones al trazo de la obra. 

								
									
									Amparos, solicitud de información pública y quejas ante derechos humanos y la paot.

									Marchas, bloqueos, plantones, cadenas humanas.

									Redes sociales (Facebook)

								
									
									Modificación del trazo de la obra (sin concluir) 

								
							

						
					

					Fuente: Elaboración de los autores.

				

			

			Las manifestaciones sociales por la construcción del Tren México-Toluca

			El proyecto Tren Interurbano México-Toluca (titmt) tiene como objetivo conectar la Ciudad de México con el Valle de Toluca. Operará mediante 6 estaciones, una de ellas localizada en el interior del cpu Santa Fe, cerca del parque La Mexicana. A diferencia de los dos proyectos anteriormen-te descritos, fue promovido por el gobierno federal en colaboración con los gobiernos de Ciudad de México y el Estado de México.

			En su ruta cruzará por núcleos agrarios, áreas de valor ambiental y zonas patrimoniales, lo que produjo diversos conflictos por las expropiaciones, las afectaciones ambientales y las afectaciones del patrimonio histórico. A esto, se sumó la falta de información y transparencia.

			Los conflictos se detonaron en 2014 cuando se anunció la obra y se presentó el recorrido que, en el tramo que llega al gpu Santa Fe, pasaría por el Pueblo de Santa Fe de los Altos, en la parte de la avenida Vasco de Quiroga. Es por ello que, tanto los habitantes del pueblo como los comerciantes y transportistas establecidos a lo largo de esa avenida, se manifestaron públicamente en demanda de información sobre el proyecto, su ruta y posibles afectaciones.

			A las diversas manifestaciones públicas con cierres de vialidades se sumaron amparos jurídicos, quejas ante la Comisión Derechos Humanos, recursos ante la paot y solicitudes al inai sobre información pública. Debe señalarse que también hicieron uso de las redes sociales, a través de perfiles de Facebook para coordinar y comunicar sus acciones. Asimismo, buscaron vincularse con distintas instituciones académicas para realizar foros de discusión y propusieron alternativas de ruta. Entre sus argumentos se encontraban las afectaciones en su calidad de vida y limitaciones a su movilidad, el riesgo que suponía al patrimonio del pueblo y de las personas, así como los impactos en el comercio y la economía local. En septiembre del año 2015, después de muchas movilizaciones, se anunció la modificación del trazo original. Si bien esto representó un triunfo para los habitantes del Pueblo de Santa Fe, las afectaciones continuaron y ahora luchan por proteger un manantial afectado por el trazo de la obra (Ramírez, 2019).

			La poca claridad del trazo de la obra, los señalamientos documentados de corrupción y las resistencias han producido un retraso en la conclusión de la obra que se espera ocurra en 2024. Sin embargo, se ha cuestionado si los beneficios serán proporcionales a todos los costos sociales, ambientales y económicos que ha generado.

			En el análisis de estos tres casos se identifica que, si bien las obras que produjeron los conflictos fueron promovidas aludiendo a un interés general, en los hechos, respondieron a las problemáticas urbanas que enfrenta el gpu Santa Fe en, particular, en relación con su localización. El impacto de la creación de este gpu sobre las personas desplazadas o de las comunidades locales evidencia las desigualdades en cuanto a la repartición de cargas y beneficios. A ello se suman los impactos ambientales que ponen en riesgo la sustentabilidad de toda la ciudad. Asimismo, debe señalarse que estas obras públicas han logrado realizarse a pesar de las resistencias locales, por lo que su legitimidad social ha sido ampliamente cuestionada. En este sentido, los movimientos opositores se han erigido en verdaderas contralorías ciudadanas que realizan una vigilancia puntual de los proyectos.

			Un elemento común es la intervención de las instancias judiciales y de organismos autónomos, cuyo objetivo es la defensa de los derechos humanos y la vigilancia del cumplimiento de la normativa ambiental y de ordenamiento territorial, así como la articulación con grupos de académicos y organizaciones de derechos humanos y ambientales, quienes nutrieron la discusión pública sobre los efectos negativos de estas obras.

			Consideraciones finales

			El gpu Santa Fe representa el principal gpu de México, símbolo de la modernidad y de la transformación y apropiación de una gran zona dentro del perímetro de Ciudad de México, de la capital de la República, con la finalidad de servir a las actividades financieras y del sector terciario y moderno de la economía. Se trata de un gran espacio exclusivo que no incorpora los elementos simbólicos de la historia de la ciudad ni rasgos que lo vinculen con el entorno natural y social de los pueblos originarios que lo bordean; representa un nuevo escenario de la Modernidad. Su desarrollo se sustenta en procesos de fragmentación urbana, al crearse un verdadero enclave de habitación y trabajo para las elites económicas, y ante el surgimiento de grandes desigualdades sociales y urbanas, dada la existencia de colonias populares localizadas originalmente en este territorio.

			La creación de nuevos instrumentos y figuras de planeación y gestión urbana, sustentados en una forma de gobernanza asociativa entre las elites económicas, políticas y técnicas (Ziccardi, 2018), permitió la imposición de un modelo de ciudad neoliberal. La producción de bienes y servicios urbanos particulares, a partir del trabajo de arquitectos de prestigio internacional para diseñar edificios emblemáticos que simbolizan la modernidad, y la articulación de este espacio y de las actividades que allí se desarrollan con el mundo global.

			No obstante, diversos grupos de la población que enarbolan un modelo de ciudad sustentado en el derecho a la ciudad han desarrollado procesos de organización y lucha con el objetivo de contrarrestar algunos de los efectos sociales, económicos y ambientales que ha generado este gpu Santa Fe en Ciudad de México.

			Por otra parte, este gpu ha contribuido a acentuar la segregación residencial, al crear ambientes y espacios de exclusividad para las clases altas y las elites gerenciales que no se integran en la estructura de la ciudad consolidada y no favorecen la integración de las colonias populares del entorno, en tanto no se ha promovido una estrategia redistributiva que permitiese ampliar los beneficios públicos que los proyectos de gran escala debieran generar.

			El acceso de las personas al disfrute de los bienes y servicios de la ciudad tiene un referente espacial específico que se combina con distintas modalidades de poblamiento y regulaciones diferenciadas según el tipo de intervención, el ámbito territorial, la población objetivo, entre otros aspectos que acotan considerablemente la universalidad de los derechos.

			En este sentido, la acción gubernamental ha sido francamente muy acotada en generar mejoras en la calidad de vida en las colonias y pueblos que se localizan en el entorno del gpu Santa Fe. Ha sido la misma ciudadanía la que ha debido gestionar acciones y movilizarse socialmente y avanzar en hacer efectivo el derecho a la ciudad.
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			Grandes Proyectos, gentrificación y desplazamientos ¿Una relación necesaria?

			Gonzalo Rodriguez 1

			Introducción

			Un aspecto clave, aunque muy poco explorado de los Grandes Proyec-tos Urbanos (gpu), es su impacto sobre el entorno residencial donde se implantan. Buena parte de la literatura sobre gpu coincide en alertar sobre posibles efectos negativos en términos de aumento en el precio del suelo, gentrificación y el consecuente desplazamiento de la población originaria de clase baja. En sintonía con esta idea, la más reciente Conferencia sobre la Vivienda y el Desarrollo Urbano Sostenible Hábitat III, organizada por las Naciones Unidas, con sede en la ciudad de Quito, Ecuador, dio lugar a un documento donde expresamente se manifiesta en favor de las políticas de renovación urbana, siempre y cuando estas no vulneren el derecho a la ciudad, principalmente, la centralidad urbana y convivencia entre clases sociales.

			Evaluar el impacto de los gpu sobre su entorno residencial, específicamente, la gentrificación y el desplazamiento de la población originaria de clase baja, aparece entonces como un tema central que es preciso esclarecer. En el presente capítulo se exponen los resultados de un estudio exploratorio sobre la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, y dos gpu emblemáticos que se desarrollaron dentro del periodo 1991 y 2010: el Abasto y Puerto Madero. La pregunta clave a responder es si hubo o no gentrificación y desplazamientos en el entorno inmediato de estos gpu y, si los hubo, qué tan significativos fueron en relación con los ocurridos en otros sectores de la ciudad donde no existieron desarrollos urbanísticos de este tipo.

			La metodología propuesta es estrictamente cuantitativa e intenta lidiar con la principal limitación objetiva que es la falta de información precisa sobre trayectorias residenciales. Constituye un avance sobre una versión previa del instrumento que aplicamos al estudio del gpu Puerto Norte en Rosario y sus efectos sobre el barrio aledaño Refinería, al cual también nos referiremos a fin de establecer algunas comparaciones en cuanto a los resultados.

			Conceptos y antecedentes

			Los Grandes Proyectos Urbanos son operaciones de renovación urbana de gran escala, orientados a la transformación física y funcional de áreas estratégicas “relegadas por el declive de los usos funcionales otrora dinámicos en la etapa industrialista, para adaptarlas a los nuevos requerimientos de acumulación y consumo que plantea el capitalismo en su fase actual” (Cuenya y Corral, 2011: 28). Generalmente, se implantan en zonas que alojan usos obsoletos como ferroviarios, portuarios, grandes silos y otros equipamientos. Desde la lógica del empresarialismo, la asociación público-privada es una de sus características destacadas, en ella el Estado desempeña un rol como promotora a partir del cual aporta suelo, inversiones y cambios de normativa. El producto son nuevos espacios urbanos que incluyen una variedad de usos (comercial, residencial, oficinas, gastronomía, turismo, etcétera), orientados a usuarios corporativos y sectores sociales de alto poder adquisitivo. Los gpu buscan generar ganancias para los desarrolladores inmobiliarios e ingresos extra a los gobiernos locales, a fin de posicionar competitivamente a la ciudad en el mundo global. De esta manera, un gpu es diferente de un proyecto urbano grande.

			Hay posturas entusiastas, reformistas y críticas de los gpu (Jajamovich, 2019). Entre los entusiastas se valora la capacidad de los gpu para reconvertir grandes espacios urbanos obsoletos, en un contexto donde los estados cuentan con recursos limitados, por lo que necesitan recurrir a las ideas y recursos aportados por el sector privado. En cambio, los críticos ven en los gpu una estrategia dirigida a transferir recursos a los grandes actores privados y que no busca beneficiar al conjunto de la población. Por su parte, la postura reformista tiene puntos de contacto con las dos anteriores, pero confía en que los efectos negativos de los gpu pueden contrarrestarse mediante políticas que impongan a los desarrolladores obligaciones respecto a transferir parte de sus ganancias al conjunto de la ciudad (como la captación de plusvalías), contemplar espacios abiertos de uso público e incluso garantizar un componente de vivienda social que asegure cierto nivel aceptable de mixtura social.

			Críticos y reformistas tienden a coincidir en que los gpu constituyen un potencial desencadenante de gentrificación y desplazamientos de población de clase baja, ya sea en el área de intervención como en sus alrededores (Cuenya, 2011; Cuenya y Corral, 2011; Davidson y Lees, 2005; Lungo y Smolka, 2005; Rosenstein et al., 2016: 137). El argumento central o hipótesis es que la importante valorización del suelo que caracteriza a los gpu no se limita al área específica donde se implantan, sino que se extiende a las zonas aledañas. El precio del suelo en estas zonas se elevaría debido a que se vuelve más atractivo para nuevos habitantes de mayor poder adquisitivo y/o actividades de mayor jerarquía respecto a las previamente existentes. Dicho de otro modo, los gpu ejercerían una suerte de efecto contagio sobre su entorno.

			De este modo, la discusión trae a primer plano un problema ya clásico, pero de gran actualidad en investigación urbana: el vínculo entre gentrificación y desplazamientos. En este caso, como efecto —deseado o indeseado— de los gpu.

			La gentrificación ha sido objeto de abundante investigación y debate desde que la socióloga Ruth Glass acuñara por primera vez el término en 1964. Al analizar el proceso de aburguesamiento de barrios obreros céntricos en Londres, Glass observaba que:

			Uno tras otro, buena parte de los barrios de la clase trabajadora han sido invadidos por las clases medias [...] viviendas pobres y modestas cabañas [...] han sido tomadas cuando sus contratos de alquiler se han vencido y transformadas en residencias elegantes y caras. Grandes casas victorianas [...] han sido remodeladas nuevamente [...] Una vez que este proceso de gentrificación se inicia en un distrito, avanza rápidamente hasta que casi todos los ocupantes de la clase trabajadora original son desplazados, y todo el carácter social del distrito cambia (Glass, 1964:18).

			Desde aquella definición de Glass, el término gentrificación ha mutado en su significado y dando lugar a múltiples acepciones, más o menos fieles a la original. Para algunos, los desplazamientos aparecen como intrínsecos a la gentrificación, tanto así que coinciden en definirla directamente como un proceso de reemplazo de una clase social por otra (Herzer, 2008:19; Marcuse, 1985:199). Sin embargo, existe la discusión sobre si es o no correcto emplearlo para referir a otros procesos que no cumplen los “requisitos” apuntados por Glass hace medio siglo. Surgen así acepciones donde se admite el uso del término para referir a procesos que: 1) se desarrollan fuera de las áreas centrales, incluso periféricas (Sabatini, Robles y Vásquez, ٢٠٠٩); 2) involucran población original a la que más genéricamente se podría referir como de “clase baja”, es decir, no necesariamente mano de obra industrial en sentido clásico (Rodriguez y Cuenya, 2018); 3) pueden contemplar nuevos desarrollos edilicios aparte de la remodelación de viviendas preexistentes; y, 4) ocasionalmente, incluyen desplazamientos (Inzulza y Galleguillos, 2014).

			Sin pretender entrar en el debate sobre qué es y qué no es gentrificación, adoptamos una definición operacional del concepto que resulte lo más intuitiva y útil con respecto al problema de estudio. Entendemos por gentrificación un cambio significativo en el perfil socioeconómico de una zona residencial (previa y significativamente habitada y consolidada), a través de la llegada de población de mayor poder adquisitivo. Esta definición no asume el desplazamiento como un atributo intrínseco a la gentrificación. La razón es sencilla: al menos en teoría, el carácter social de un barrio podría alterarse (incluso de manera radical y a pesar de un aumento en los precios del suelo) exclusivamente en virtud de la llegada del nuevo tipo de habitantes, sin necesidad de que ocurra un solo desplazamiento. De esta manera, asumimos que los gpu pueden producir gentrificación con desplazamientos, gentrificación sin desplazamientos, e incluso, desplazamientos sin gentrificación.

			Con respecto al concepto de desplazamiento tal como lo empleamos aquí, refiere a un proceso de relocalización (cambio de zona de residencia) de la población de “clase baja”, económicamente condicionada por un aumento (absoluto o relativo) en el costo de permanecer en el lugar. Este incluye diversos rubros como alquileres, bienes y servicios de consumo diario, impuestos locales, etcétera. Puede incrementar en términos absolutos (con un ingreso familiar constante) o bien relativos, a partir de una baja en el ingreso familiar (con un “costo del lugar” constante) producto de una crisis económica personal o generalizada.

			Los desplazamientos pueden abarcar una gran variedad de situaciones; 1) inquilinos a quienes se les termina el contrato y no están en condiciones de renovarlo, por ejemplo, debido al aumento en el precio general del suelo en la zona producto de la gentrificación (el caso típico referido por Glass); ٢) hogares de clase baja propietarios de inmuebles, a quienes resulte beneficioso vender o alquilar su propiedad en vistas a mantener o incrementar su poder adquisitivo; 3) desalojo forzoso de ocupantes irregulares, ya sea de las llamadas “casas tomadas”,2 u ocupantes originalmente regulares que, sea cual fuese el motivo, transitaron hacia la irregularidad; y 4) aquellos nuevos hogares compuestos por personas (por ejemplo, una pareja de jóvenes), que originalmente habitaban en la zona o zonas similares y que, al conformar un nuevo hogar, se ven económicamente condicionados a hacerlo en una zona distinta. En cualquiera de las situaciones mencionadas, resulta indistinto si la relocalización hubiera sido negociada con el Estado u otros actores privados, por ejemplo, a través de créditos, subsidios u otro tipo de incentivos materiales para abandonar el lugar.

			Esta operacionalización del concepto de desplazamiento excluiría aquellas relocalizaciones que fueran producto de lo que algunos autores refieren como una percepción de desarraigo a partir de que el barrio deja de ser lo que era (Herzer, 2008:28; Janoschka, 2016:44), pues no se trata —necesaria y directamente— de una relocalización condicionada por el nivel socioeconómico.3

			Establecer empíricamente el vínculo entre gentrificación y desplazamientos es sumamente complicado, debido a un obstáculo fundamental: la ausencia de datos fehacientes sobre trayectorias residenciales y los motivos que llevan a los hogares a emprender una relocalización. Frente a la gentrificación, no sabemos quiénes, cuántos, por qué ni a dónde se van. Algunos autores sugieren que existe una intencionalidad del Estado en no producir estos datos, pues si existieran y los desplazamientos masivos pudieran cuantificarse, el Estado se vería obligado a hacer algo al respecto (Janoschka, 2016). Semejante afirmación puede parecer un tanto arriesgada, pues existen numerosos problemas sociales sobre los cuales este —o ciertos gobiernos— releva información y tampoco hace demasiado al respecto (como la pobreza y el desempleo). Con todo, podemos estar de acuerdo con que medir desplazamientos en el contexto actual es como intentar “medir lo invisible” (Atkinson, 2000).

			Ante la ausencia de datos, Wacquant (2008:199) sugiere que los propios investigadores podrían y deberían asumir la tarea de producirlos, ya sea a través de encuestas o estudios cualitativos (entrevistas, reconstrucción de trayectorias residenciales, etcétera). En esta línea, algunos estudios etnográficos han logrado documentar la existencia de desplazamientos, principalmente desalojos de ocupantes irregulares, vinculados a la gentrificación en ciudades anglosajonas y latinoamericanas (Barenboim, 2016; Carman, 2011; Newman y Wyly, 2006; Olivera y Salinas, 2018; Toscani, 2018). La limitación de estos estudios es la carencia de generalización estadística, y no alcanzan para contrastar los desplazamientos que se producen en alguna zona específica con los que se pudieran generar en el resto de la ciudad.

			Del otro lado, algunos estudios cuantitativos han aportado eviden-cias que refutarían la hipótesis que vincula gentrificación y desplazamientos (Ellen y O’Regan, 2011; Freeman, 2005; Freeman y Braconi, 2004; McKinnish, Walsh y White, 2008). Incluso se ha sugerido que muchos hogares pobres además de quedarse, consiguen incrementar sus ingresos y mejorar su situación económica general. Con respecto a la causa por la cual la gentrificación podría carecer de un efecto notable sobre los desplazamientos, se plantean algunas hipótesis. Freeman and Braconi (2004) conjeturan que muchos hogares pobres, especialmente si son propietarios, pueden hacer sacrificios económicos (ajustando o redirigiendo sus gastos) para poder permanecer en un barrio donde baja la criminalidad y pueden beneficiarse de más y mejores servicios. Según Slater (2006), tales evidencias son, sin embargo, insuficientes y no deben ser consideradas el veredicto final que venga a cerrar toda discusión sobre el tema.

			En general, los estudios realizados a partir de información censal y, en algún caso, encuestas oficiales (en algunas ciudades de EE.UU. y Reino Unido) carecen todas de alguna limitación en la forma en que construyen los indicadores, o en cómo interpretan los datos para inferir la existencia de desplazamientos. En síntesis, la medida en que los gpu efectivamente conducen al aumento en los precios del suelo, la gentrificación y desplazamiento en su entorno no ha sido de momento establecida con precisión.

			En el marco del proyecto que ha dado lugar a este libro, un primer intento por esclarecer el posible vínculo entre diversos gpu, gentrificación y desplazamientos fue un trabajo sobre la ciudad de Rosario (Rodriguez y Cuenya, 2018). En aquel trabajo nos preguntábamos si el gpu Puerto Norte podría haber tenido, entre 2001 y 2010, un efecto gentrificador en su vecino barrio Refinería. Para ello, se propuso una primera versión de un índice estadístico que —a diferencia de la versión actual— concebía los desplazamientos como constitutivos de la gentrificación. Identificamos como zonas gentrificadas aquellas donde hubo simultáneamente un cambio significativo en el perfil socioeconómico producto de la llegada de hogares de mayor nivel socioeconómico y una disminución de hogares de nivel bajo significativamente más intensa a la ocurrida en el conjunto de la ciudad (presuntos desplazamientos).

			La principal conclusión a la que arribamos en Rosario es que hubo una gentrificación leve e incipiente en el barrio Refinería, especialmente en el sector más próximo al gpu. Sin embargo, el nivel de gentrificación, comparado al ocurrido en otras zonas de la ciudad donde también hubo gentrificación, fue menor y sin la presencia de los gpu (cuadro 1). Encontramos que estas zonas, presuntamente gentrificadas, se distribuyen de acuerdo con un patrón espacial bien definido, dentro de lo que podríamos llamar el primer anillo que rodea al área central de la ciudad, y dentro del cual también se ubican Puerto Norte y Refinería. De esta manera, es imposible establecer si la incipiente gentrificación en Refinería fue consecuencia de Puerto Norte o si, de todas maneras, se produjo en ausencia del gpu.

			
				
					Cuadro 1.

					Radios censales presuntamente gentrificados según distancia al centro de la ciudad de Rosario (2001-2010).
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					Fuente: Rodriguez y Cuenya (2018).

				

			

			El análisis estadístico fue complementado con un trabajo de observación de campo y el relevamiento de otra información primaria y secundaria (evolución de precios del suelo y cambios en el mercado inmobiliario, entre otras). En gran medida, la información complementaria nos permitió reafirmar la idea de una gentrificación incipiente, pero no particularmente intensa. Entre las posibles razones destacamos la existencia de la Ordenanza 7892/05 que intencionalmente se propuso conservar el perfil histórico del barrio, introduciendo para ello fuertes limitaciones al aprovechamiento edilicio. Cabe mencionar que, sin embargo, para el año 2010 Puerto Norte estaba lejos de encontrarse plenamente operativo; puede ocurrir que con la culminación total de las obras y la ocupación completa de sus estructuras se haya intensificado la presión gentrificadora sobre el Barrio Refinería. Esperamos poder reexaminar el caso de Puerto Norte a partir de la información actualizada que brinde el censo 2020.

			Los gpu en la Ciudad de Buenos Aires

			La Ciudad Autónoma de Buenos Aires (caba) es el distrito capital de la República Argentina, con una jerarquía equivalente a las demás provincias del país. Con casi 3 millones de habitantes, integra la llamada Aglomeración Gran Buenos Aires (agba). La agba cuenta en total con aproximadamente 15 millones de habitantes y es la entidad geográfica que podríamos pensar como la “ciudad real”, el “continuo edificado” o simplemente la “mancha urbana”. Además de la Capital Federal, la se extiende sobre 32 municipios vecinos.

			En la caba, se desarrollaron dos gpu emblemáticos en la ventana de casi veinte años comprendidos entre los censos 1991 y 2010 (figura 1). A continuación, resumimos algunas características generales de ambos proyectos y sus entornos residenciales. Definimos como entorno de los gpu al conjunto de radios censales4 directamente limítrofes con aquellos radios censales comprendidos en o intersectados por el polígono del gpu (figuras 2 y 3).

			
				
					Figura 1.

					Abasto y Puerto Madero en la caba. 
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					Elaboración del autor.

				

			

			
				
					Figura 2.

					EL gpu Puerto Madero y su entorno.
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					Elaboración del autor.

				

			

			
				
					Figura 3.

					El gpu del Abasto y su entorno. 

					[image: ]

					Elaboración del autor.

				

			

			En 1989, el proyecto Puerto Madero comenzó a levantarse sobre 170 hectáreas de terreno público anteriormente destinadas a la actividad portuaria. Se encuentra estratégicamente ubicado a un lado del centro político y administrativo de la ciudad capital del país, frente al río y la Reserva Ecológica, lo que le brinda un paisaje único en la ciudad. Incluía un conjunto de dieciséis edificios obsoletos, pero de alto valor patrimonial (antiguos docks del puerto). La finalidad del proyecto fue la refuncionalización y comercialización de estas tierras con participación de inversores privados y empresas desarrolladoras, con destino a usuarios corporativos e individuos de alto poder adquisitivo. Veinte años después la superficie construida alcanzaba los 2.3 millones de metros cuadrados y la población estable rondaba las 16 mil personas (Cuenya y Corral, 2011). Actualmente, el precio del suelo en Puerto Madero es uno de los más altos de la ciudad rondando los 6-7 mil dólares el metro cuadrado. El gpu está comprendido por un solo radio censal de 1991, que por aquel entonces incluía también la Reserva Ecológica al este y, al sudeste, un sector ocupado por diversos equipamientos y empresas (Casino de Buenos Aires, astilleros Tandanor, etcétera), pero casi sin población.

			El entorno de Puerto Madero está compuesto por una franja de ocho radios censales que limitan al oeste con el polígono del gpu, pertenecientes a los barrios de San Telmo, San Nicolás, La Boca y Monserrat, y que forman parte del llamado casco histórico de la ciudad. Se trata de un sector urbano consolidado, donde si bien existe un importante uso residencial, conviven una amplia variedad de usos que van desde la Casa de Gobierno y otros edificios públicos, bancos, comercios, oficinas, sedes corporativas y equipamientos recreativos. Habitaban este entorno 1855 hogares en 1991, y 1961 hogares en 2010. El precio promedio del suelo es actualmente de 2500 dólares el metro cuadrado, mucho menor al de Puerto Madero (Fuente: Reporte Inmobiliario).

			Adicionalmente, existe un segundo entorno de Puerto Madero ubicado al este, frente a la Reserva Ecológica. Es un sector que no se encontraba urbanizado al comenzar el periodo de estudio, pero donde a lo largo de la década de los noventa y, especialmente, a partir de 2001 comenzó a poblarse un pequeño asentamiento informal conocido como Rodrigo Bueno. Conviene diferenciarlo del entorno anterior porque se trata de un sector que se urbanizó de manera irregular (por fuera de la lógica del mercado formal de vivienda), pero, además, porque en el censo 2010 quedó subsumido en un radio censal que también abarca una parte significativa de Puerto Madero. Dicho de otro modo, es imposible establecer la trayectoria sociodemográfica del Rodrigo Bueno. Existe información acerca de su cantidad de habitantes de acuerdo con censos locales específicos, pero no de las características socioeconómicas de los hogares. De acuerdo con Rodriguez y von Lüken (2011), los primeros pobladores se asentaron en el lugar a comienzos de la década del 80, alcanzando las 236 familias en 2002 y 390 familias en 2005. Según informa el Instituto de Vivienda de la Ciudad, 2 665 personas habitaban el barrio en un total de 563 viviendas en 2016.5 El surgimiento del asentamiento y su vínculo con Puerto Madero constituye a fines operativos un fenómeno en sí mismo que amerita un análisis diferenciado.

			El gpu del Abasto está ubicado en el límite de los barrios de Almagro y Balvanera. Su escala es significativamente menor a Puerto Madero, pues apenas abarca 4 hectáreas. Su principal componente (2 ha) fue la refuncionalización del antiguo edificio del Mercado Central del Abasto construido en 1889 y clausurado casi un siglo después en 1984 (D. Kozak, 2012; D. M. Kozak, 2011). El edificio fue reconvertido en una plaza comercial (Shoopping center) inaugurada en 1998. Otros dos componentes fueron la construcción, sobre antiguos terrenos ferroviarios, de un hipermercado y un complejo de cuatro torres residenciales dentro de un predio cercado.

			Según explica Kozak (2012) la inclusión del Proyecto Abasto en el marco teórico de los gpu demanda algunas aclaraciones. En primer lugar, su tamaño o escala es bastante menor a los parámetros que usualmente se aplican a la categoría de “grandes proyectos”. Pero, aunque el proyecto en sí se limitó a solo 4 manzanas, la operación completa del Abasto también incluyó la construcción de un hotel 5 estrellas y la compra de numerosos inmuebles ubicados en las inmediaciones por parte de la empresa desarrolladora (irsa) que fueron notablemente revalorizados a partir del Proyecto. En segundo lugar, la operatoria no incluyó la figura paradigmática del planeamiento de grandes proyectos que es la sociedad público-privada. Antes bien, el Proyecto Abasto fue resultado de una operación de Inversión Extranjera Directa (ied), que involucró distintos actores globales, entre ellos, el magnate George Soros, asociado a la empresa irsa.

			El proyecto Abasto abarca parcialmente dos radios censales de 1991. Uno de ellos incluye el Shopping en su totalidad y una manzana residencial lindera, por lo que a fines operativos será considerado parte del entorno.6 El segundo radio censal comprende tres manzanas: la del supermercado y la de las nuevas mega torres (ambas pertenecientes al gpu), y una manzana residencial preexistente (no perteneciente al gpu).7

			El entorno del gpu del Abasto abarca diez radios censales, con 2 738 hogares en 1991 y 3 139 dos décadas después. Se trataba entonces de un área predominantemente residencial, con un perfil socioeconómico de clase media y media baja, con fuerte presencia de hoteles pensión y conventillos. El barrio debía buena parte de su vitalidad a la presencia del Mercado, a partir de cuyo cierre muchos inmuebles cercanos fueron abandonados y progresivamente ocupados de manera irregular. Carman (2011) considera que el proyecto Abasto se propuso intencionalmente un “ennoblecimiento” en su entorno, reemplazando población de clase baja por otra de clase media y alta. La misma autora ha documentado testimonios y otros indicios de desplazamientos, tanto indirectos como directos, especialmente desalojos forzosos.

			Metodología

			La metodología propone analizar estadística y espacialmente las transformaciones sociodemográficas apuntando a determinar: 1) si han existido gentrificación y desplazamientos en el entorno inmediato de los gpu de Abasto y Puerto Madero, y 2) si han existido desplazamientos en el resto de la ciudad donde no se han desarrollado intervenciones urba-nas de este tipo. Incluye algunos ajustes e innovaciones respecto a la metodología empleada en dos trabajos previos en la ciudad de Rosario (Rodríguez y Cuenya, 2018) y Buenos Aires (Rodríguez, 2017). La principal diferencia es la distinción conceptual —y por ende operativa— entre gentrificación y desplazamientos. En aquellos estudios asumimos el desplazamiento como una condición definitoria de la gentrificación. La nueva definición retiene al menos dos aspectos esenciales de la definición de Glass. Primero, la idea del “cambio en el carácter social del barrio”; segundo, que este cambio involucra un grupo gentrificador. Pero difiere respecto a los desplazamientos, a los que consideramos ahora un efecto posible —mas no necesario a priori— de la gentrificación.

			Los datos utilizados tienen como fuente el Instituto Nacional de Estadísticas y Censos de Argentina (Indec) correspondientes a los censos de 1991 y 2010 a nivel de radio censal. Los hogares de la caba fueron agrupados en dos sistemas de categorías de nivel socioeconómico, utilizando como proxy la variable Máximo Nivel de Instrucción completado por el jefe o jefa de hogar8 (cuadro 2). Un primer agrupamiento consta de cuatro categorías: hogares NS1 (menor nivel), NS2, NS3 y NS4 (mayor nivel). De este agrupamiento nos interesa particularmente el NS4, que agrupa los hogares cuyo jefe posee estudios terciarios o universitarios completos. El segundo agrupamiento consiste en una reclasificación dicotómica de las cuatro anteriores: nivel socioeconómico bajo, NSB (categorías NS1 y NS2), y nivel socioeconómico alto, NSA (categorías NS3 y NS4).

			
				
					Cuadro 2.

					Categorías de nivel socioeconómico con base en el nivel de instrucción del jefe de hogar.
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					Elaboración del autor, con base en datos del Indec.

				

			

			Luego los datos fueron asociados a su respectiva entidad geográfica en software sig, utilizando la cartografía censal digital del Indec en su versión revisada y corregida por Rodríguez (2018). Con el fin de lidiar con el Problema de la Unidad Espacial Modificable o puem (Openshaw, 1984), los radios censales subdivididos en 2010 fueron restituidos a los límites originales de 1991.

			Para medir gentrificación y desplazamientos construimos dos índices estadísticos que adoptan como referencia la variación de la cantidad de hogares de cada grupo en cada radio censal, en relación con sus respectivas variaciones en la ciudad en su conjunto. En la ciudad de Buenos Aires la cantidad de hogares NSA aumentó 62%, mientras que los hogares NSB disminuyeron 36% (cuadro 3). Estos valores son consistentes con una tendencia nacional de movilidad educativa ascendente, donde si bien algunos jefes de hogar pudieron haber mejorado su nivel educativo al cabo de las dos décadas, se trata principalmente de un recambio generacional donde adultos mayores con menor nivel de estudios fallecen y —a nivel agregado— son “reemplazados” por nuevos hogares jóvenes con mayor nivel educativo.

			
				
					Cuadro 3.

					Cambios en la composición socioeconómica de los hogares en la Ciudad de Buenos Aires 1991-2010.
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					Elaboración propia con base en datos del Indec.

				

			

			Consideraremos “gentrificado” al entorno de un gpu si se constata que hubo: 1) una mejora significativa en su composición socioeconómica, y 2) una llegada significativa de nuevos hogares de mayor nivel socioeconómico. El índice de gentrificación se construye entonces a partir de dos condiciones lógicas. En primer lugar, dado que en la ciudad en su conjunto el grupo NSA incrementó su presencia relativa en 22 puntos porcentuales (y viceversa, se redujo en 22 pp el grupo NSB), el entorno en cuestión deberá registrar un incremento aún mayor, que aquí hemos establecido 26 pp. En segundo lugar, debe haberse registrado un aumento en la cantidad de hogares NS4 más intenso al ocurrido en la ciudad, para lo cual definimos el umbral mínimo de 1.1 veces la media urbana (donde incrementó su presencia en 96%). Asumimos que hubo gentrificación si se cumplen ambas condiciones.

			Para determinar si existieron (y con qué intensidad) potenciales desplazamientos en cada entorno y demás zonas de la ciudad, comenzamos por realizar una estimación de la cantidad de relocalizaciones de los grupos NSB y NSA. Entendemos por relocalizaciones aquellos hogares que presuntamente abandonaron una zona, independientemente de las causas y el lugar de destino. La relocalización incluye tanto los hogares “originarios” (existentes en 1991) como aquellos nuevos hogares jóvenes que, si bien surgieron en la zona, se constituyeron como tales fuera de ella9 en algún momento entre 1991 y 2010. La relocalización no es a priori sinónimo de desplazamiento.

			La cantidad de relocalizaciones (R) de un grupo puede aproximarse como la diferencia entre la cantidad de hogares observada (O) en 2010 y la cantidad esperada (E) en el mismo año, si el grupo hubiese registrado la misma variación proporcional (V) que en la ciudad. Si R es positivo, significa que hubo relocalizaciones; si R es igual a cero, no las hubo; y si R es negativo, hubo un crecimiento del grupo en la zona (nuevas localizaciones):

			E = O91 + (O91 ∙ V9110 )

			R = E–O10

			El índice de relocalización (IR) de cada grupo se calcula llevando R a porcentaje, es decir, respecto a la cantidad esperada (E). Al igual que con R, los valores negativos del IR se interpretan como el nivel en que aumentó la presencia del grupo en la zona:

			IR =  R   *100

			[image: ]

			E

			Si el IR de ambos grupos fuese positivo e idéntico, estaríamos en condiciones de asumir dos posibilidades. O bien la “preferencia de permanencia” en la zona es la misma entre los más ricos y los más pobres, y, por lo tanto, se han ido quienes se han querido ir, voluntariamente y sin condiciones, o bien, el incremento de la oferta de vivienda en la zona —si bien puede haber sido insuficiente para que todos los hogares permanezcan– ninguno de los dos grupos en particular ha sido “beneficiado”. En cualquiera de los dos casos, se asume que no hubo desplazamientos.

			En principio, diríamos que hubo desplazamientos allí donde el IR del grupo NSB es mayor al IR del grupo NSA, y que la intensidad de los desplazamientos ha sido mayor cuanto más grande resulte la diferencia. El índice de desplazamiento (IDZ) se calcularía, entonces, simplemente restando el IR del grupo NSA al IR del grupo NSB:

			IDZ = IRnsb–IRnsa

			Sin embargo, el valor exacto del IDZ nos interesa solo en aquellas situaciones donde el IR NSB es positivo y mayor al IR NSA. De allí que, para empezar, el IDZ debe asumirse como cero siempre que el IR NSB sea menor o igual al IR NSA, sin importar qué tan grande sea la diferencia. Adicionalmente, para la correcta estimación del IDZ debemos utilizar los IR corregidos (IRC), asignándoles el valor cero siempre que su valor real sea menor a cero. Si procediéramos distinto, podrían darse algunas inconsistencias, por ejemplo, obtener un IDZ mayor que cero allí donde, siendo ambos índices negativos, el IR nsb es mayor al IR nsa (es decir, estaríamos afirmando que hubo desplazamientos donde en realidad hubo nuevas localizaciones, con diferente intensidad, de ambos grupos). Entonces, el IDZC tendrá un valor mínimo de 0 allí donde no hubo desplazamientos, y un valor máximo de 1 allí donde hubo 100% de relocalizaciones y todas ellas fueron desplazamientos.

			IDZC = IRCnsb- IRCnsa

			El índice de desplazamiento debe ser interpretado como una simple aproximación al problema en estudio. Que el IDZC arroje un valor igual o menor que cero no debe interpretarse como ausencia total de desplaza-mientos. Un hogar NSB puede haber sido desplazado, pero “reempla-zado” por otro hogar NSB que llegó a habitar la zona, siendo esto algo que no podemos inferir de la información existente. Simplemente asumimos que, en término medio, los desplazamientos tenderán a ser mayores cuanto más alto sea el valor del IDZC.

			El IDZC se calcula en dos niveles o escalas: 1) el entorno de cada gpu, y 2) cada radio censal de la ciudad. Para el entorno de cada gpu, los índices se calculan a partir de los datos agregados de los radios censales que lo integran, lo cual nos permitirá concluir si hubo o no desplazamientos en cada entorno.

			Un valor alto del IDZC en un determinado radio censal puede ser un dato relevante en sí por resultar de algún evento particular que tuvo lugar allí, por ejemplo, el desalojo de un asentamiento irregular. Sin embargo, también es posible que resulte de otros eventos contingentes, incluyendo la eficacia con que nuestra variable nivel de instrucción del jefe realmente da cuenta del nivel socioeconómico en un radio censal particular. Es posible que determinado radio tenga un IDZC muy alto, pero que en realidad nada haya cambiado en términos del poder adqui-sitivo de sus habitantes. O bien, que el radio contiguo tenga un IDZ negativo, con lo cual existiría una cierta compensación. Es por ello que, al analizar los desplazamientos a escala de la ciudad, lo que nos interesa, además del valor del IDZC en cada radio particular, es identificar sectores de la ciudad donde aquellos radios con valores altos del IDZC tienden a agruparse en el espacio siguiendo un patrón estadísticamente significativo (no aleatorio).

			Para ello, una vez obtenido el IDZC para todos los radios de la ciudad, aplicamos la herramienta de mapeo de clústeres “Hot Spots” (lugares “calientes”) disponible en software ArcGis. Esta herramienta produce un mapa donde cada radio censal aparece coloreado en rojo (“caliente”) si se encuentra próximo a varios radios censales que presentan valores altos de IDZC, un color azul (“frío”) si se encuentra rodeado de radios censales con valor bajo, y un color amarillo si no existe un patrón estadísticamente significativo (lo rodean radios con valores bajos, medio y altos indistintamente).

			Aplicación de los índices

			Los cuadros 4 y 5 muestran las transformaciones socioeconómicas ocurridas entre 1991 y 2010 en el entorno de los gpu, de las cuales inferimos niveles de gentrificación y desplazamientos. Las evidencias estadísticas sugieren que ambos gpu habrían tenido un impacto parcialmente diferente sobre su entorno inmediato.

			En el entorno del Abasto se observa un proceso de gentrificación bastante fuerte. Los hogares NS4 (jefes con estudios terciarios o universitarios) incrementaron su presencia en el sector 1.9 veces la media urbana, pasando de 262 en 1991 a 732 en 2010. El perfil socioeconómico del sector también cambió, aumentando los hogares NSA en 29 puntos porcentuales, significativamente por encima de los 26 pp de la ciudad. Semejante gentrificación, sin embargo, tuvo muy poco correlato en términos de desplazamientos. Surgen solo 25 relocalizaciones de hogares NSB, que representan un IR de apenas 3%, y un IDZC también de 3 pp (dado que el IR del grupo NSA es negativo, es decir, hubo nuevas localizaciones de este grupo). Podemos hablar en el caso del Abasto de una gentrificación posibilitada por una amplia nueva oferta de vivienda destinada exclusivamente a los gentrificadores, pero casi sin desplazamientos.

			El caso de Puerto Madero es algo diferente, sin desplazamientos, pero tampoco gentrificación en su entorno. Los hogares NS4 aumentaron en cantidad 46%, pero muy por debajo de lo esperado (0,48 veces la media urbana). El grupo NSB prácticamente no registró relocalizaciones (IR 1%, 7 relocalizaciones). De hecho, la categoría NSA presenta un nivel de relocalizaciones mucho más fuerte (IR 9%, 139 relocalizaciones). Así, en la medida que ambos grupos registraron relocalizaciones, pero la del grupo NSA fue mayor a la del grupo NSB, el IDZC adopta el valor cero (ausencia de desplazamientos). Los datos sugieren entonces que hubo un éxodo de hogares de ambos grupos, principalmente los de mayor nivel socioeconómico. Una explicación posible es que la ampliación de la oferta de vivienda en la zona fue insuficiente, y muchos nuevos hogares (independientemente del nivel socioeconómico) surgidos en este entorno debieron asentarse en otro lado. Otra posibilidad –compatible con la anterior– es que el sector, en general, además de no ganar atractivo a partir del gpu, lo perdió para los hogares de nivel socioeconómico más alto.

			Cuadro 4. Hogares por categoría de nivel socioeconómico en Abasto y Puerto Madero, 1991 y 2010.

			
				
					
					
					
					
					
					
					
					
					
				
				
					
							
							 

						
							
							Puerto Madero

						
							
							Abasto

						
					

					
							
							1991

						
							
							2010

						
							
							1991

						
							
							2010

						
					

					
							
							Total Hogares

						
							
							1855

						
							
							100%

						
							
							1961

						
							
							100%

						
							
							2738

						
							
							100%

						
							
							3139

						
							
							100%

						
					

					
							
							Hogares NS4

						
							
							417

						
							
							22%

						
							
							609

						
							
							31%

						
							
							262

						
							
							10%

						
							
							732

						
							
							23%

						
					

					
							
							Hogares NSB

						
							
							924

						
							
							50%

						
							
							589

						
							
							30%

						
							
							1763

						
							
							64%

						
							
							1111

						
							
							35%

						
					

					
							
							Hogares NSA

						
							
							931

						
							
							50%

						
							
							1373

						
							
							70%

						
							
							975

						
							
							36%

						
							
							2028

						
							
							65%

						
					

					
							
							Superficie (ha)

						
							
							132

						
							
							
							132

						
							
							
							30

						
							
							
							30

						
							
					

					
							
							Densidad (Hog. por ha)

						
							
							14

						
							
							
							15

						
							
							
							91

						
							
							
							105

						
							
					

				
			

			Elaboración del autor con base en datos del Indec.

			 

			
				
					Cuadro 5. Cambios en la composición socioeconómica y nivel de desplazamiento en los entornos de Puerto Madero y el Abasto, 1991-2010.

					
						
							
							
							
							
						
						
							
									
									 

								
									
									Grupo

								
									
									1991–2010

								
							

							
									
									Puerto Madero

								
									
									Abasto

								
							

							
									
									Variación porcentual

								
									
									NS4

								
									
									46%

								
									
									179%

								
							

							
									
									NSB

								
									
									-36%

								
									
									-37%

								
							

							
									
									NSA

								
									
									47%

								
									
									108%

								
							

							
									
									Variación puntos porcentuales

								
									
									NS4

								
									
									9

								
									
									14

								
							

							
									
									NSB

								
									
									-20

								
									
									-29

								
							

							
									
									NSA

								
									
									20

								
									
									29

								
							

							
									
									Variación relativa a la ciudad

								
									
									NS4

								
									
									0,48

								
									
									1,87

								
							

							
									
									NSB

								
									
									1,02

								
									
									1,04

								
							

							
									
									NSA

								
									
									0,76

								
									
									1,73

								
							

							
									
									Hogares esperados 2010

								
									
									NSB

								
									
									596

								
									
									1136

								
							

							
									
									NSA

								
									
									1512

								
									
									1584

								
							

							
									
									Presuntas relocalizaciones

								
									
									NSB

								
									
									7

								
									
									39

								
							

							
									
									NSA

								
									
									139

								
									
									-312

								
							

							
									
									Índice de relocalización (IR)

								
									
									NSB

								
									
									1%

								
									
									3%

								
							

							
									
									NSA

								
									
									9%

								
									
									-20%

								
							

							
									
									Índice de relocalización corregido (IRC)

								
									
									NSB

								
									
									0,01

								
									
									0,03

								
							

							
									
									NSA

								
									
									0,09

								
									
									0

								
							

							
									
									Índice de desplazamiento (IDZ)

								
									
									NSB

								
									
									-0,08

								
									
									0,03

								
							

							
									
									Índice de desplazamiento Corregido (IDZC)

								
									
									NSB

								
									
									0

								
									
									0,03

								
							

						
					

					Elaboración del autor con base en datos del Indec.

				

			

			El surgimiento del asentamiento informal Rodrigo Bueno en las inmediaciones de Puerto Madero constituye un fenómeno interesante para informar, destacándose aquí la similitud con el caso de Puerto Norte en Rosario (Rodríguez y Cuenya, 2018). En ambos casos, el desarrollo del gpu se dio en paralelo a la conformación de asentamientos irregulares en su proximidad, dada la existencia de terrenos vacantes suficientemente extensos, y disponibles para ser ocupados (algo inexistente en el Abasto). Un análisis contra fáctico podría sugerir que estos asentamientos se habrían conformado aún sin la existencia del gpu, motivados simplemente por la buena ubicación respecto al área central. Pero también es posible que la presencia del gpu haya sido un factor determinante en su conformación, motivada en la demanda de mano de obra en rubros de la construcción, servicio doméstico y otros de baja calificación que mayormente caracterizan a la población que recurre a la informalidad como estrategia de acceso a la vivienda, fuentes de trabajo y otros valores de uso urbanos.

			Ahora bien, si no hubo desplazamientos significativos en el entorno del Abasto y Puerto Madero ¿los hubo en otro lado? La figura 4 muestra el valor del IDZC por radio censal en el conjunto de la ciudad. A simple vista, se puede advertir que los radios con nivel medio y alto de desplazamiento se localizan principalmente en el norte (al norte de la Av. Rivadavia). Sin embargo, la medida en que se distribuyen o no de manera aleatoria es poco clara.

			
				
					Figura 4.

					Índice de desplazamiento por radio censal en la CABA, 1991-2010. 

					[image: ]

					Elaboración del autor, con base en datos del Indec.

				

			

			La figura 5 muestra ahora el resultado del mapeo de clústeres, y permite obtener un mejor panorama de aquellos sectores y barrios donde tienden a concentrarse aquellos radios censales con niveles significativos de desplazamiento altos y bajos. A grandes rasgos se confirma la impresión original sobre que los desplazamientos habrían afectado principalmente al norte de la ciudad.

			
				
					Figura 5.

					Concentración espacial de zonas con y sin desplazamientos en la CABA, 1991-2010.

					[image: ]

					Elaboración del autor, con base en datos del Indec.

				

			

			En la zona norte se destacan, por su extensión, varios sectores:

			
					Un amplio sector entre las avenidas Santa Fe, Córdoba y Corrientes, que abarca Palermo y parte de los barrios de Almagro, Villa Crespo, Chacarita y Colegiales.

					Parte de los barrios de Belgrano y Núñez, a lo largo de la avenida del Libertador.

					Parte de Saavedra, Coghlan y Villa Urquiza, al norte de la avenida Congreso

					Sector al norte de la avenida Beiró–Los Incas, barrios de Parque Chas, Agronomía, Villa Pueyrredón y Villa Devoto.

					Norte del barrio de Caballito.

			

			En el sur de la ciudad, los desplazamientos aparecen como un fenómeno menos extendido. Aun así, vale la pena mencionar:

			
					El barrio de San Telmo, al oeste del entorno de Puerto Madero.

					Sector sur del barrio de Caballito, al oeste de la avenida José M. Moreno.

			

			Nótese que ambos gpu y sus respectivos entornos están por fuera de (aunque muy próximos a) los sectores donde se concentran los desplazamientos. Este dato es consistente con el análisis anterior, donde no encontramos niveles de significativos de desplazamiento en dichos entornos.

			La lectura de las zonas “frías” también puede resultar interesante. La mayor concentración de zonas sin desplazamientos se da en el sur de la ciudad, es decir, precisamente allí donde la teoría anticipa que deberían ser más significativos debido a la proximidad al área central, su composición sociodemográfica inicial (de clase baja) y su importante valor patrimonial. Se destaca un amplio sector que abarca la casi totalidad del barrio de Balvanera, y parte de San Cristóbal y Constitución, el tradicional barrio de La Boca. Desde luego, estas evidencias no descartan la posibilidad de que estos barrios constituyan potenciales focos de desplazamientos en la actualidad, o que lo sean en un futuro próximo.

			¿Y dónde están los desplazamientos?

			En este capítulo hemos procurado establecer si existe una asociación entre los gpu, gentrificación y desplazamientos en la ciudad de Buenos Aires entre 1991 y 2010. Empleamos una versión actualizada del instrumento previamente utilizado en la ciudad de Rosario. En aquella ocasión encontramos algunas evidencias no concluyentes de gentrificación incipiente o a cuentagotas en el barrio Refinería, vecino al gpu Puerto Norte. En este nuevo estudio, hemos asumido que los desplazamientos —y no la gentrificación— constituyen el principal problema a esclarecer al momento de evaluar el impacto de los gpu sobre el Derecho a la Ciudad, y por ello consideramos oportuno marcar una diferenciación teórica y operativa entre ambos conceptos.

			Nuestro principal hallazgo es que, en Buenos Aires, los gpu de Abasto y Puerto Madero no aparecen en líneas generales asociados con desplazamientos de población originaria de clase baja en su entorno. En el caso del Abasto hubo un nivel alto de gentrificación, el perfil del barrio cambió de manera notable, pero el nivel de desplazamiento fue casi nulo. En cambio, en el entorno de Puerto Madero no se encontraron evidencias de desplazamientos, pero tampoco de gentrificación. Hubo una leve relocalización de hogares de clase baja, pero muy por debajo del nivel de los hogares de nivel socioeconómico más alto, por lo que no correspondería juzgar dichas relocalizaciones como económicamente condicionadas de acuerdo con los supuestos metodológicos adoptados.

			Un segundo hallazgo relevante es que los desplazamientos han sido un fenómeno muy extendido en el resto de la ciudad, incluso, en sectores sin gpu. Hemos detectado fuertes evidencias de desplazamiento en barrios gentrificados como San Telmo y Palermo (no así en La Boca, donde hubo una gentrificación de tipo comercial antes que socioeconómica). Sin embargo, es principalmente el norte de la ciudad donde se verifican los niveles más altos de desplazamiento, en barrios que podríamos tipificar como de clase media antes que clase baja (Saavedra, Villa Urquiza, Chacarita, entre otros) y donde el desplazamiento no constituye un problema en la agenda pública y el imaginario social.

			Ahora bien, afirmar que los gpu no son la causa directa de los desplazamientos no equivale a despreocuparse del tema. Todo desplazamiento es malo, así sea uno solo. En este sentido es importante reconocer que la principal fortaleza de este trabajo es al mismo tiempo su principal debilidad. Al trabajar con grandes agregados estadísticos, los individuos se ven reducidos a simples estadísticas, se borran las subjetividades y anulan las experiencias individuales y colectivas (por ejemplo, los movimientos de resistencia y la tragedia de los desalojos). Complementar enfoques cuantitativos y etnográficos a partir de un diálogo entre ellos, sin duda, sería una buena alternativa, aunque generalmente es mucho más fácil sostener esta idea que llevarla a la práctica con el óptimo equilibrio.

			Los resultados de este trabajo son sugestivos, aunque no deben ser considerados concluyentes. Su única finalidad ha sido aportar a esclarecer un tema de especial relevancia en las grandes ciudades contemporáneas, en un contexto marcado por la ausencia de datos oficiales sobre trayectorias residenciales. Urge por ello que los organismos de estadística incorporen el relevamiento de información sobre cambios de residencia a través de alguno de los diferentes procedimientos continuos como la eph en Argentina. A pesar de las limitaciones, las evidencias encontradas invitan a los investigadores a romper cierto sesgo metodológico que muchas veces nos lleva a encontrar desplazamientos solo en aquellos lugares donde de antemano sabemos o intuimos que existen.

			En conclusión, podemos decir que, si los desplazamientos constituyen un problema a enfrentar, las políticas públicas que busquen garantizar el Derecho a la Ciudad deberán ser tanto de tipo focalizado (destinadas a abordar situaciones puntuales, visibles y/o sensibles a la opinión pública, como los desalojos) como integrales y capaces de atender el problema de un “desplazamiento invisible” que parece existir en muchos otros sectores de la ciudad.
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					1 Centro de Estudios Urbanos y Regionales, Consejo Nacional de Investigaciones Científicas y Técnicas (ceur-Conicet).

				

				
					2 En el imaginario social y académico, el fenómeno de los desplazamientos aparece mayormente ligado al desalojo (forzado u ocasionalmente negociado) de los ocupantes irregulares de casas tomadas, principalmente, debido a la visibilidad pública y el dramatismo que estos eventos suelen adquirir. Sin embargo, es posible que el verdadero peso de este tipo de desplazamientos, en relación con el resto, sea muy bajo.

				

				
					3 Resta preguntarnos cómo considerar aquellos hogares que —producto de un aumento en el costo del lugar— deciden cambiar de residencia a un inmueble, por ejemplo, más pequeño o de menor calidad, pero dentro de la misma zona o en otra zona similar. Aquí, la zona de residencia se mantiene, pero a costa de un sacrificio en la calidad de vida.

				

				
					4 El radio censal es el máximo nivel de desagregación espacial de datos censales en Argentina

				

				
					5 Actualmente, el asentamiento se encuentra en un proceso de reurbanización in situ, donde se procede a relocalizar las familias en nuevos conjuntos de vivienda linderas al asentamiento.

				

				
					6 Tanto en 1991 como en 2010, el edificio del Abasto se encontraba presumiblemente deshabitado, por lo que todos los cambios sociodemográficos registrados en este radio censal corresponderían a la manzana residencial lindera.

				

				
					7 Este radio censal fue excluido del análisis dado que es imposible discriminar a qué manzana corresponden los datos del censo 2010.

				

				
					8 El censo en Argentina no releva información sobre ingresos. Otras variables (como categoría y calificación ocupacional) que también podrían servir para segmentar socioeconómicamente a la población no están disponibles a nivel de radio censal para alguno de los dos censos. No utilizamos la variable NBI (Necesidades Básicas Insatisfechas) ya que combina atributos de las personas y las viviendas, es decir, atributos que las personas no necesariamente llevan consigo cuando cambian su lugar de residencia.

				

				
					9 Pensemos, por ejemplo, en una pareja de jóvenes que vivían en la zona con sus respectivas familias al comenzar el periodo y que, al decidir conformar su propia familia, lo hicieron en una nueva vivienda fuera de la zona.
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			Entre la “extensión de Puerto Madero hacia el sur” y el Distrito de Las Artes: renovación urbana, desplazamientos y organización colectiva en el barrio de La Boca 

			María de la Paz Toscani 1

			Introducción

			La Boca es un barrio tradicional de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires (caba). Principalmente conocido por su historia portuaria, el tango, el turismo en Caminito y el club Boca Juniors. A lo largo de su historia ha atravesado por diferentes momentos de degradación y empobrecimiento de las condiciones de vida, intervenciones estatales a través de políticas de renovación y también una fuerte historia de movilización de sus habitantes, principalmente, en torno al reclamo por las condiciones habitacionales y ambientales en las que se encuentra el barrio. A partir del año 2012 se puede advertir una nueva iniciativa pública de promoción del barrio a partir de su colocación como Distrito de Las Artes. Esto se observa en la inversión pública en infraestructura y mejoramiento del espacio público, sobre todo en el frente costero para lograr la “extensión de Puerto Madero2 hacia el sur”. Por parte del sector privado, se advierte una inversión en nuevos desarrollos destinados a un perfil socioeconómico de ingresos medio-alto. Estas cuestiones tienen un correlato en un aumento de desalojos3, principalmente de inquilinos en conventillos, lo que supone un proceso de desplazamiento de los habitantes tradicionales del barrio.

			El presente trabajo es una primera aproximación al estudio de los procesos de renovación urbana en el barrio de la Boca. El principal interés es conocer cómo se prepara el territorio desde el ámbito estatal, para el desarrollo de distintos emprendimientos urbanos y reconocer los conflictos urbanos en torno a ello. Se ha utilizado una metodología cualitativa a partir de observaciones participantes en distintas actividades en el barrio de La Boca y movilizaciones organizadas por La Boca Resiste y Propone (LBRyP)4 y con la utilización de fuentes secundarias, notas periodísticas, registro de movilizaciones, entrevistas y videos a referentes de distintas organizaciones, sitios web oficiales del gobierno de la ciudad y las desarrolladoras.

			Este capítulo se organiza en diferentes apartados. En primer lugar, se trabajan las categorías teóricas desde las cuales comprender algunas características y efectos de los procesos de renovación urbana en áreas consolidadas y con presencia de sectores vulnerables. Segundo, se presenta brevemente al barrio de la Boca. Luego, se aborda el accionar del sector público y del sector privado a partir del relevamiento de las distintas intervenciones realizadas para, a partir de allí, presentar la problemática de los desalojos, el rol de las organizaciones sociales y su accionar dentro del barrio. Por último, se proponen algunas reflexiones.

			Gestión neoliberal de la ciudad y conflictos urbanos

			En la nueva fase neoliberal de acumulación del régimen capitalista se puede observar el despliegue de una gobernanza específica, que ha acompañado el desarrollo de las ciudades. Esta ha sido definida por Harvey (1989) como empresarialismo urbano y caracterizada a partir de tres principios básicos: i) la asociación público-privada, con el uso del poder local para atraer inversión privada; ii) posee una lógica empresarial que orienta la acción, la cual es eminentemente especulativa y conlleva a la asunción del riesgo por parte del sector público y los beneficios para el sector privado; y iii) los proyectos se basan principalmente en la economía política del lugar en vez de la del territorio, es decir, trata es de promover proyectos específicos locales (estadios deportivos, centros comerciales o eventos cultural, etcétera) como estrategia de renovación urbana.

			Como señalan Cuenya y Corral (2011), esta gobernanza llevó a una redefinición en las prioridades de las políticas urbanas, en las cuales “la atracción de inversiones privadas se convirtió en un objetivo clave para contrarrestar la declinación económica de las ciudades y aumentar la base de sus recursos fiscales” (2011: 27), así como también expandir “las estrategias urbanas orientadas a maximizar el atractivo del espacio local para el desarrollo capitalista y contribuir a su posicionamiento en el escenario mundial” (ibid.). Lo anterior favorece a la consolidación de un nuevo patrón de urbanización enfocado en las necesidades del capital inmobiliario y de los sectores con mayor poder adquisitivo de la sociedad; como resultado de estas dinámicas se puede observar la generación de entornos urbanos exclusivos, como es el caso de los Grandes Proyectos Urbanos (Cuenya, 2016).

			Siguiendo con los planteamientos de Harvey (1989), el desarrollo de cualquier emprendimiento urbano y la reorganización de la vida urbana en general son procesos conflictivos, que suponen una coalición amplia de actores sociales y alianzas de clase, dentro de las cuales el gobierno local posee la función de facilitación y coordinación. El desarrollo urbano, en la actual lógica neoliberal, es un proceso regido por intereses contrapuestos, y expresa un conflicto urbano por la forma de apropiación del espacio y quiénes se verán beneficiados por ello. El conflicto es urbano, pues los posicionamientos de los diferentes actores –gubernamentales, privados y de la sociedad civil– desempeñan un papel importante, en cuanto a las perspectivas políticas e ideológicas de “cómo debe ser habitada la ciudad, quiénes tiene derecho a acceder a ella, cómo debe ser producida y consumida, qué lógica debe orientar (Guevara, 2012: 7).

			En un contexto de creciente elitización y mercantilización de la ciudad (Cuenya, 2016), el conflicto urbano expresa ganadores y perdedores en relación con el acceso a la ciudad y los bienes urbanos. Por ello, como señala Janoschka (2016), es importante incorporar al análisis de los grandes proyectos urbanos, los efectos de desplazamiento que pueda realizarse a los sectores populares. El desplazamiento puede definirse como “lo que sucede cuando fuerzas ajenas al hogar hacen que vivir allí sea imposible, peligroso o inasequible” (Hartman et al., en Slater, 2009). Como señala Slater: el desplazamiento evidencia una desigualdad de clase, dado que restringe las opciones de sectores de menores ingresos económicos de encontrar un lugar adecuado para vivir frente a la llegada de otros sectores con mayor poder adquisitivo a un mismo espacio. Por su parte, Janoschka (2016) distingue cuatro dimensiones dentro de la lógica de los desplazamientos que pueden ser incorporadas en el estudio empírico: i) como proceso material de índole económico-financiera, es la expulsión directa del hogar de un lugar concreto, se relaciona con la racionalidad económica del mercado de vivienda (alquiler, compra, venta) que posee efectos segregatorios y expulsivos concretos; ii) como proceso político, que otorga legalidad y acceso a las fuerzas públicas para la implementación material del desplazamiento. Implica actuaciones propias del estado como políticas públicas específicas, cambios de normativas, licitación de gpu, etcétera; iii) como proceso simbólico, involucra instituciones sociales y políticas, el Estado, los medios de comunicación y las representaciones de la vida cotidiana de las personas, que contribuyen al establecimiento de ciertas prácticas como “deseables” y otras como “criminables”. Con ello la posibilidad de estigmatización de las clases populares, a partir de la imposición de cierto estilo de vida colocado como hegemónico en el intento de homogeneizar el espacio urbano; y iv) como proceso psicológico que refiere al plano individual y el sentimiento de pérdida de lugar. Son los cambios que se realizan en determinado barrio (físicos, materiales, de uso) y que tienen efectos concretos en la subjetividad, aún sin haberse realizado el desplazamiento material. Esto genera aislamiento social y desvinculación con el entorno barrial.

			Frente a esto, Oslender (2002) señala que, dentro de esta complejidad presente en el espacio urbano, también pueden encontrarse expresiones de resistencia que permiten generar instancias diferentes al orden dominante. En tal sentido, el espacio no es solo “dominio del Estado que lo administra, ordena y controla (representaciones del espacio), sino la siempre dinámica y fluida interacción entre lo local y lo global, lo individual y lo colectivo, lo privado y lo público, y entre resistencia y dominación” (id.:13). De esta manera, se pueden evidenciar procesos de organización colectiva que se oponen a la implementación de dichas políticas de desplazamiento y que suponen “formas alternativas que cuestionan, desde la organización popular, los mecanismos de construcción de la ciudad neoliberal y proponen formas contrahegemónicas de producir, vivir y apropiarse de la ciudad” (Janoschka, 2016: 65-66).

			En torno a estos conceptos se continuará el análisis de los procesos dentro del barrio de La Boca.

			El barrio de La Boca

			La Boca se encuentra ubicado en la zona suroeste de la caba. Limita con los barrios de Barracas al oeste, San Telmo al noroeste y Puerto Madero al noreste, y con las localidades de Dock Sud y Avellaneda al sur, en el conurbano bonaerense. Es uno de los barrios más antiguos de la ciudad, que se consolidó principalmente por la llegada masiva de inmigran-tes que se asentaron en las proximidades del puerto. En su mayoría eran italianos, sobre todo genoveses, que le dieron al barrio su fisonomía actual, y se asentaron en un tipo de vivienda que hoy es característica, los conventillos.5 Durante las últimas tres décadas del siglo xix se desarrolla un proceso de consolidación de las actividades económicas del barrio, como astilleros, saladeros, velerías, jabonerías, corrales y tambos.

			En su historia más reciente se puede identificar diferentes momentos que han marcado un proceso de degradación del barrio. Durante la década de los 70, sufrió distintas políticas que afectaron el carácter industrial de algunas de sus zonas, e iniciaron un proceso de deterioro de las condiciones sociales y económicas de las familias del barrio. Un nuevo código de planeamiento restringió la instalación de actividades industriales y, simultáneamente, se promovió la creación de parques industriales en el área del Gran Buenos Aires. En los 80, se mantiene el proceso de pérdida de importancia de lo productivo y el deterioro ambiental y habitacional se hace más evidente (Herzer et al., 2007). Entre los años 1984 y 1986, con la vuelta de la democracia, desde la Municipalidad de Buenos Aires se promueve el recup-Boca, un programa para promover el desarrollo urbano y social de la población residente en el barrio, en un contexto histórico signado por el incremento de los desalojos y la incipiente movilización de la población afectada (Thomasz, 2017). En términos generales, se partía del diagnóstico de La Boca como una de las zonas más deterioradas de la ciudad y unos de los barrios con mayor porcentaje de hogares en condiciones críticas en piezas de conventillo (Jauri, 2010). En 1994 comienzan nuevas obras en el barrio para el control de inundaciones de la vera del Riachuelo que, como señalan Herzer et al. (2007), crean las condiciones para la recuperación urbana y revalorización del barrio. Se realizan diferentes intervenciones como reordenamiento del sector turístico, creación de paseos peatonales, definición de nuevas áreas históricas, declaración del bajo autopista 9 de Julio como espacio de urbanización-parque y rezonificación de sectores de suelo urbano que se encontraban vacantes. Entre 1997 y 2000 el Recup-La Boca es reemplazado por el Programa de Renovación de Conventillos, acotando la intervención habitacional a cuatro de los veintiún conventillos adquiridos en 1990 por la municipalidad. En el año 2000, se sanciona el “Programa de Rehabilitación del hábitat en el barrio de La Boca”, nuevamente, con el objetivo de brindar solución habitacional a la totalidad de las familias de bajos ingresos del barrio, como suponía el Recup-Boca (Jauri, 2010). El barrio se encuentra desde el 2006 declarado por la Ley 2240 en “Emergencia Urbanística y Ambiental, en lo que hace a la vivienda, servicios, equipamiento, espacios verdes y de actividades productivas”, la cual obliga al poder ejecutivo de la Ciudad a generar programas para la consolidación urbana y mejoramiento ambiental del barrio. Según refieren desde LBRyP, esta ley permanece incumplida6 hasta el día de hoy.

			Como ya han señalado Herzer et al. (2007) el barrio reúne características específicas que lo convierten en atractivo para el desarrollo de procesos de renovación urbana; i) su localización cercana al centro de la ciudad y las vías de acceso al área metropolitana; ii) el proceso de degradación acumulado a lo largo de los años, principalmente con la desindustrialización; y iii) un gran número de inquilinos y el mayor número de casas de alquiler de la ciudad. Adicionalmente, se puede señalar en los últimos años, que la proximidad que el barrio posee con Puerto Madero y su sanción dentro del Distrito de Las Artes, ha dado un nuevo impulso de renovación del barrio. Estas cuestiones serán trabajadas a continuación.

			Política de Distritos e intervenciones públicas

			En el periodo de estudio se puede advertir una nueva política de planificación y ordenamiento de la ciudad a través de Distritos Económicos que fomentan su rediseño y de la identidad de los barrios, principalmente de zona sur, a partir de la concentración de determinadas actividades económicas. Esto fomenta iniciativas de inversión en infraestructura y espacio urbano, con promoción de la instalación de nuevas empresas en la zona. Diversos estudios (Goicoechea, 2017; Thomasz, 2016) dan cuenta de un accionar estatal como facilitador del mercado a través de beneficios impositivos y asimismo una tendencia de mercantilización de los nuevos bienes urbanos y un criterio de exclusividad para su acceso. La Boca está incluido dentro del Distrito de las Artes,7 sancionado por Ley 4353, junto con los barrios de San Telmo y Barracas. Su icono es la Usina del Arte, un edificio que se construyó a comienzos del siglo xx para constituirse como el edificio de la Ítalo Argentina de Electricidad y que fue remodelado recientemente para ser utilizado como espacio cultural. Allí se realizan exposiciones de arte, conciertos, obras de teatro, actividades para niños, entre otras actividades que atraen a visitantes y turistas a esa zona del barrio. Esta ley establece un área territorial sobre la cual los beneficiarios que reúnan determinadas características (desarrolladores de infraestructura artística, centros culturales y educativos, Estudios de Artistas) son eximidos del pago de diferentes impuestos, (Ingresos Brutos, Impuesto al Sello, Derecho de Delineación y Construcción e Impuesto municipal, entre otros incentivos) con la condición de desarrollar una actividad relacionada con el arte. Esta Ley expresa una gran diferencia con respecto a políticas anteriores como el Recup-La Boca,8 donde sus destinatarios eran los habitantes del barrio, además de definir nuevos actores externos a quienes beneficiar para atraer sus inversiones o interés por vivir y trabajar en el barrio (Thomasz, 2016).

			Con posterioridad a la sanción de esta Ley, se puede advertir diferentes intervenciones en infraestructura urbana y, principalmente, de mejoramiento del frente costero con el objetivo de “revalorizar la zona”, “extender Puerto Madero hacia el Sur” y “mejorar la caminabilidad de Puerto Madero con el Distrito de las Artes”. A continuación, se presentan las obras (finalizadas en curso o proyectadas) con sus correspondientes años:

			
					Puesta en valor de diferentes calles: Brandsen —2013—, Suárez —2013— Necochea —desde avenida Pedro de Mendoza a Brandsen en 2015— y Suárez —2013—, Pedro de Mendoza por el bajo AU La Plata —2017—. En general, tuvieron que ver con mejoramiento de las veredas, realización de rampas de accesibilidad, mayor iluminación y la colocación de árboles y/o plantas. Se incluye el “Centro Comercial a Cielo Abierto” en enero de 2017, a partir del mejoramiento de la avenida Almirante Brown desde avenida Pedro de Mendoza hasta Martín García. Todas estas obras estuvieron a cargo de Corporación Buenos Aires Sur.9

					Mudanza de Ministerios Públicos —2015—: Con el objetivo de generar una “descentralización administrativa”, los Ministerios de Desarrollo Urbano, de Modernización, Ambiente y Espacio Público, Subsecretaría de Tránsito y Transporte y Sindicatura General de Ciudad, se mudaron del microcentro porteño al barrio de la Boca en la ex Fábrica de Canale, frente al Parque Lezama.

					Paseo Caminito: Renovación del entorno y puesta en valor de las fachadas —2017—: Se finalizó un proceso que comenzó en intervenciones anteriores e implicó mejoramiento y ensanchamiento de las veredas, la recomposición del adoquinado, la unificación del alumbrado público peatonal, entre otras. Se intervino en las fachadas a fin de recuperar elementos arquitectónicos de valor patrimonial que estuviesen afectados (Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, 2017b).

					Dique 0 —desde diciembre de 2017 a Julio de 2018—: El proyecto se propuso por el gcba para el desarrollo de nuevos espacios públicos y comerciales frente al río, con el objetivo de “revalorizar la conectividad peatonal del borde costero y la integración Usina del Arte-Puerto Madero” (Sitio Web InvestBA). Este proyecto está ubicado sobre avenida Pedro de Mendoza y Bajo Autopista Bs. La Plata, sin embargo, el sitio oficial Invest Buenos Aires10 se promociona como ubicado dentro de Puerto Madero. Los terrenos donde se ha desarrollado el proyecto Dique Cero son gestionados por la Administración General de Puertos y la Agencia de Administración de Bienes del Estado. Muchos de las oficinas que funcionan en el lugar (de Colonia Express, la Aduana y la Armada) deberán ser relocalizadas por el nuevo paseo ribereño. Hubo tres licitaciones para llevar a cabo los trabajos que fueron ganadas, dos de ellas, por Salvatori S.A., y la restante por Ciasa S.A. Apelando a la cuestión de seguridad el proyecto se propuso instalar una nueva sede de la Policía de la Ciudad (comisaría 22), asimismo, se construyó el Centro de Salud “Sanidad de Fronteras” y se “puso en valor” la Plaza Malvinas. También incluye la generación de espacio verde e infraestructura: barandas, iluminación, veredas, rampas, bicisendas, mobiliario urbano (Invest Buenos Aires, s.f.).

					Paseo Quinquela Martín —2017—: Se trata de un “paseo lineal” que recorre el borde costero y que busca darle continuidad con la estética ribereña desde Puerto Madero a la zona de Caminito (Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, 2017a). Se intervino en dos etapas sobre la avenida Pedro de Mendoza, desde las calles Rocha hasta la calle Hermandarias. Según el sitio oficial del Gobierno de la Ciudad, con esta obra se proveyó de nuevo equipamiento urbano y se rehicieron las veredas frentistas con rampas de accesibilidad y escaleras que resolver los desniveles existentes. También se mejoraron las condiciones de seguridad, a partir de la colocación de barandas en el borde costero y luminario. Se intervinieron un total de 35.700 m2, se generaron 5.738 m² de nuevo espacio verde. El área se promociona dentro de la página oficial del gcba como un área de paseo para los turistas “el área renovada se conecta con el tradicional Caminito y completa la superficie conformada por el Distrito de las Artes, generando un nuevo paseo para turistas” (ibid.).

					El Ministerio de Desarrollo Urbano y Transporte estuvo a cargo de las obras junto con Acumar.11 Este proyecto se inscribe dentro de la Puesta en valor de la Barraca Peña, que se detalla a continuación.

					Puesta en valor de la Barraca Peña —2018—: El proyecto, fue aprobado por la Ley 5958/2018, es un acuerdo entre el Gobierno de la Ciudad y Acumar. Se trata de un complejo edilicio que fue la primera conexión ferroviaria-portuaria del país. Se encuentra ubicada en avenida Pedro de Mendoza, entre Irla y Carlos F. Melo. El conjunto incluye ruinas arqueológicas que datan de 1774. Los inmuebles que aún persisten son La Lanera y La Pulpería, de 1860, Ia vieja Estación Barraca Peña de 1865, el puente ferroviario levadizo sobre el río, de1913, también se encuentran restos de un viejo Galpón (Castro, 2017). El proyecto de restauración será para la instalación de las oficinas de Acumar, la construcción de un Centro de Interpretación sobre la historia de La Boca y Barracas, en relación al Riachuelo. En el resto del galpón, se habilitará el paseo museográfico del galeón Pecio Zencity, un barco mercante del siglo xviii. (Revista Vivienda, 2017). Las obras aún no fueron realizadas.

					Fábrica de Arte del Teatro Colón: Se trata de un galpón que pertenecía a la firma francesa Descours-Cabaud de fierros y aceros, que funcionó a principios del siglo xx. Está ubicado en avenida Pedro de Mendoza 2143. El edificio ha sido renovado y allí funcionará como depósito de vestuario y escenografía del Teatro Colón. El lugar estará abierto al público. También se dictará la nueva carrera Artes Escenotécnicas del Instituto Superior de Arte del Teatro Colón (Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, 2020).

					Extensión del Metrobus del Bajo: planificado para el 2020. El primer tramo, de Retiro a San Telmo, se inauguró en junio de 2017. El proyecto contempla extender el metrobús hacia La Boca, por la avenida Paseo Colón y luego Almirante Brown. La obra se demoró por distintos conflictos que surgieron en relación con algunos edificios que se encontraron en la traza planificada, con valor patrimonial y que el gobierno quiere demoler.

			

			Asimismo, se pueden identificar modificatorias en la normativa para la rezonificación y venta de tierras públicas para el desarrollo inmobiliario privado, que suponen la posibilidad de desarrollo de gpu:

			
					Catalinas Sur II: La Ley 5912 del 2017 es una normativa urbanística especial para desafectar terrenos de Zonificación, de Urbanización Futura (uf) y rezonificarlos como “Catalinas Sur 2”. Se establece un convenio entre la Agencia de Administración de Bienes del Estado (aabe) y gcba para la venta de las dos parcelas (Fracción A de aproximadamente 15.824 m2 y Fracción B 11.507 m2). Se autoriza la construcción de edificios de perímetro libre con una altura de 90 m sobre la avenida Brasil y colectora de Autopista (30 pisos) y de 60 m sobre las calles Gualeguay y Caboto (20 pisos) y una capacidad de edificabilidad de 150.000 m2. Con un promedio de 80m2 por vivienda, se autorizaría la construcción de 1 875 viviendas, para una población aproximada de 5 000 personas (Observatorio del Derecho a la Ciudad, 2017b). Este proyecto ha recibido numerosas críticas por parte de los vecinos y organizaciones sociales de La Boca.12 Las tierras aún no han sido rematadas. Hay una medida cautelar que presentó el Darling Tennis Club, debido a que parte del predio a rematarse implicaría la pérdida de un tercio de las instalaciones de la entidad. El club está amparado por el Régimen de Promoción de los Clubes de Barrio y Pueblo, una ley nacional, la 27 098, ratificada por Ciudad, que asegura “el derecho a la propiedad” para aquellas instituciones deportivas “que tengan sus sedes construidas en terrenos fiscales” (Romero, 2019).

					Isla Demarchi: Nuevo Polo de Desarrollo Urbano: es un predio de 12 hectáreas lindero a Puerto Madero y ubicado en la Dársena Sur, del barrio de La Boca. Allí funciona la Dirección de Construcciones Portuarias y Vías Navegables, y la Escuela Naval Fluvial. En 2012, la expresidenta Cristina Fernández anunció que el terreno sería destinado al desarrollo del Polo Audiovisual y se conformó Nuevos Aires del Sur S.A., cuyas acciones son (90%) titularidad de la Anses, a través del Fondo de Garantía de Sustentabilidad del Sistema Integrado Previsonal argentino (fgs) y (10%) titularidad de la Secretaría de Comunicación Pública. El desarrollo del Polo se realizaría mediante la captación de inversión privada (Alonso, 2018). A través del Decreto de Necesidad y Urgencia núm. 1416/2013 se autorizó a la aabe la transferencia a título gratuito de la propiedad de este predio a favor de la referida Sociedad Anónima como aporte de capital (Observatorio del Derecho a la Ciudad, 2017a). En 2017, el expresidente Mauricio Macri dictó el decreto núm. 153/2017, que dejó sin efecto el destino de Polo Industrial Audiovisual y se conforma un “Nuevo Polo de Desarrollo Urbano”. Con el decreto se autoriza la venta del predio de la Isla Demarchi y los terrenos aledaños que pertenecen al estado nacional. Con el Polo de Desarrollo Urbano se pretende expandir Puerto Madero hacia el Sur para llegar a la Ribera del Riachuelo. El nuevo Código Urbanístico autoriza la construcción de torres a lo largo de la ribera del Riachuelo estableció que allí se construirá un Polo de Desarrollo Urbano (ibid.).

			

			La creación del Distrito de Las Artes y las distintas intervenciones gubernamentales dentro del barrio de La Boca pueden ser entendidas como una herramienta para el proceso político que da legitimidad y habilita los desplazamientos materiales. En tal sentido, actúan también en la promoción y generación de nuevos espacios elitizados dentro de la ciudad. Por ello, siguiendo a Thomasz (2016), el rol del estado en estas políticas de renovación debe comprenderse como “facilitador del mercado, generando las condiciones para atraer al sector privado, y de que la llegada de inversores privados podrá, a posteriori, traccionar tanto el crecimiento económico como el desarrollo urbano de los espacios involucrados” (2016: 152). Sobre el sector privado, se hablará a continuación.

			El negocio privado alrededor del Distrito de Las Artes y Puerto Madero

			Por el lado del sector privado se puede advertir que a partir de la sanción de la Ley de Distrito de Las Artes distintos inversionistas comienzan a comprar a bajo costo galpones, astilleros y viviendas para su reciclaje, ligados a actividades comerciales y de servicios culturales como base de un polo turístico (Sequera y Rodríguez, 2017). Asimismo, se puede encontrar el desarrollo de nuevos emprendimientos urbanos, como Emprendimientos de Usos Mixtos (eum),13 que se valen de edificios que quedaron del pasado industrial del barrio. En los anuncios publicitarios de los mismos y notas periodísticas se los menciona formando parte del Distrito de Las Artes sin prácticamente hacer alusión al barrio de La Boca. Asimismo, muchos poseen como estrategia armar una galería de arte solo para lograr eximición de impuestos, pero en los hechos no realizan realmente una promoción cultural al barrio. A continuación, se presentan los desarrollos relevados.

			
					Puerto Pampa —2013—: es un eum que, en su primera etapa, en el 2013, fue realizado por la Desarrolladora Qualis Development. Anteriormente funcionaba el Frigorífico Pampa. Se encuentra emplazado en las calles Pedro de Mendoza, Blanes y Caboto. El proyecto de acuerdo a su Master Plan se proyectó con más de ١٢٠.٠٠٠ m2, con más de 500 unidades que varían de 40 a 200 m2. Dentro de sus tipologías presenta viviendas, oficinas, suites, locales y ateliers. También suma una Galería de Arte. Esto último sirve a la estrategia de promoción para atraer nuevos interesados en este desarrollo: “una solución para todos aquellos artistas que deciden ubicar su lugar de trabajo en un contexto de producción cultural, como la que tenemos hoy en el Distrito de las Artes” (Prensa Real Estate, 2014). Otra particularidad que tiene en su promoción es que se pondera su ubicación dentro de la centralidad urbana en relación con la proximidad a Puerto Madero, sin mencionar al barrio de La Boca y la cercanía con el centro financiera de la ciudad (Estudio Brondschi, s.f.). Actualmente, solo se terminó una parte del proyecto y se encuentra paralizado por un conflicto entre accionistas e inversores y está a cargo de una nueva desarrolladora “Dique 0 Puerto Madero S.A”.

					Molina Ciudad —2012—: Este eum se encuentra ubicado sobre avenida Patricios, al límite con el barrio de Barracas. El edificio pertenecía a la ex fábrica de Alpargatas. Su desarrollo implica una remodelación del edificio para el uso residencial, comercial y oficinas. También posee espacio de amenities, gimnasio, spa, pileta, espacio verde y estudios de arte. (Ges Desarrolladora, s.f.). Este emprendimiento ha despertado diferentes críticas y denuncias por parte de la oposición porque del mismo tiene participación el Fideicomiso Caminito, del cual Mauricio Macri tiene acciones y la compra del mismo se realizó a los pocos días de sancionada la Ley de Distrito14.

					Paseo de Las Artes —2016—: Se trata de un complejo de galerías, plazas para actividades y estacionamientos que encuentra en el bajo autopista entre Caffarena y Aristóbulo del Valle. Ocupa 3200 metros cuadrados divididos en dos módulos, desplegados en tres manzanas. El mismo surgió como propuesta de la empresa Silos Areneros Buenos Aires S.A. y fue declarado de interés público por el gcba. Se hizo una licitación para la construcción y concesión por cinco años del paseo. Silos fue la única empresa que se presentó. Es promocionado en su sitio como “A pocas cuadras de Puerto Madero, frente a la Usina del Arte en el Distrito de las Artes de caba.” (Paseo de Las Artes, s.f.)

					Queen Caminito (en construcción): Será un inmueble de 6 pisos. Ateliers y estudios profesionales con kitchenette y baño completo, unidades de 2 y 3 ambientes con dormitorio en suite. Balcones y vistas a Caminito y a La Bombonera. Así como el resto de los emprendimientos, la forma de promocionarlo resalta al Distrito “con el objetivo de promover el arte, fortaleciendo el desarrollo de los artistas y sus instituciones, y afianzando a Buenos Aires como ciudad cultura, se impulsó la Ley 4353 que creó el Distrito de las Artes. Una iniciativa que además permite, mediante sus incentivos impositivos, revitalizar una zona relegada de la ciudad.” (Queen Caminito, s.f.)

					Filiberto Apart —en construcción—: El proyecto, según la página web de la desarrolladora, fue aprobado por la Ley de Distrito de Las Artes por la categoría de “desarrolladores de infraestructura artística y agentes culturales”. Posee una galería de arte. El eslogan del emprendimiento es “Casa hogar para las artes, para crear, vivir, soñar, gozar”. Es un edificio con certificación leed y posee dispositivos de ahorra de agua, gas y electricidad (Grupo Block, s.f.).

					Nuevo Estadio del Club Boca Juniors: Las tierras pertenecían al Instituto de Vivienda de la Ciudad (ivc), y fueron conocidas como “Casa Amarilla”. En septiembre del 2010 por un decreto, Macri (exjefe de gobierno) las cedió a la Corporación Sur S.A. En torno a este terreno existe una fuerte disputa judicial por su destino.15 Las organizaciones sociales denuncian que la venta de tierras al club es ilegal e inconstitucional por varios motivos: i) la Legislatura no discutió ni aprobó la venta; ii) porque, según la Ley 1251 de la ciudad, solo se autoriza a que el ivc transfiera la propiedad de sus inmuebles al gobierno para cumplir fines educacionales, de seguridad o de salud y son destinadas para uso privado orientado a cuestiones deportivas y comerciales; iv) Casa Amarilla se encuentra en el marco de la ley 2240, que declara la Emergencia Urbanística y Ambiental de La Boca que expresa la necesidad de proteger el espacio ver del barrio. Con la venta de estos terrenos se pierden 3 hectáreas.

			

			Las distintas intervenciones públicas y privadas, mencionadas anteriormente, contribuyen a un cambio simbólico dentro del barrio y este desplazamiento simbólico de desdibujar el tradicional arraigo del boquense para promover la llegada de nuevos sectores, sin embargo, hasta el momento no han significado un aumento del valor del suelo; por el contrario, se mantiene en uno de los valores promedio más bajos de la ciudad (Reporte Inmobiliario, 2020). Sin embargo, este hecho debe ser pensado como la oportunidad que a los inversores privados les genera el poder comprar los inmuebles por un bajo valor. Esto será desarrollado a continuación, en relación con la compra, principalmente de conventillos y su relación con los desalojos, expresión material del desplazamiento.

			Efectos en el territorio: desplazamientos y organización colectiva

			El barrio de La Boca posee una larga historia de movilización y organización de sus habitantes y una gran variedad de organizaciones sociales, políticas y culturales,16 que han significado una red de contención para afrontar sus problemáticas alimentarias, habitacionales y ambientales, a través de las distintas crisis económicas del país y momentos de desarrollo urbano (Lacarrieu, 1995). Muchas de ellas han acompañado y dado respuesta a los diferentes ciclos de expulsión-inclusión-exclusión de los sectores populares de la ciudad (Rodríguez, 2005). Toda esta historia permite comprender el contexto de conformación “La Boca Resiste y Propone” como referente de organización colectiva dentro del barrio. Se trata de un espacio multisectorial que reúne diferentes actores que intervienen principalmente, pero también accionan, mediante movilizaciones, denuncias y amparos, frente a las diferentes políticas o desarrollos privados que implican un incumplimiento de la Ley 2240 del barrio y en los últimos años poseen una participación muy activa en defensa de las personas afectadas por los desalojos.

			Los desalojos son la cara más visible del desplazamiento material que comienza a evidenciarse en el barrio de La Boca. Si bien es difícil construir una cifra exacta, los desalojos realizados en el barrio se han intensificado en los últimos años. A partir de declaraciones de LBRyP, se puede señalar que antes de la sanción de la Ley de Distrito del Arte se realizaba un desalojo cada dos meses y actualmente el número se eleva, en promedio, a tres por semana. En los últimos 5 años se han efectuado más de 1100 desalojos en el barrio. En enero del 2020 se denunciaba que, al finalizar la feria judicial, se daría curso a las 147 órdenes de desalojos que implican a más de 2000 personas. Parte de estos desalojos se explican por las características del stock edilicio del barrio. Como se señaló anteriormente, gran parte de los habitantes tradicionales del barrio alquilan una pieza en conventillos o inquilinatos. Los motivos de estos desalojos son variados; en muchos casos, principalmente en conventillos, se trata de un cambio de uso del inmueble. Lo que sucede con estos establecimientos es heterogéneo, ya que muchos de los conventillos, al morir el dueño original, quedan con herencia bacante y entran en remate. Quienes compran lo hacen a precios muy bajos, porque se trata de inmuebles muy antiguos y que en su mayoría son inmuebles ocupados. Es decir, el inmueble se vende a pesar de que la gente aún lo habite y, posteriormente, se inicia el juicio de desalojo. Otras veces también tiene que ver con un encarecimiento del valor de los alquileres que implica que las personas no pueden seguir pagando el alquiler. También se puede advertir incendios de edificios, tras los cuales se realizan desalojos administrativos por parte del gobierno. Estos incendios son una creciente preocupación en el barrio, ya que suceden por razones “oficialmente” desconocidas, y además de la pérdida del hogar, han provocado la muerte de muchos chicos del barrio (Herzer, Di Virgilio y Rodríguez, 2015).

			Las organizaciones sociales han desplegado a lo largo de estos años diferentes estrategias frente a intervenciones públicas y privadas dentro del barrio. Por ejemplo, acciones de amparos judiciales para frenar el avance de las medidas gubernamentales o inversiones privadas que atentan contra el cumplimiento de la Ley 2240. Lo realizado por las organizaciones ha conseguido también avances legislativos en defensa de derechos habitacionales y ambientales y logra, en cierto modo, obstaculizar y desacelerar el avance de la mercantilización del espacio público en el barrio, a la vez que continuar defendiendo la identidad tradicional del habitante boquense. Sin embargo, al no ir acompañadas por medidas gubernamentales para garantizar el pleno derecho del acceso a la vivienda y la ciudad, el avance del sector inmobiliario para sectores medios y altos es evidente y dificulta la permanencia de los inquilinos y habitantes tradicionales del barrio, lo que genera diferentes desplazamientos desde simbólicos a materiales.

			Como señala una de las referentes de LBRyP, “el tiempo para nuestros vecinos se acaba. Cada vez que llega un proyecto, como Puerto Pampa, Como Molina Ciudad, como Caminito Queen, como Filiberto Resort Apart, eso significa vecinos nuestros que ya no van a estar” (Radio Gráfica, 2019b).

			Reflexiones finales

			Las cuestiones aquí relevadas apuntaron a demostrar la dinámica que se genera en torno a los procesos de desarrollo urbano y el interjuego de actores estatales, privados y de la sociedad civil. En tal sentido se pudo observar dentro del barrio de La Boca cómo prepara el terreno desde la esfera estatal para facilitar el desarrollo de emprendimientos privados. También se puso en evidencia las distintas acciones que se realizan desde la sociedad civil para “impedir” ese avance.

			Si bien el Estado no es un agente monolítico, se puede señalar que la actual gestión de gobierno de la ciudad, expresa una gobernanza urbana neoliberal, que suele contribuir a un proceso de elitización de la ciudad. Por ello, es interesante observar las causalidades en torno a los procesos de estudio para ver de qué manera el gobierno, a través de sus políticas y leyes crea y modifica los espacios para fomentar procesos de acumulación y reproducción de capital en detrimento de los habitantes tradicionales del barrio. La utilización del efecto simbólico que posee Puerto Madero, como atractivo turístico y de inversiones privadas, sumado a los beneficios impositivos que se generaron por la Ley de Distrito de Las Artes para atraer a nuevos actores al barrio, producen efectos de desplazamiento simbólico y psicológico de la población. Se enaltece el arte y la figura del tango como forma de atracción de turistas o población de la ciudad de otros barrios, pero poco se hace por los habitantes tradicionales.

			La historia del barrio está marcada por distintos intentos de renovación y de desplazamiento de su población tradicional. Frente a ellos, los procesos organizativos han tenido un rol fundamental en la defensa del derecho a la vivienda y sobre todo en el planteo de formas alternativas a la lógica neoliberal de construcción de la ciudad. Dado que el proceso que se analiza se encuentra en curso, es imposible establecer conclusiones, tampoco se puede definir el resultado que este tendrá para La Boca.
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					1 Centro de Estudios Urbanos y Regionales, Consejo Nacional de Investigaciones Científicas y Técnicas (ceur-Conicet).

				

				
					2 Puerto Madero es identificado como la primera generación de Grandes Proyectos Urbanos de Argentina (Cuenya, 2012). Su ejecución comenzó en el año 1989. En el año 1996, mediante la Ordenanza núm. 26 607, pasó a ser reconocido como un barrio más de la caba.

				

				
					3 En líneas generales, se pueden diferenciar tipos de desalojos: i) legales, civiles, por falta de pago, o penales, por usurpación; e ii) ilegales, indirectos, a partir del incremento en el costo del alquiler, o directos, a partir del uso de la violencia física o psicológica. (Toscani, 2018) También se identifican los desalojos administrativos que tiene la potestad de realizarlos el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires (gcba) (Verón, 2013).

				

				
					4 Es un espacio multisectorial de más de diez años que reúne a diferentes organizaciones sociales, políticas y sindicales del barrio y algunas entidades públicas, a partir de la cual se proponen enfrentar las distintas problemáticas presentes en el barrio. 

				

				
					5 Este tipo de vivienda tienen su origen entre los años 1880 y 1890 en un contexto de crecimiento económico e inserción al mercado mundial como país agroexportador. La población inmigrante constituyó la fuerza de trabajo necesaria para el crecimiento productivo y significó una gran demanda de este tipo de vivienda, dado que sus bajos salarios no alcanzaban para acceder a otro lugar. Los conventillos del barrio de La Boca fueron construidos con chapa y pinturas sobrantes de los barcos del puerto, ello los diferenció de los del resto de la ciudad, que fueron casonas antiguas destinadas al alquiler por pieza. 

				

				
					6 En diciembre de 2019, LBRyP presentó un recurso de amparo frente al gcba y el ivc por el incumplimiento de dicha Ley. Contó con el patrocinio del defensor oficial Ramiro Dos Santos Freire, a cargo de la Defensoría Nº 5. Contó con el apoyo de 650 personas, entre ellas Taty Almeida, madre de Plaza de Mayo Línea Fundadora (Radio Gráfica, 2019a).

				

				
					7 Los tres restantes son: Distrito Tecnológico (Ley 2972 sancionada en diciembre de 2008), en los barrios de Parque Patricios y Nueva Pompeya; Distrito Audiovisual (Ley 3876 sancionada en septiembre de 2011) comprende a Chacarita, Villa Ortúzar, Paternal, Palermo y Colegiales; y Distrito de Diseño (Ley 4761 de noviembre de 2013) en Barracas. 

				

				
					8 Cabe señalar que, si bien a partir de presión de las organizaciones, se logró incorporar en la ley el artículo 29, donde se establece que se atenderá la vulnerabilidad social de la zona y se dispondrán acciones para facilitar la permanencia de las familias radicadas actualmente, en los hechos no va acompañados de políticas claras para garantizar dicha permanencia.

				

				
					9 La Corporación Buenos Aires Sur es una sociedad estatal creada por la Ley 470 del 2000, y tiene a su cargo el desarrollo social, económico y urbano de la zona sur de la Ciudad de Buenos Aires.

				

				
					10 Es el sitio oficial de la Agencia de Promoción de Inversiones y Comercio Exterior del gcba. Allí se promocionan las “oportunidades de inversión y negocios” dentro de la ciudad y se impulsa la marca ba para atraer inversores internacionales. 

				

				
					11 Las siglas refieren a Autoridad de Cuenca Matanza Riachuelo, es un ente autónomo, autárquico e interjurisdiccional que conjuga el trabajo con los tres gobiernos que tienen competencia en el territorio: Nación, Provincia de Buenos Aires y Ciudad Autónoma de Buenos Aires. El organismo se crea en 2006 mediante la Ley núm. 26168, para atender al deterioro ambiental de la Cuenca (Acumar, s.f.).

				

				
					12 Se presentan los principales puntos expuestos por el Observatorio del Derecho a la Ciudad (2017a): i) el proyecto debería haber surgido por la Unidad Ejecutora del Programa de Recuperación Urbanística y Ambiental del barrio La Boca de acuerdo a la Ley 2.240; ii) la zona de Catalinas Sur 2 se han densificado en las últimas décadas y no se han realizado las obras necesarias para mejorar la infraestructura existente. Asimismo, resaltan la necesidad de más espacios verdes en la zona; iii) el convenio habilita por Decreto Presidencial la venta de los inmuebles, incumpliendo lo establecido en la Constitución Nacional a partir de la cual, la venta de terrenos públicos debe ser aprobado por el Congreso de la Nación; iv) hay otro proyecto que fue presentado por los vecinos —proyecto de ley núm. 1.250-P-2017— para crear la Unidad Ambiental, Deportiva, Cultural y de Gestión Catalinas Sur.

				

				
					13 Las características de estos emprendimientos han sido trabajados por Cuenya, Toscani y Bermúdez en otro capítulo de este libro. Pueden ser entendidos como una nueva camada de proyectos urbanos que plantean una innovación en el estilo de vida, mediante la oferta de espacios urbanizados de alta calidad, que permiten a quienes pueden acceder a ellos, residir, trabajar, realizar compras, todo en un mismo lugar, a distancias caminables y en un ambiente relajado que suele presentarse como cool. Los emprendimientos de usos mixtos que se presentan aquí han sido relevados para el capítulo con Cuenya y Bermudez.

				

				
					14 Para ampliar información, se sugiere leer Palase (2016) y Pertot (2016).

				

				
					15 En febrero de 2016 el club Boca ganó la licitación de Corporación Sur, ante eso LBRyP junto con el Observatorio del Derecho a la Ciudad presentaron un amparo colectivo. Un fallo de primera instancia determinó que dicha compra era inconstitucional (Veiga, 2017). El club apeló a este fallo y en febrero de 2019, la Cámara de apelaciones revocó el fallo anterior y volvió a habitar a Boca para la construcción del estadio.

				

				
					16 Para una caracterización exhaustiva de las organizaciones sociales, se recomiendo consultar Herzer et al. (2007).
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			La producción del espacio estatal. Modalidades e innovaciones en los casos de Villa 20 y Villa Olímpica

			Pablo Elinbaum

			Cintia Daniela Bermúdez 1

			Introducción

			Sin dudas, los Grandes Proyectos Urbanos (gpu) son hoy el tipo de intervención que mejor representa el urbanismo neoliberal de los últimos treinta años. Según una definición más o menos consensuada, los gpu (Urban Megaprojects, en su definición anglosajona) son operaciones de renovación de gran escala, generalmente impulsadas a través de acuerdos mixtos público y privados, y modelos de gestión empresariales basados en el objetivo de revalorizar el suelo urbano (Jajamovich y Kozak, 2019). Estos emprendimientos han sido profusamente abordados desde diversas perspectivas teóricas e ideológicas, desde aquellas que los proponen como los modelos de gestión ideal en la era de la globalización hasta otras que señalan todas sus desventajas y se pronuncian en su contra (Lungo, 2004; Vainer, 2012; Cuenya, 2009). Desde estos enfoques, han sido estudiados en tanto herramientas de creación y captación de plusvalías inmobiliarias, como estrategias de renovación urbana, como motores de procesos de gentrificación y desplazamiento poblacional, como estrategias de marketing de ciudades, y como modelos de gestión del suelo que requieren de una asociación estatal-empresarial (Smolka y Furtado, 2001; Janoschka, 2016; Silvestre, 2017; Cuenya, 2012).

			Pese a la marcada diversidad de enfoques, algo en común entre la gran mayoría de las investigaciones ha sido la conceptualización de los gpu a nivel micro, como enclaves, y a nivel macro, como metáforas de la globalización. La decisión metodológica de delimitarlos y comprenderlos como fragmentos urbanos evidencia un sustrato epistemológico que no se debe soslayar, ya que tiene considerables consecuencias en la producción de conocimiento sobre este tipo de política urbana. Este modo particular de enfocar el problema, sin alzar la vista más allá de la parcela intervenida, es característico de la perspectiva postmoderna, también frecuente en las intervenciones y estudios sobre asentamientos informales. Estos territorios “singulares”, al diferenciarse de la trama urbana regular de la ciudad, son percibidos y concebidos generalmente como heterotopías: lugares que interrumpen la aparente continuidad y normalidad de los espacios ordinarios de la vida cotidiana (Foucault, 1984). Como consecuencia de la predominancia de este enfoque epistemológico-metodológico, centrado en lo fragmentario y lo excepcional, el papel que los gpu y la reurbanización de villas miseria han tenido en la producción del espacio estatal no ha sido problematizado. Sobre todo, cuando estos dos tipos de iniciativas estatales se conciben y desarrollan simultáneamente, dentro del mismo proceso de la urbanización y de un mismo territorio (localidad, barrio o distrito).

			Creemos que el análisis de esta convergencia puede echar luz, sobre las modalidades e innovaciones en la producción del espacio estatal y, también, en la propia concepción de los gpu y los espacios informales. De este modo, a través del estudio de la producción de estos espacios, intentaremos enfatizar algunas relaciones menos evidentes, dialécticas y dinámicas, con otros espacios y escalas territoriales, que suelen ser soslayadas tanto en las investigaciones enfocadas en unidades de estudio estancas, como en las políticas urbanas pretendidamente “integrales”. ¿Qué papel juega el planeamiento urbano en la producción del espacio estatal? ¿Cómo se relacionan los grandes desarrollos inmobiliarios y la reurbanización de las villas miseria concurrentes en un mismo distrito? ¿Por qué se habla de gestión integral del territorio cuando, al mismo tiempo, se crean instrumentos, instituciones y espacios cada vez más fragmentados y superpuestos? Responder a estas interrogantes es importante para tomar distancia del punto de vista que da por sentado que el planeamiento urbano es una disciplina eminentemente técnica, autónoma y ajena a la reproducción de los regímenes político-económicos. Se trata de ofrecer una lectura posible acerca del lugar específico que ocupa la práctica del planeamiento urbano en los estados capitalistas contemporáneos, y que evidencia su papel clave en la producción de la forma espacial del estado.

			El objetivo de este capítulo apunta a explicitar esas relaciones y ofrecer una interpretación que permita explicar los entramados de proyectos y estrategias espaciales a través de los cuales se producen nuevas territorialidades estatales. Este objetivo general se apoya en otros dos más específicos. Uno apunta a contribuir a la epistemología de la producción del espacio, al considerar diferentes enfoques: la teoría del Estado, la aproximación estratégica relacional, la aproximación institucionalista y la teoría crítica sobre el planeamiento urbano. El segundo objetivo específico pretende contribuir al análisis empírico del espacio estatal, sus procesos y formas, y los métodos para estudiarlo a partir de la combinación de múltiples dimensiones analíticas.

			A partir de los objetivos planteados, nos apoyaremos en un abordaje metodológico cualitativo a través del estudio de caso de dos planes especiales, el conjunto de viviendas de Villa Olímpica y la reurbanización de la Villa 20, concurrentes en la Comuna 8 de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires (caba). El análisis se centrará, por un lado, en la interrelación de dos dimensiones del planeamiento urbano —la institucional y la instrumental— y, por otro, en la consideración de dos unidades y escalas de análisis: la comuna y los distritos especiales. Optamos por esta aproximación multiescalar para evidenciar las causalidades entre las dimensiones y las unidades de análisis, pero, sobre todo, para mostrar los sutiles procesos de reescalamiento de las políticas públicas y el carácter estratégico de los proyectos estatales. En cuanto a las fuentes, nos apoyaremos en el análisis de diversos documentos oficiales (planes, proyectos, normas, convenios, reglamentos, etcétera), en la realización de entrevistas a informantes clave, y en la creación de planos y mapas ad hoc para contribuir con nuevas explicaciones para estos objetos y fenómenos.

			El capítulo se estructura en cuatro partes. Después de la intro-ducción; en el segundo apartado, describimos el marco conceptual y metodológico enfocado a partir de las tres mencionadas dimensiones analíticas. En el tercer apartado, desarrollamos los estudios de caso. Posteriormente, cruzamos y discutimos los resultados para concluir con una serie de reflexiones convergentes en los casos, sugiriendo posibles caminos para las futuras investigaciones.

			Planeamiento urbano y producción del espacio estatal

			Los últimos treinta años marcaron un hito en los estudios urbanos y regionales, a partir de los diversos giros espaciales que cruzaron transversalmente varias disciplinas al punto de desmembrarlas. Cada uno de ellos reveló asunciones tácitas, y a menudo problemáticas, en la base de las ciencias sociales, que permitieron elaborar una justificación más adecuada de las relaciones espaciales. En particular, desde mediados de los noventas se discutieron cuatro conceptos: territorio, lugar, escala y red (Dicken et al., 2001; Paasi, 2004; Sheppard, 2002). Si bien problematizan cuestio-nes específicas, estos conceptos están plenamente imbricados en términos teóricos y empíricos. Su relevancia ha estado íntimamente ligada a los esfuerzos por descifrar las transformaciones de la organización socioespacial en la gran escala, particularmente aquellas asociadas con la crisis del Fordismo, la intensificación de la “globalización”, la reestructuración de las geografías heredadas de la acumulación capitalista, la regulación estatal, la urbanización, la reproducción social y las luchas sociopolíticas (Jessop et al., 2007).

			A partir de los sucesivos giros espaciales, se cuestionó, en primer lugar, la concepción de “lugar” como algo fijo que ocupa un área determinada y autocontenida, o como unidad de organización socio-espacial aislada. Así, los lugares comenzaron a pensarse cada vez más como algo constituido de forma relacional, imbricado en procesos polivalentes y en conjuntos de relaciones sociales más amplias (Cresswell, 2004; Hudson, 2002; Massey, 1984; 1994). En segundo lugar, se cuestionó que la territorialización del poder político sea preconcebida por los estados a través de sus jurisdicciones nacionales, a lo que siguieron discusiones sobre los “territorios” con geometrías cambiantes y sobre el espacio de la estatalidad (Brenner et al., 2003). La década de 1990 vivió un controversial tercer giro espacial hacia la noción de “escala”, que tuvo su origen en los esfuerzos por descifrar cómo las relaciones globales, nacionales, regionales y locales heredadas estaban siendo recalibradas a través de la reestructuración del capitalismo y la racionalización del estado. Este giro apuntaba a comprender los procesos de producción de escala, los saltos y arreglos escalares (scale jump, scale fix), y sus impactos en la (re)diferenciación jerárquica entre las formas de organización socioespacial que se encuentran imbricadas, como las economías capitalistas, las instituciones estatales, los regímenes ciudadanos, y los sistemas urbanos (Collinge, 1999; Smith, 1995; Swyngedouw, 1997). Más recientemente, a partir del cuarto giro espacial, algunos académicos se han enfocado en las “redes”, particularmente, en formas transversales, “rizomáticas” de interconectividad inter-espacial (Amin, 2002; Castells, 1996; Taylor, 2004). La investigación sobre las geografías de las redes se ha robustecido en varios campos de las ciencias sociales —por ejemplo, en los estudios sobre las cadenas de mercancías, las interdependencias intra empresariales, los sistemas de gobernanza, las relaciones interurbanas, y los movimientos sociales (Grabher, 2006).

			Espacio estatal

			Con base en el marco epistemológico consolidado en los diferentes giros espaciales mencionados más arriba, nuestra investigación pretende indagar en los modos en que el planeamiento urbano produce el espacio estatal. Para eso nos enfocamos en sus dos escalas básicas de intervención y regulación: la general, regida por los códigos urbanísticos para toda la ciudad, y la especial, regulada por normas ad hoc que delimitan áreas parciales para intervenir mediante indicadores urbanísticos distintos a los del resto de la ciudad, tal como se da en los gpu y en la reurbanización de las villas miseria.

			Retomaremos de ese marco tres conceptos definidos por Neil Brenner (2004) en su libro New State Spaces. Estos conceptos —forma del Estado, proyectos y estrategias—, reformulan, en términos espaciales, algunas ideas desarrolladas por Robert Jessop (2007) en sus escritos sobre teoría del Estado. Según Brenner (op. cit.), la “forma espacial del estado” se refiere al principio de la territorialidad concebida sobre la base de unidades políticas formalmente equivalentes, moduladas y autónomas como, por ejemplo, los países, las provincias y los municipios. De forma complementaria, el concepto de “proyecto espacial” se refiere a aquellas iniciativas estatales que tienen como fin diferenciar y, al mismo tiempo, integrar la territorialidad institucionalizada del estado en jurisdicciones y niveles administrativos. Su objetivo apunta a coordinar las regulaciones urbanísticas, los vínculos fiscales, la provisión de servicios, la inversión en infraestructuras, etcétera. Por último, las “estrategias espaciales” son aquellas intervenciones y regulaciones que tienen como fin privilegiar el desarrollo económico y social de algunos territorios sobre otros, considerando la selectividad como una característica inherente al Estado.

			Asimismo, Brenner (op. cit.) sostiene que las políticas públicas urbanas producen discursos que tienden a retratar las instituciones estatales como entidades coherentes y estables. En términos de Jessop (2007), se diría que las políticas públicas urbanas contribuyen, a través de sus discursos, a producir “efectos de estado”, que crean una apariencia de estabilidad de las instituciones estatales, ocultando las luchas sociopolíticas que tensionan la forma estado, mientras evidencian su inestabilidad inherente. Por lo general, esa apariencia de coherencia y estabilidad de las instituciones del Estado tiene por efecto ocultar las desigualdades pro-pias del desarrollo urbano.

			Dos dimensiones del planeamiento urbano

			A partir de los objetivos planteados, en este punto nos centraremos en la descripción de las dimensiones y variables analíticas que apuntan a mostrar cómo los planificadores urbanos producen el espacio estatal. Para comenzar, parece pertinente indagar antes en cómo “operan” las políticas públicas denominadas, en general, “planes urbanos”. Con base en el estudio clásico de Faludi (1994), recuperamos dos dimensiones básicas: la institucional y la instrumental.

			Desde el punto de vista institucional, los planes urbanos se caracterizan por el entramado de los organismos que participan en su diseño e implementación, y por los marcos legales de cada país (Newman y Thornley, 1996; CEC, 1997). Dicho de otro modo, el planeamiento —sus políticas y modelos— reproduce en esencia las estructuras institucionales y los sistemas normativos a través de los cuales se desarrolla (Janin Rivolin, 2008). Estos marcos pueden ser de dos tipos: “conformativos” o “movilizadores”. El primero se caracteriza por un enfoque tradicional y amplio, que aspira a “conformar” proyectos unitarios en una estrategia integral, en la cual los actores están obligados a participar. En cambio, los marcos movilizadores están menos institucionalizados y promueven aquellos proyectos capaces de “movilizar” una estrategia desestructurada donde los actores son invitados a participar (Janin Rivolin, op. cit., p. 167). De este modo, el planeamiento urbano puede estar “conformado” por una institución monolítica o “movilizado” por una coalición de actores involucrados en la gestión o en su proceso de elaboración (Faludi y van der Valk, op. cit.; Roodbol-Mekkes et al., 2012; van Duinen, 2013). En general, los distintos enfoques institucionales del planeamiento, confirmativos o movilizadores, coinciden con las formas en que se conciben las escalas espaciales y de intervención, respectivamente, a partir de proyectos verticales o, más bien, horizontales.

			Además, las instituciones de planeamiento están dotadas con diferentes tipos de instrumentos. Cuando nos referimos a su contenido, de forma resumida, podemos hablar de dos clases de planes urbanos, los generales y los especiales (Esteban, 1998). Los primeros combinan una amplia gama de temas, y toman como ámbito de intervención una jurisdicción completa, ya sea una comuna, un municipio, una provincia o un país. Por su parte, los planes especiales tienen un contenido más bien sectorial y afectan solo a una porción del territorio que, en general, se delimita de forma ad hoc. Los planes urbanos también se caracterizan por su alcance —o efecto— que puede ser vinculante o indicativo, cuando sus prescripciones no son obligatorias. Las representaciones espaciales y los discursos también cumplen un papel instrumental clave (van Duinen, 2004). Por su carácter estratégico —entre la coordinación y la cooperación— son fundamentales para explicar los proyectos durante el proceso de elaboración de los planes urbanos (Faludi, 1996; Neuman, 1998), y también para argumentar la territorialidad de los espacios estatales como el de los gpu y las villas miseria. Todos los espacios estatales presentan huellas superpuestas de los varios proyectos e instrumentos que los produjeron y, al mismo tiempo, evidencian las estrategias de intervención socioespacial —y los efectos discursivos— que motivaron su implementación.

			Dos villas,2 un territorio: la producción del espacio estatal en la Comuna 8

			Hasta aquí hemos repasado las principales líneas teóricas que sustentan esta investigación. La primera se refiere a las contribuciones de los diversos giros espaciales que permitieron problematizar las asunciones tácitas de las relaciones sociales en el espacio. En este contexto de revisión epistemológica, en segundo lugar, nos apoyamos en la teoría del espacio estatal que permite evaluar las políticas públicas a partir de dos enfoques dialécticos: uno proyectual y otro estratégico. Para dar cuenta de cómo los planificadores urbanos producen el espacio estatal, posibilitando la articulación dinámica, complementaria y contradictoria entre los proyectos y las estrategias estatales, destacamos dos dimensiones analíticas: la institucional y la instrumental. A partir del marco propuesto, en este apartado describiremos el particular proceso de producción del espacio estatal desarrollado a través del proyecto de la Villa Olímpica y de la reurbanización de la Villa 20, ubicadas en el territorio de la Comuna 8 (mapa 1).

			
				
					Mapa 1.

					Plano de situación de los dos planes especiales dentro de la Comuna 8.
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					Elaboración de los autores, a partir de capas vectoriales oficiales disponibles en el sitio web de la Ciudad.

				

			

			Un laberinto institucional

			¿Quién planifica en el Sudoeste porteño? Desde el Reglamento de Edificación de ١٩٤٤ al reciente Código Urbanístico, el actor principal ha sido el gobierno local, con sus dependencias técnicas encargadas de gestionar los sucesivos planes generales. Aunque, cuando nos referimos a la urbanización del territorio de la actual Comuna 8, no podemos dejar de mencionar las intervenciones puntuales de los organismos de planificación sectorial de otros niveles de gobierno, sobre todo, el nacional. Fue este último quien impulsó, a finales de los cincuenta, las políticas de vivienda cooperativa a través del Banco hipotecario y, más tarde, a través de la Comisión Nacional de Vivienda y del Fondo Nacional de Vivienda (Fonavi) que finalizó las obras de los conjuntos Lugano I y II con crédito del bid. Además, en la década de los cuarenta, el gobierno nacional construyó en el sudoeste grandes infraestructuras como la Autopista Dellepiane y, en los setenta, ejecutó diferentes pasos a desnivel como parte del Plan de Autopistas Urbanas. Además, construyó obras de saneamiento, como los lagos reguladores y el entubamiento de los arroyos, ejecutadas durante la última dictadura.

			Por su parte, el gobierno municipal intervino mediante importantes infraestructuras de transporte, por ejemplo, el Premetro que conecta con la Línea de subte E. También, en los ochenta, desarrolló los conjuntos de Capello, Samoné y Maciá, a través de la Comisión Municipal de Vivienda (cmv), que en 2003 fue reemplazada por el Instituto de la Vivienda de la Ciudad (ivc). En 1994, con la Reforma de la Constitución Nacional, se inició un proceso de descentralización que reestructuró el espacio estatal del municipio en 15 comunas (Ley 1777 de 2005). La Comuna 8, que corresponde al territorio del sudoeste, cuenta con un órgano de Gobierno formado por la junta comunal, su presidente, y el consejo consultivo integrado por representantes de entidades vecinales no gubernamentales. En el marco del proceso de desarrollo de base local, en el año 2000, el gobierno porteño creó la Corporación de Buenos Aires Sur (cbas),3 una “empresa pública” autárquica que incorporó el estilo de gestión empresarial, en línea con el espíritu neoliberal de los noventa. Pese al incipiente proceso de descentralización, en 2014 se redactó el Plan Maestro para la Comuna 8, de forma centralizada, a través de la Secretaría de Planeamiento de la Ciudad. En este contexto institucional enrevesado se gestaron los proyectos de la Villa Olímpica y el de la reurbanización de la Villa 20.

			En el caso de la Villa Olímpica, una vez que Buenos Aires fue oficialmente seleccionada y anunciada como sede del evento deportivo por parte del Comité Olímpico Internacional —el 21 de marzo de 2014—, el Gobierno de la Ciudad convocó a cinco concursos para decidir qué proyectos se emplearían en la construcción de las viviendas para albergar a los atletas de los Juegos Olímpicos de la Juventud 2018. La Sociedad Central de Arquitectos estuvo a cargo de la organización de los concursos y de la selección de los ganadores. Sin duda, su participación apuntó a enfatizar la voluntad de transparencia en la gestión y de apertura hacia la comunidad de profesionales de la arquitectura, al tiempo que funcionó en buena medida como una instancia legitimadora del proyecto estatal para intervenir en la Comuna 8.

			Por otro lado, meses después —en diciembre del mismo año—, fue aprobada la Ley N° 5.235, referida a la Promoción de las Actividades de la Producción e Industria Deportiva, que enmarcó a la Villa Olímpica dentro de un plan territorial más amplio: el Distrito del Deporte. Dicha ley dispone, en su capítulo décimo, la creación en el ámbito de la Corporación Buenos Aires Sur y de la Unidad Ejecutora de Proyectos Especiales Comuna 8 (upe Comuna 8), cuya incumbencia es administrar la transferencia y/o locación de los inmuebles construidos para la Villa Olímpica. Esta nueva institución, además de funcionar como una oficina de proyectos, también operó como una suerte de inmobiliaria, contratista y licitadora de obras y créditos involucrados en la ejecución del conjunto de viviendas.

			A diferencia del marco institucional ad hoc de la Villa Olímpica, la reurbanización de la Villa 20 se enmarcó en la permanencia histórica del ivc y en la reestructuración de sus competencias. Como señalan Marazzi y Gualdoni (2017), tras las críticas que recibió el organismo por el bajo nivel de construcción de viviendas sociales y la excesiva subejecución presupuestaria, en 2008 el Poder Ejecutivo local propuso una reforma institucional a través de un Convenio Marco de Cooperación y Asistencia entre el Ministerio de Desarrollo Económico, el Instituto de la Vivienda de la Ciudad de Buenos Aires y la Corporación Buenos Aires Sur, con el objeto de “reactivar” la política habitacional. A partir de dicho convenio se modificaron algunas de sus funciones, mientras que el ivc comenzó a derivar tareas a otros organismos, lo que inauguró una nueva modalidad de gestión por mandas que estableció la competencia de estos organismos por zonas.4

			A mediados de 2008 se creó el Programa de Regularización y Ordenamiento del Suelo Urbano (Prosur Hábitat), aunque en su marco normativo no se especificaron funciones en torno a la cuestión habitacional, ni de urbanización o integración de villas. A partir del 2011 la gestión de las villas se hizo más sólida (aunque no más consistente), basándose en una distribución de poder, donde el entramado de actores con injerencia en materia de hábitat volvió a ampliarse, con la creación de la Secretaría de Hábitat e Inclusión (Sechi) en el ámbito del Ministerio de Desarrollo Económico. A través de la Sechi, la gestión de las villas y los conjuntos de vivienda social se agruparon en siete Unida-des Territoriales de Inclusión Urbana (utiu), instalando oficinas en los territorios (Mazzari, op. cit.). Sin embargo, en la práctica primó la subejecución (Gusman, 2008).

			En 2015, se disolvieron los Ministerios de Desarrollo Económico y Desarrollo Social, y los organismos que se encontraban bajo su dependencia se reorganizaron en nuevos ministerios: el ivc (que dependía del Ministerio de Desarrollo Económico) pasó al Ministerio de Desarrollo Urbano y Transporte; la Sechi, ahora con rango de subsecretaría, pasó del Ministerio de Desarrollo Económico al Ministerio de Hábitat y Desarrollo Humano; y la Corporación Buenos Aires Sur S.E. (antes bajo el Ministerio de Desarrollo Económico) pasó al Ministerio Modernización, Innovación y Tecnología (Mazzari, op. cit.).

			En este contexto, el ivc se rejerarquizó, tomando mayor protagonismo en las funciones de urbanización de las villas miseria y en el desarrollo de infraestructura urbana y comunitaria. A partir de ese momento, en colaboración con la Dirección de Estadísticas y Censos de la ciudad, el ivc llevó a cabo un relevamiento durante el tercer trimestre de 2016, iniciando un acercamiento a los referentes del barrio con el fin de establecer un diálogo para definir objetivos de intervención e involucrar a los actores relevantes en la toma de decisiones. Ese trabajo en conjunto con los referentes territoriales, permitió delimitar una serie de ejes problemáticos sobre los que se consideraba necesario actuar y consolidar además un espacio de encuentro y diálogo que mas tarde se institucionalizó como Mesa de Gestión Participativa (mgp). La mgp incluye a miembros de la Junta Vecinal, referentes históricos, delegados de manzanas u organizaciones, vecinos independientes, organizaciones de la sociedad civil y organizaciones no gubernamentales (Motta y Almanci, 2017). En el marco de ese espacio se perfilaron una serie de definiciones estructurales e instrumentales del proceso de reurbanización que aún sigue en marcha.

			Un nuevo estilo de planeamiento

			Según diversos autores (Rodríguez y di Virgilio, 2007; Fernández, 2013; Mazzari et al., 2017), el marco institucional enrevesado que describimos más arriba sería una de las razones que dilataron el desarrollo urbano del sudoeste porteño. Si consideramos los indicadores de calidad urbana, servicios y equipamientos, el territorio que hoy ocupa la Comuna 8 resulta ser claramente el más rezagado de Buenos Aires. Sin embargo, al mismo tiempo, es uno de los más dinámicos, si consideramos los cambios realizados en la normativa urbanística. Por ejemplo, los sectores de la Villa Olímpica y la Villa 20 estuvieron regulados con el uso “urbanización parque” en el Código de Edificación de 1959, clasificados como “pulmones verdes” de la ciudad en el marco del Plan Especial del Parque Almirante Brown de 1962 y convertidos en unidades de gestión más acotadas a través del proceso de desagregación de los usos del suelo iniciado en el Código Urbano de 1977. A través de la creación de nuevos distritos, como los “equipamientos” (E) y “urbanizaciones determinadas” (U), se intentó promover la inversión privada en los grandes espacios públicos del Sudoeste de la Ciudad, sin servicios y con baja conectividad.

			Tras el sinnúmero de “interpretaciones” y “excepciones” realizadas al código urbano, naturalizadas como un proceder rutinario que caracterizó al urbanismo porteño durante casi cuarenta años, a partir de lo dispuesto por la Ley N° 5704 de 2016, se modificó la afectación de varios polígonos delimitados dentro del perímetro de lo que fuera el Parque de la Ciudad (mapa 2). Estas modificaciones se orientaron a generar un espacio capaz de impulsar y promover el desarrollo inmobiliario en la Comuna 8, otorgando indicadores especiales, que llevaron a concebir la Villa Olímpica como un gpu. Un elemento propio de este tipo de intervención es la lógica modulada del proyecto en unidades de gestión que facilitan la ejecución por etapas y la participación de diferentes empresas promotoras y constructoras. Otro elemento presente en la Villa Olímpica, característico de los gpu, es que aun cuando no fue construido para un público consumidor de elite, su público de clase media representa un claro objetivo rupturista en un contexto socioeconómico dominado por el hábitat popular.

			
				
					Mapa 2.

					Predio de la Villa Olímpica presentado en el concurso que organizó la Sociedad Central de Arquitectos.
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					Fuente: Sociedad Central de Arquitectos.

				

			

			Al enmarcarse en los Juegos Olímpicos de la Juventud 2018, la novedad es que el gobierno pudo justificar la iniciativa para desarrollar este gpu, con el argumento de la necesidad de construir las 1 400 viviendas en las que se alojarían durante un mes los deportistas. Sin embargo, lo más novedoso es que el gobierno se encargó también de la comercialización de las viviendas, asumiendo el doble papel de promotor y agente inmobiliario. O, dicho de otro modo, absteniéndose de crear plusvalías, excluyendo del mercado la primera tanda de viviendas. En cambio, las otras unidades de gestión se concibieron, de forma más convencional, como grandes parcelas con servicios e indicadores precisos brindadas a los desarrolladores privados.

			A diferencia de la Villa Olímpica, el territorio de la Villa 20 es un lugar donde el planeamiento urbano ha luchado desde hace más de cincuenta años. Inicialmente, este predio fue objeto de diferentes tipos de instrumentos urbanísticos concebidos para intervenir en las villas miseria. Los planes de erradicación de los setenta, las cooperativas de autoconstrucción en los ochenta y los programas sociales de los noventa evidencian el repertorio tecnológico de los planificadores para abordar los espacios informales. Tras la toma de las 12 hectáreas del cementerio de autos de la Policía Federal —puestas a la venta en la primera versión del Plan Maestro para la Comuna N° 8— y los desalojos de 2014, la aprobación de la Ley de Urbanización de la Villa 20 (Ley N° 1.770) introdujo un nuevo estilo de planeamiento.

			En 2015, con el alineamiento político entre el Gobierno Nacional y el de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, se emprende de forma decidida y acelerada (con enormes recursos técnicos y presupuestarios) la regularización del territorio de las villas miseria de la Ciudad. Así, a lo largo de 2016, se inició en la Villa 20 el espacio de negociación que comentamos más arriba, la Mesa de Gestión Participativa. Esta mesa dio lugar al Proyecto Integral de Reurbanización (piru) que tiene como objetivo la integración urbana, habitacional y socioeconómica del barrio, y cuyo contenido temático está fijado por la Ley 5705 (mapa 3). En términos instrumentales, el piru tiene un alcance amplio, casi omnicomprensi-vo, que permite desarrollar intervenciones que van desde la construcción y mejora de viviendas a la apertura de calles y la provisión de equipamientos (Motta y Almanci, op. cit.). Lo más novedoso es que, si bien el piru no regulariza el suelo, implementa un relevamiento ad hoc (Relevamiento Socio Espacial–Relse), que funciona como un primer paso para “fijar” el espacio residencial y convertirlo poco a poco en espacio inmobiliario. Este proceso se inicia con las obras de reforma o reconstrucción de las viviendas afectadas o demolidas para la apertura de calles que, como parte del protocolo de intervención, deriva en la tramitación de una ficha de relevamiento semejante a una mensura.

			
				
					Mapa 3.

					Regulación de la Villa 20 a través de la delimitación de tres zonas. 
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					Fuente: Ley Nº 5705 de la caba.

				

			

			Conclusiones

			Hasta aquí, hemos indagado en los modos en que los planificadores urbanos conciben y operan sobre las heterotopías —los lugares que interrumpen la aparente continuidad y normalidad de la ciudad— incorporándolas en la espacialidad estatal, cuya imagen coherente y estable produce un efecto tranquilizador, diluyendo las diferencias espaciales y sociales. A partir del estudio de caso comparado de dos planes especiales, implementados simultáneamente en un mismo territorio y durante el mismo proceso de urbanización, analizamos los entramados de proyectos y estrategias espaciales, entendiéndolas como dos de las nociones fundamentales de la teoría del espacio estatal. Desde este enfoque, evidenciamos la forma en que los proyectos garantizan la unidad y la estructura del Estado, mientras que las estrategias apuntan a movilizar el circuito del capital a través de formas selectivas de intervención socioespacial. Dicho de otro modo, mostramos cómo los proyectos ofrecen una imagen horizontal del territorio, mientras que las estrategias lo inclinan, y así, sucesivamente.

			El análisis cruzado de estos dos tipos de iniciativas urbanísticas, además de explicar las modalidades e innovaciones en la producción del espacio estatal, también nos permite reflexionar sobre la propia concepción de los grandes proyectos urbanos y las villas miseria, como dos de las heterotopías paradigmáticas del tejido urbano de las ciudades latinoamericanas. En particular, centrándonos en el caso porteño, a través del estudio de los planes especiales realizados para el conjunto habitacional de la Villa Olímpica y la reurbanización de la Villa 20, ambos concurrentes en la Comuna 8, evidenciamos algunas relaciones no tan evidentes, dialécticas y dinámicas, entre diferentes escalas, ciclos de inversión y regulación que suelen ser soslayados no solo por las investigaciones acotadas a los “enclaves”, sino también por los efectos discursivos de las políticas urbanas pretendidamente “integrales”. Desde esta perspectiva, los casos ofrecen una serie de innovaciones en materia de producción del espacio estatal que resulta de la articulación de dos dimensiones básicas del planeamiento urbano, la institucional y la instrumental (cuadro 1).

			En cuanto a la dimensión institucional, los planes se apoyan, por un lado, en la creación de nuevas organizaciones de actores que pueden ser de dos tipos: instituciones gestoras que movilizan la renovación urbana, e instituciones de apoyo que cumplen un rol legitimador, aunque se presenten como neutrales (comités deportivos, asociaciones profesionales, ong, etcétera). Por otro lado, los planes también combinan diferentes fórmulas institucionales, mediante fusiones y desmembramientos de diferentes organismos existentes, para superar la estructura anquilosada de los marcos burocráticos heredados y, al mismo tiempo, para distribuir el poder en el interior del gobierno y, en última instancia, para diluir las responsabilidades y los intereses particulares.

			
				
					Cuadro 1. Síntesis del análisis cruzado de los casos en términos institucionales e instrumentales, en los cuales se distingue su sentido proyectual del estratégico.

					
						
							
							
							
							
							
						
						
							
									
									Dimensión

								
									
									Villa 20

								
									
									Villa Olímpica

								
							

							
									
									Proyecto

								
									
									Estrategia

								
									
									Proyecto

								
									
									Estrategia

								
							

							
									
									Institucional

								
									
									Combinar diferentes fórmulas institucionales para agilizar la gestión.

								
									
									Movilizar instituciones anquilosadas, distribuir el poder del estado y diluir las responsabilidades.

								
									
									Articular instituciones neutrales históricas con instituciones gestoras creadas ad hoc.

								
									
									Legitimar y desvirtuar el desarrollo inmobiliario entre “legado” y excepción.

								
							

							
									
									Instrumental

								
									
									Intervenir a través de un doble proceso selectivo de negociación y modulación del espacio.

								
									
									Consolidar un marco legal y legitimador para “fijar” la dinámica expansiva de las villas.

								
									
									Acelerar el desarrollo urbano a través de reestructuraciones territoriales y las renovaciones urbanas.

								
									
									Intervenir de forma selectiva mediante la excepcionalidad y la segregación social-espacial.

								
							

						
					

					Elaboración del autor.

				

			

			En cuanto a la dimensión instrumental, los planes especiales evidencian dos modalidades de intervención selectiva. Por un lado, a través del doble proceso de negociación y modulación del espacio, se pretende consolidar un marco legal y legitimador para ejecutar las infraestructuras necesarias para fijar la dinámica expansiva de las villas. Y, por otro lado, se recurre a formas de intervención diferenciada, como las ya probadas en los gpu (indicadores excepcionales, venta de suelo público, segregación social-espacial, etcétera), para acelerar el desarrollo inmobiliario a través de las reformas territoriales diferenciales.

			Por lo pronto, podemos decir que, a la luz de la respuesta de los potenciales locatarios de las viviendas de Villa Olímpica y los desarrolladores privados que deberían completar la ejecución del barrio, pare-cería que las inversiones realizadas por el gobierno son insuficientes como para movilizar un proceso de renovación urbana, tanto espa-cial como social. En definitiva, se trata de un nuevo esfuerzo técnico y conceptual de los planificadores por abordar en vano las heterotopías urbanas y normalizar la ciudad, mediante la legitimización o eliminación de los espacios excepcionales, soslayando, al mismo tiempo, las estrategias de intervención selectiva tras el laberinto de instituciones y los discursos integradores de los proyectos urbanos.
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					1 Centro de Estudios Urbanos y Regionales, Consejo Nacional de Investigaciones Científicas y Técnicas (ceur-Conicet) .

				

				
					2 En este caso, el juego de palabras “dos villas” se refiere al uso que en Argentina se le da al término “villa” como asentamiento informal y al uso más universal de villa –sin esa asociación– aplicado a los predios donde se desarrollan las olimpíadas.

				

				
					3 La Corporación Buenos Aires Sur (cbas) es una sociedad del estado creada en agosto 2000, con el objetivo de promover el desarrollo social y económico de la zona sur de la Ciudad de Buenos Aires. Como define su ley de creación (Ley 470/2000), “a los fines de desarrollar actividades de carácter industrial, comercial, explotar servicios públicos con el objeto de favorecer el desarrollo humano, económico y urbano integral” del Área de Desarrollo Sur.

				

				
					4 En este nuevo mapa institucional, el ivc se ocupó de las villas y asentamientos ubicados en el polígono norte de la Ciudad —a través del Programa de Radicación, Integración y Transformación de Villas y Núcleos Habitacionales Transitorios— y la cbas (a través del programa Prosur) se centró en las tareas de urbanización de aquellas villas ubicadas en la zona sur (donde se localizan 80% de las mismas). Mientras, las Unidades de Gestión de Intervención Social (ugis) realizaron tareas de mejoramiento del hábitat e infraestructura en situaciones de emergencia de las villas (Marazzi y Gualdoni, 2017).
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			Aportes a la genealogía del espacio estatal porteño. El eslabón perdido entre el plan general y los planes especiales

			Pablo Elinbaum 1

			Introducción

			La relación conceptual y operativa entre los planes y los proyectos urbanos siempre ha sido cambiante y a menudo problemática. ¿En qué ha quedado su sinergia y reciprocidad, su insustituible “co-presencia”, preconizada por Campos Venuti en su célebre artículo “Plan o Proyecto: una falsa alternativa”? (1984: 59-60). Para explicar el vínculo entre las dos figuras canónicas de los urbanistas, sería oportuno, antes, definirlas de forma menos figurativa, enmarcándolas en la jerga de las políticas públicas urbanas, como planes generales y planes especiales. Los primeros se usan para guiar el proceso de urbanización de un municipio y regular los usos del suelo en toda su superficie, lote a lote.2 Mientras que los planes especiales, generalmente denominados como “proyectos”, se emplean en sectores parciales que demandan soluciones sofisticadas, específicas y más detalladas. Pese a la diversidad de neologismos para denominarlos (plan de detalle, plan de sector, plan parcial, área de renovación, área de reserva, etcétera), en esencia, todos los planes especiales responden a dos condiciones tipológicas: (1) la delimitación ad hoc de un sector de intervención parcial dentro de un municipio y (2) la relación de subordinación instrumental con el plan general.

			Los denominados grandes proyectos urbanos (gpu) son los planes especiales más paradigmáticos. Estas operaciones de transformación urbana de gran escala, generalmente, son impulsadas a través de modelos de gestión gerencial basados en el objetivo de la revalorización del suelo (Lungo, 2004; Jajamovich y Kozak, 2019). En este sentido, deben ser entendidos, por un lado, como parte del denominado proceso de reestructuración posfordista iniciados en la década de los setenta y, por otro, en el contexto de la lógica empresarial del planeamiento estratégico (Cuenya, Novais y Vainer, 2012). Además de su papel en la gestión del desarrollo urbano, los planes especiales se utilizan para explorar el impacto de las potenciales transformaciones de la ciudad. Por eso se los suele denominar “proyectos urbanos”, una de las nociones quizás con mayor espesor cultural en la epistemología del urbanismo de los últimos cuarenta años (Corominas et al., 2005). Entre otras contribuciones, la experiencia del proyecto urbano permitió pasar de la noción moderna de “estructura urbana” (Webber, 1968) a la perspectiva postmoderna de “fragmento” (Ungers y Koolhaas, 1977; De Sola-Morales, 1987; Kolhoff, 1989), lo que a principios de los ochenta motivó un debate cuyo impacto aflojó los cimientos de la disciplina, cuando se puso en cuestión la relación unívoca entre el plan y el proyecto, es decir, entre el plan general y los planes especiales.3

			Hoy esta relación ha cambiado. Si bien, aún es posible revisar legalmente los planes generales en uso o redactar otros nuevos, es prácticamente inviable conseguir el consenso político necesario para aprobarlos. Así, su lenta extinción restringe la operatividad del urbanismo a las intervenciones fragmentadas, es decir, a la implementación de los planes especiales y, obviamente, a las sucesivas modificaciones puntua-les de los planes generales vigentes. El auge de los gpu se debe claramente a esta dinámica. Distorsionados de su uso original (la subordinación al plan general), el auge de los planes especiales echa luz sobre una serie de contradicciones técnicas, reglamentarias e institucionales que, al mismo tiempo, permite entrever un elenco de formas novedosas de intervención urbanística. ¿Cuáles son estas innovaciones?, ¿cómo cambia la rela-ción entre el plan y los proyectos? o, en otras palabras: ¿De qué modo la interacción entre los planes generales y los especiales moldea y representa la forma espacial del estado?

			Para responder a estas cuestiones el análisis se centrará en el estudio del caso de la Ciudad de Buenos Aires, analizando los cambios en la interrelación entre el planeamiento general y especial, considerando para ello dos unidades de análisis: el ejido municipal y el sector sudoeste de la Ciudad. La elección de este caso se debe al dinamismo y diversidad de los proyectos de regulación e intervención urbanística en ese sector. La elección del caso de la Comuna 8 también se debe a la posibilidad de contar con la valiosa información primaria (compendios de leyes, normas y planes, relevamientos cartográficos, mapas de actores, tramas institucionales, archivos fotográficos, etcétera) construida en las numerosas investigaciones empíricas que toman como objeto este territorio (en particular, Roitman et al., 2015; Szajnberg et al., 2011; y Marazzi y Gualdoni, 2017).

			A partir del análisis de los cambios del planeamiento urbano, en este capítulo se pretende indagar en el particular proceso de estructuración del espacio producido por el estado en la Ciudad de Buenos Aires, que no debe confundirse con la evolución del proceso de urbanización ni con un racconto de los planes urbanos porteños.4 Se trata de una mirada sobre Buenos Aires que se despega de las interpretaciones dominantes desarrolladas por los historiadores y desde la lente de los estudios culturales. La periodización propuesta se plantea como un aporte a la genealogía del espacio estatal y, por lo tanto, se enfocará más en los conceptos que en las tramas históricas o en el estudio aislado de la forma de los planes como producto cultural. El punto de vista genealógico permite argumentar la hipótesis de que la articulación entre los planes generales y especiales no es univoca ni estable, sino que es el fruto de una estructuración histórica-específica. Si bien las leyes y códigos urbanos establecen un vínculo de subordinación entre ambos instrumentos y niveles de intervención, en la práctica, evidencian una relación más bien horizontal, autónoma y opcional.

			Este artículo tiene cuatro partes. Luego de esta introducción, se explican las nociones básicas que sustentan la teoría del espacio estatal y sus implicancias en la comprensión del papel instrumental y discursivo del planeamiento urbano. En el tercer apartado, se aporta evidencia sobre la interrelación entre los planes generales y especiales de la Ciudad de Buenos Aires, enfocando el análisis, por un lado, en la articulación de los modelos, proyectos y estrategias espaciales, y, por otro, en la superposición de los ciclos de inversión y regulación estatal. En el apartado de las conclusiones, se discuten y sintetizan los resultados del análisis empírico en una serie argumentos que podrían ser útiles para futura investigaciones o para abrir la discusión en el campo de la práctica profesional.

			Espacio estatal

			Antes de abocarse exclusivamente a la parafernalia de las infografías planetarias desde el Urban Theory Lab de Harvard, Neil Brenner, uno de los geógrafos críticos más citados de la última década, escribió un libro sobre el espacio que produce el Estado. New State Spaces parte de la crítica a las investigaciones sobre las políticas públicas urbanas que consideran al estado como un pretexto: una organización estable y autónoma que opera de forma omnipresente —casi milagrosa— para mantener integrados a la sociedad y al espacio. Más allá de esta “ilusión formalista”, según Brenner (2004), lo que importa no es tanto el diseño o la implementación de las políticas públicas, sino desentrañar sus discursos: su capacidad para retratar la unidad, la coherencia y, sobre todo, la estabilidad tranquilizadora de las instituciones del estado, en la medida que legitiman u ocultan las desigualdades inherentes al desarrollo urbano.

			Pero, ¿qué es el Estado? La respuesta no es inmediata. Para construirla, quizás deberíamos partir de un enfoque institucional, más o menos consensuado, según el cual la noción de estado se apoya en tres pilares: un territorio bajo su control, un aparato que toma decisiones y una población sujeta a su autoridad. En este sentido, “lo estatal” se refiere a la apropiación (política, simbólica y cultural) de un espacio por parte del poder del Estado, mientras que “aparato estatal” designa al conjunto de organizaciones cuya función, construida y aceptada socialmente, es hacer cumplir las decisiones obligatorias para los miembros de la sociedad, en nombre del interés general.5 El carácter abstracto de esta definición de estado, sobre todo la idea de “interés general”, fue interpelado por otros razonamientos como, por ejemplo, el gubernamental. Lo que garantiza la integración política y civil de la sociedad, escribía Gramsci (1984), no es el ensamblaje jurídico-institucional del Estado, sino las relaciones de poder que se ejercen desde arriba a través de lo que definió como “hegemonía”. Así también lo concibió Foucault (2006) aunque, a diferencia de Gramsci, lo examinó desde abajo, a nivel micro, para mostrar que el Estado no es una cosa pre-constituida o un sujeto racional (no es el gobierno actuando de “El Estado”, con mayúsculas), sino un ensamblaje de poderes —en plural— que opera a través de coyunturas y horizontes de acción específicos.

			Para separar la definición de estado con respecto a conceptos como “gobierno”, “nación” o “territorio”, el politólogo inglés Robert Jessop elaboró, a finales de los ochenta, una nueva teoría general del estado, en particular del estado capitalista, considerándolo como una forma específica de las relaciones sociales. La “forma del estado”, dice Jessop (1990), se constituye a partir de su separación institucional —o su no intervención— en la “forma del capital”, refiriéndose con esto último a una determinada esfera de producción, de circulación de mercancías y de regulación de precios. Según Jessop (op. cit.), la separación entre lo político y lo económico es funcional al capitalismo, en la medida que el estado provee muchos de los medios necesarios para la producción industrial entre otras precondiciones para las inversiones privadas, como son los marcos legislativos, la burocracia, la intervención indirecta en la economía y los órganos represivos (Topalov, 1979). Si bien el estado es una relación social distintiva entre otras, su jerarquía no garantiza el equilibrio social ni que sus funciones se traduzcan automáticamente en un marco coherente, coordinado o reproducible. La unidad del estado nunca se da ex-ante, sino que es el resultado emergente, controvertido y potencialmente inestable de continuas luchas sociopolíticas. De hecho, la imagen unificada del estado —imagen que Jessop (2007) denomina “efecto de estado”— se proyecta en la sociedad civil solo a través de la movilización de iniciativas estatales que con muchísimo esfuerzo logran estabilizar e institucionalizar las fuerzas sociales, pese a su carácter volátil y contradictorio.

			Para explicar el papel de las políticas públicas en la construcción de las instituciones estatales y en los modos de intervenir del estado, Jessop (op. cit.) propone el concepto de “selectividad”: “el estado es selectivo en la medida que privilegia ciertas clases sociales, intereses, lugares y actores por sobre otros”. Sin embargo, esto no debe entenderse como una forma discrecional de intervenir, sino como el resultado de pugnas sociopolíticas en el espacio y en el tiempo. La selectividad resulta así de la relación dinámica entre las estructuras estatales heredadas y las nuevas iniciativas políticas que Jessop tipifica a partir de sus objetivos institucionales. Por un lado, los proyectos estatales, el primer tipo, son aquellas iniciativas que intentan mantener —o modificar— la propia estructura del estado, otorgándole unidad funcional, coordinación operativa y coherencia organizativa. Se refieren, por ejemplo, a los regímenes tributarios, parlamentarios, de representación, etcétera. Por otro lado, las estrategias estatales, el segundo tipo de iniciativa política, son aquellas que apuntan a movilizar el circuito del capital a través de formas específicas y selectivas de intervención socioeconómica. Baste mencionar como ejemplo, entre otras estrategias, la (des)regulación de los precios, del mercado de divisas, o de las leyes salariales. Cuando los proyectos estatales son exitosos producen “efectos de estado” que disimulan las estrategias económicas, transmitiendo la sensación tranquilizadora de que las instituciones estatales funcionan, son estables y, sobre todo, equitativas. La relación entre los proyectos (lo político) y las estrategias (lo económico) es dialéctica: ambos se condicionan y se ajustan mutuamente. Son como las dos caras de un bordado: la figura llana del anverso y la figura ininteligible del reverso no coinciden, pero ambas están atadas y tensadas con el mismo hilo.

			En un intento por reelaborar los argumentos de Jessop en términos espaciales, Brenner (op. cit.) sugirió que las instituciones estatales también privilegian algunas geografías por sobre otras. Con base en este razonamiento, definió la configuración espacial del estado, tomando como referencia los tres elementos básicos de la teoría Jessop. El primero, la forma espacial del estado alude al principio de la territorialidad concebida sobre la base de unidades políticas formalmente equivalentes, moduladas y autónomas como, por ejemplo, los países, las provincias y los municipios. El segundo elemento se refiere a los proyectos espaciales que tienen como fin diferenciar e integrar la territorialidad “formal” del estado en jurisdicciones y niveles administrativos. Su objetivo apunta a coordinar las regulaciones urbanísticas, los vínculos fiscales, la provisión de servicios, la inversión en infraestructuras, etcétera. Además de hacer legible la modulación política del estado, los proyectos espaciales permiten también modificarla. Valga como ejemplo la subdivisión de los municipios en comunas, o la unión de varios municipios en nuevas comarcas o regiones. El tercer elemento, las estrategias espaciales, se refiere a las intervenciones y regulaciones que tienen como fin privilegiar el desarrollo económico y social de algunos territorios por sobre otros. La división espacial del trabajo, la exención impositiva a ciertas actividades productivas, la delimitación ad hoc de distritos temáticos son solo algunas de las estrategias que diluyen el purismo de la forma espacial del estado: anulan la horizontalidad entre las jurisdicciones formalmente autónomas y descentralizadas, pero también el principio de la subsidiariedad entre escalas y niveles administrativos.

			En definitiva, el espacio estatal es un terreno político-institucional dinámico, sobre el cual diversas fuerzas sociales (partidos políticos, ong, movimientos sociales, vecinales, etcétera) intentan influir en su organización territorial y en su actividad reguladora. El espacio en el que se movilizan los proyectos y las estrategias estatales es en sí mismo el producto y el motor del equilibrio —o desequilibrio— del desarrollo urbano.

			El espacio estatal porteño: 5 episodios y 2 escalas

			Definidos los principales conceptos de la teoría del espacio estatal, en este apartado se pretende explicarlos a través de un caso concreto —la Ciudad de Buenos Aires—, analizando simultáneamente dos unidades de análisis: la jurisdicción municipal y el sector sudoeste coincidente con la actual Comuna 8. Como se mencionó al principio, más que una recopilación histórica de los planes urbanos de Buenos Aires, se pretende aportar al conocimiento sobre la genealogía de su espacio estatal, a partir de la combinación de cuatro elementos: los modelos de desarrollo urbano, la división espacial del trabajo, los ciclos de inversión y regulación, y la creación de nuevos espacios para las actividades económicas. Como resultado, se definen cinco episodios que dan cuenta de la singular estructuración histórica del espacio estatal porteño, tal como se describe en los siguientes apartados y en la síntesis gráfica (ver mapa 1).

			Mapa 1.

			Síntesis de los cinco episodios que conformaron el espacio estatal de la Ciudad de Buenos Aires. Se representan dos escalas de análisis. Una muestra las regulaciones generales en toda la jurisdicción municipal. La otra describe las regulaciones especiales en el territorio parcial del sudoeste, actual Comuna 8. En esta última escala, se muestran también los ciclos de inversión en obras públicas.
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			Mapa 1. (cont.)

			Síntesis de los cinco episodios que conformaron el espacio estatal de la Ciudad de Buenos Aires. Se representan dos escalas de análisis. Una muestra las regulaciones generales en toda la jurisdicción municipal. La otra describe las regulaciones especiales en el territorio parcial del sudoeste, actual Comuna 8. En esta última escala, se muestran también los ciclos de inversión en obras públicas.
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			Fuentes: elaboración propia con base en los planos oficiales del Gobierno de la Ciudad (códigos, planes y reglamentos), planos históricos de Buenos Aires (como el plano del Departamento de Obras Públicas, realizado en 1904 dirigido por Carlos María Morales), digitalizados en la página web del Instituto Geográfico Nacional, y los esquemas realizados por Anabella Roitman (2015).

			1. Inversiones pioneras y actividades transitorias (1900-1940)

			Antes de ser un distrito o un barrio de Buenos Aires, la Comuna 8 resulta de una operación mayor que debe entenderse a escala regional.6 Surge de forma coyuntural a partir de la primera demarcación del municipio de Buenos Aires, delimitado geográficamente por el límite del ejido municipal y el Riachuelo (Sargent, 1974). Antes que cualquier regulación o zonificación oficial, el plano del Departamento de Obras Públicas divulgado en 1904, que representa por primera vez la juris-dicción municipal de Buenos Aires, establece no solo una virtual clasificación del suelo, sino sobre todo una tajante división espacial del trabajo. Tal como se dibuja, el nuevo territorio municipal no prevé áreas productivas ni agrícolas ni industriales. Se trata de un área monofuncional de consumo, dependiente del extrarradio productivo (la región pampeana, los países fordistas), donde se intuye que la única renta del suelo es la inmobiliaria y la comercial (sin contar la renta del puerto y la aduana; un negocio inseparable de la Capital). El primer reglamento de edificación de 1944 ratifica esta lógica a partir de la zonificación que contempla tres usos básicos: residencial, comercial e industrial. El gobierno local regula el régimen del desarrollo comercial e inmobiliario, mientras que el gobierno nacional y el provincial regulan las actividades productivas y, sobre todo, la aduana y el puerto (Scobie, 1986).

			En cuanto al extremo sudoeste del ejido, si bien en ese momento aún no había un proyecto específico para el sector, el gobierno permite la localización de actividades transitorias, productivas, menos redituables en comparación a las que estipulaba el Código de Edificación. Además de los tambos, chacras y parajes en torno a la emergente Villa Riachuelo, el gobierno elige este sector para localizar el principal vertedero a cielo abierto, la Quema, en las inmediaciones de Nueva Pompeya. En este contexto desfavorable para el desarrollo urbano, las primeras inversiones en obras de infraestructura se dan por iniciativa del sector privado cuando José Francisco Soldati realiza sus primeros loteos a principios del siglo xx. El gobierno “acompaña” este emprendimiento pionero con la ejecución de nuevas estaciones de ferrocarril (Villa Lugano y Villa Soldati), intentando promover algunos enclaves de desarrollo alrededor de las estaciones. No obstante, la prácticamente nula inversión pública y el crecimiento incipiente de las villas miseria desmotivó el interés privado en este sector que, a finales de la década del treinta del siglo pasado, ya se perfilaba como la periferia.7

			2. El simulacro de la ciudad fordista (1940-1960)

			A partir de la década del cuarenta, en línea con las políticas económicas de corte desarrollistas, el gobierno peronista apuesta por la industrialización a través de la sustitución de importaciones. Coherente con este enfoque, que luego se plasmará en el código de edificación de 1959, se propone un modelo espacial que responde al canon de la ciudad fordista: la simbiosis entre las grandes áreas industriales y los grandes pulmones higienistas (una mancha violeta y otra verde que juntas ocupan casi un tercio del plano), y la confirmación del norte burgués y del sur obrero.8

			En cuanto a la forma de regulación general, se inventa un nuevo uso del suelo: las “urbanizaciones parque” (up) que alojarían los dos “pulmones verdes” de la ciudad industrial, uno en el norte, sobre el Río de la Plata, pegado al Puerto Nuevo, y el otro en el sur. En este último, el gobierno invierte en grandes equipamientos deportivos y recreativos como el Autódromo y la avenida Dellepiane que conecta el Centro con el aeropuerto de Ezeiza. En paralelo, en el mismo sector se inicia una serie de planes especiales, en el marco del Plan de Acción Inmediata (cnv, 1956). Se trata de intervenciones puntuales de vivienda estatal que, junto con los asentamientos informales incipientes, contaminan la pureza de los “grandes pulmones”, evidenciando en la práctica la laxitud normativa del “verde” en el plano. La “urbanización parque” funciona como un filtro. Por un lado, descompromete al gobierno local de urbanizar sectores previamente clasificados como residencial y, por otro, deja “fuera de norma” a todos los asentamientos informales que, con la nueva regulación, se sitúan virtualmente en medio de un “parque” (Oszlak, 1991). La nueva regulación, que concibe casi todo el Sector Sudoeste como un espacio libre, justifica el bajo nivel de inversión consecuente con usos no prioritarios. Se consolida así el perfil urbano del Sudoeste como el lugar de las actividades transitorias, de la baja rentabilidad y de la informalidad.

			3. Desindustrialización simbólica y atomización de actuaciones urbanísticas (1960-1980)

			A partir de la década del sesenta, el gobierno nacional retoma la economía agroexportadora. El Plan Regulador de 1962, que sirvió como base para el Código Urbano de 1977, se enfoca desde un escenario de desindustrialización simbólica que justifica la reducción drástica del área industrial prevista en el código de 1959 que nunca llegó a ocuparse. Se retoma el modelo de ciudad dependiente a través de la tendencia a la mono funcionalidad residencial y comercial. La estructura de “pulmones verdes” se cambia por la retícula de autopistas urbanas.

			En cuanto a las regulaciones a nivel general, la novedad es que en el Código Urbano se desagregan los grandes usos del suelo. La actividad residencial pasa de 4 a 8 tipos clasificados por su densidad. Mientras que el suelo público, los grandes espacios libres heredados del código anterior, se desagregan en “Urbanizaciones determinadas” (U) y en “equipamientos” (E) que demandan herramientas de gestión particularizadas. Así se incorporan las “Unidades de Planeamiento Integrado” como la del plan especial Parque Almirante Brown que afecta a casi todos los barrios del Sector Sudoeste (Massidda, 2018). Este plan especial se convierte en el marco para impulsar un nuevo ciclo de inversión estatal en el sector. En este periodo se ejecutan obras de saneamiento (los lagos reguladores y el entubamiento de los arroyos), se completa el viario secundario con pasos a desnivel como parte del Plan de Autopistas Urbanas (1976), y se ejecutan nuevas actividades recreativas como el Polideportivo Roca, Interama, y el Club de Golf (Roitman, 2016). En paralelo, se ejecutan nuevos conjuntos de vivienda estatal a través del Banco Hipotecario y del Fondo Nacional de Vivienda (Fonavi).

			La desagregación de usos residenciales y la incorporación de usos especiales (U y E) implementa una nueva forma de gestión urbana más atomizada que habilita tres estrategias espaciales: (1) revalorizar el suelo urbano a partir del aumento de la densidad según criterios “morfológicos”, (2) delimitar ámbitos de actuación especial más pequeños para aumentar la eficiencia en la gestión del suelo y las asociaciones público-privadas, y (3) aprovechar la indefinición programática de los distritos “E” para flexibilizar los requerimientos de las concesiones y programas que permitan atraer las inversiones privadas. Asimismo, la incorporación de los distritos especiales U y E oculta estratégicamente los efectos de la superposición de los niveles de gobierno, los organismos sectoriales y los “enclaves” de actuación especial (y represiva) del Plan de Erradicación de Villas de Emergencia (peve).

			Durante este periodo, si bien hubo un notorio aumento de la inversión pública en el sector, las formas de gestión tienden a la fragmentación como principal estrategia estatal. La fragmentación sectorial de las grandes obras públicas (autopistas urbanas y polígonos de vivienda social), la fragmentación de los usos del suelo, y la fragmentación discrecional de las concesiones de los grandes espacios público no hacen más que enfatizar aún más el paisaje periférico heredado de los periodos anteriores.

			4. Reescalamiento de “lo local” en territorios emprendedores (1980-2010)

			El periodo que comienza con la recuperación de la democracia se caracteriza por la promoción local de los servicios urbanos y del sector terciario sobre la base de la economía agroexportadora (y el tibio intento de promoción de la industria por la sustitución de importaciones en la primera década del 2000). La Reforma de la Constitución Argentina de 1994 da lugar a un nuevo modelo espacial de la Ciudad que debe entenderse como un reescalamiento de “lo local” hacia fuera, a partir la autonomía territorial con respecto a las localidades del amba, y hacia adentro, a partir de la descentralización comunal.

			En este nuevo escenario institucional, las comunas se conciben como espacios de regulación general (unitarios y autónomos) y, al mismo tiempo, como espacios de regulación espacial (parcial) en la medida que aún dependen de la gestión centralizada en el Gobierno de la Ciudad, a través de la Corporación Sur. En el sector de estudio comprendido por la Comuna 8, se crea en el año 2000 la Corporación de Buenos Aires Sur, una “empresa pública” autárquica con respecto al gobierno comunal pero dependiente del Gobierno de la Ciudad. La Corporación Sur inaugura un tipo de gestión empresarial del desarrollo urbano, en línea con el espíritu neoliberal de los noventas.

			En cuanto al planeamiento a nivel de la Ciudad, se mantiene la vigencia del Código Urbano de 1977 ajustado a la mecánica de las “interpretaciones” y “excepciones” que se convierte en un proceder rutinario. Mientras que, a nivel comunal, la Corporación Sur implementa en 2001 el “Plan de acciones” para ajustar la zonificación a los proyectos y concesiones en marcha a través de los fideicomisos y los convenios público-privados.9 Salvo por la extensión de la línea de subte “E”, el Premetro y la apertura del Parque Indoamericano a mediados de los noventa, durante este periodo se realizan muy pocas intervenciones. La baja inversión (y la retirada del gobierno nacional y del ivc), pone en evidencia la doble cara estratégica de la descentralización comunal. Por un lado, desconcentra el poder en la toma de (algunas) decisiones en las políticas urbanas y, por otro, desarticula los problemas de cada comuna, aumentando el desequilibrio territorial. De este modo, la descentralización introduce a las comunas en el régimen de los territorios emprendedores —autosustentables— que deben competir para garantizar el desarrollo urbano. En otras palabras, deben montar sus propios negocios y emprendimientos para obtener inversiones. La lógica emprendedora no solo justifica la ausencia de traspasos de recursos presupuestarios por parte del Gobierno de la Ciudad, sino que legitima los medios para aumentar la “competitividad” del sector como, por ejemplo, la venta de suelo público o la financiación de las infraestructuras urgentes (como la urbanización de las villas) a través de fideicomisos que dependen de la inversión del sector privado (Valdivieso, 2004).

			Al margen de la prácticamente nula inversión por parte del gobierno nacional en la Comuna 8, durante este periodo, el gobierno local puede actuar libremente en un marco de creciente autonomía institucional y estabilidad del poder político en la Ciudad. Sin embargo, el enfoque “emprendedor” de la Corporación Sur no parece activarse. La desregulación virtual de los usos del suelo no es suficiente como para activar los negocios urbanos y revertir carácter periférico y conflictivo de la Comuna 8.

			5. Constelación de políticas urbanas en un laberinto institucional (2010-…)

			En el quinto periodo, que se inicia en 2008 con la aprobación del Plan Urbano Ambiental, el modelo espacial ya no se identifica con una determinada estructura física, sino con una serie de “criterios” asociados al planeamiento estratégico y sostenible, en línea con el auge de la economía del conocimiento y los servicios. A nivel general, se mantiene la zonificación heredada de la década de los setenta y se solapan dos nuevas capas de regulación y gestión: la de los distritos temáticos implementados para el desarrollo de las “industrias creativas” (a la Comuna 8 le tocó “deporte”) y las “Unidades Territoriales de Inclusión Urbana”, creadas para rehabilitar las villas miseria. Esta superposición de niveles de regulación es funcional con dos estrategias espaciales. Por un lado, limitar la autonomía comunal a través de la dependencia técnica y presupuestaria del Gobierno de la Ciudad. Y, por otro, soslayar los problemas urbanos estructurales (aquellos que afectan a toda la ciudad), fragmentando cada vez más los espacios de intervención, lo que evidencia el carácter retórico de las “respuestas integrales”, y la distribución discrecional del presupuesto para algunos emprendimientos clave.

			Entre los más relevantes e innovadores, se destacan los proyectos de dos “villas”: la Veinte y la Olímpica. El primero se planteó como un programa piloto para censar y regularizar la población de la Villa Veinte, una de las villas miseria más grandes de la Ciudad, induciendo un proceso que permitiría, a mediano plazo, incorporarla en el mercado inmobiliario formal. El segundo proyecto, el de la Villa Olímpica, surgió de la necesidad de alojar a los atletas de los Juegos de la Juventud Buenos Aires 2018. Se trata de un conjunto de 1 400 viviendas concentradas en un predio de 3.5 ha que pertenecía al Parque de la Ciudad.10 Al margen de las críticas que recibió el gobierno por la venta de suelo público, y más allá de si la morfología de manzanas cuadradas es la adecuada para el sector, lo notable de este emprendimiento es que se encaró a contramano de la gestión convencional de los grandes proyectos urbanos. En la primera etapa, el gobierno asumió el doble papel de promotor y agente inmobiliario. O, dicho de otro modo, se abstuvo de crear plusvalías construyendo y vendiendo las viviendas. En cambio, la segunda etapa se concibió a la vieja usanza. Al menos como se enfocó hasta ahora, el “legado” de los juegos olímpicos sería un elenco de grandes parcelas –unidades de gestión– con servicios entregadas en bandeja a los desarrolladores privados.

			A pesar de la actual superposición de órganos ejecutivos operando contra reloj y la cautela de los potenciales inversores privados ante el aura conflictiva del Sudoeste (acentuada por las tomas de tierra de 2010 y 2014), las dos villas fueron más que un nuevo intento por activar el desarrollo inmobiliario en la Comuna 8. Desde el punto de vista estratégico, se trató de un momento clave dado por la constelación de poderes (la concurrencia del mismo partido político en la nación, la provincia y la Ciudad) que le permitiría al gobierno local retomar el anhelo de “normalizar” y hacer lucrativo al Sur, incorporándolo en la lógica emprendedora del resto de la Ciudad.

			Conclusiones

			Retomando la cuestión de partida, el desencuentro entre el plan gene-ral y los planes especiales —entre el plan y los proyectos—, podemos concluir que su sinergia y reciprocidad están en crisis. Crisis de las herramientas urbanísticas que no han acompañado los procesos de reestructuración económica, convirtiendo a los planes generales en postales de la ciudad modernista del siglo xx. Y crisis institucional, sobre todo, por las enormes dificultades que suscita obtener el consenso suficiente como para revisar los planes generales (sus aspectos técnicos tanto como los normativos), lo que ha dejado como única opción operativa el uso de los planes especiales y, obviamente, las modificaciones puntuales a los planes generales ya aprobados. Este urbanismo fragmentado —que encuentra en los grandes proyectos urbanos su evidencia empírica y conceptual más cabal— suscita una serie de cortocircuitos técnicos, reglamentarios e institucionales que no son neutrales. Muestran que el espacio estatal —espacio construido y sostenido por el planeamiento urbano— es un terreno tecnológico y político en disputa a partir del cual diversas fuerzas sociales intentan dirigir su capacidad para estructurar el territorio.

			Pese a la imagen arraigada de las jurisdicciones administrativas como entidades moduladas y equitativas, las instituciones estatales son esencialmente selectivas: están cruzadas por una serie de estrategias que privilegian ciertos territorios, actores y escalas de intervención por sobre otras. Para soslayar la selectividad inherente del estado, se implementa una serie de proyectos que, a través de lo que Jessop denomina “efecto de estado”, pretenden transmitir una imagen integrada, equilibrada y estable del aparato estatal y de la coherencia de las políticas públicas urbanas. Estos efectos aparecen en los argumentos justificativos de los gpu contemporáneos como Puerto Madero —en los discursos que, por ejemplo, sostienen que este tipo de intervención “no implica ningún costo público”. No obstante, cuando analizamos la evolución del planeamiento en perspectiva, podemos ver que estos efectos no son nuevos. En este sentido, la genealogía de la relación entre los planes generales y los especiales —los cambios en su reciprocidad instrumental y en la autonomía en las escalas de intervención— es una oportunidad para interpretar las ciudades como el producto de un proyecto estatal específico en términos históricos y espaciales.

			En este sentido, el caso de la Ciudad de Buenos Aires y su interrelación con el sector sudoeste (la actual Comuna 8) ha sido productivo para desentrañar la genealogía del espacio estatal, es decir, para mostrar cómo cambia la interrelación entre el plan general y los planes especiales en tanto espacios dinámicos y complementarios, en mutua conformación y ajuste. Si bien las leyes y códigos urbanos establecen un vínculo de subordinación entre ambos instrumentos, en la práctica, evidencian una relación que no es lineal ni jerárquica, sino más bien horizontal y opcional. Por eso la superposición entre ambas figuras no es un “error” de los técnicos o una “falla” en el diseño o implementación de los planes urbanos. Lo que aparece en esos casos es la doble cara de las políticas públicas que permite, por un lado, impulsar estrategias para intervenir de forma selectiva y, por otro, producir “efectos estatales” evitando que se distorsione la imagen estable e imparcial con la que solemos asociar a las instituciones del estado.

			Del mismo modo, la selectividad espacial es algo inherente al planeamiento urbano. Las escalas y jurisdicciones retratadas en los planes no existen como entidades ontológicas separadas, sino que en la práctica son intermitentes, o bien, están tenazmente imbricadas por las estrate-gias de intervención socioeconómica, invisibles al radar del planeamiento urbano local. A través de estas estrategias espaciales y temporales específicas, los ámbitos de regulación general mutan en ámbitos de regulación especial y viceversa. La reforma de la Constitución de 1994 es un claro ejemplo. Así como la Comuna 8 adquiere —al menos en la ley— cierta autonomía con respecto a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, esta última ratifica su aislamiento y privilegios con respecto al resto de partidos que conforman el conurbano bonaerense. En este sentido, la idea de “integración” (tan anhelada por los urbanistas modernistas y progresistas) tiene un doble significado. Integración puede aludir a un espacio equilibrado e isótropo en términos de inversión y regulación estatal, pero también puede implicar relaciones de control y dependencia —o independencia— con respecto a otros espacios y a otras escalas estatales.

			Más allá de los objetivos de partida, los resultados del análisis empírico echan luz sobre otras implicancias más profundas acerca de la interrelación entre los planes y los proyectos, permitiéndonos reflexionar, en particular, sobre la reciprocidad entre los modelos territoriales, la división espacial del trabajo, los proyectos y las estrategias espaciales estatales.

			La primera reflexión que surge de la genealogía del planeamiento urbano tiene que ver con carácter dinámico y complementario entre la división espacial del trabajo y los modelos de ordenación urbanística. El proyecto de ciudad fordista, impulsado entre las décadas de los cuarenta y sesenta, puede interpretarse hoy no tanto como un intento por industrializar la ciudad, sino como una serie de simulacros de modernización que desdibujan la continuidad del vector de desarrollo urbano decimonónico: la promoción de la renta inmobiliaria y la estabilidad del modelo territorial consumista y agroexportador (la industria permanece en otro lugar). En este sentido, los intentos de modernización urbana, más que operativos, fueron ideológicos; estuvieron movilizados por el mito de Buenos Aires como ciudad europea e industrial. No obstante, ahora que la economía postfordista impone el modelo urbano improductivo, atado a los servicios y al turismo, Buenos Aires puede posicionarse a la par de las capitales del norte, haciendo gala de la modernización sin haber sido jamás una ciudad industrial. El auge del planeamiento estratégico, basado en criterios ecofriendly e indicadores enlatados, calza justo en el esquema de la nueva cultura emprendedora, creativa y smart, que ya no necesita pensar la ciudad y sus problemas en términos estructurales ni urbanísticos.

			La segunda reflexión tiene que ver con la estructuración histórica del espacio estatal y con cómo los desequilibrios territoriales son provocados por los proyectos del estado. La genealogía de estos proyectos permite explicar cómo, cuándo y por qué se producen los espacios estatales; diferenciados como, por ejemplo, el suroeste porteño. La primera diferenciación se evidencia en la delimitación municipal de 1904 que separa “la ciudad” no solo de su hinterland regional, sino también de ese “afuera” que es el país. En cambio, hacia adentro, las primeras cartografías de Buenos Aires representan la ciudad como un espacio de regulación homogénea. Espacio que soslaya en su interior cualquier particularidad territorial, no solo por la impericia en el relevamiento o la nula sensibilidad paisajística, sino, sobre todo, porque el espacio urbano debía ofrecer, en teoría, las mismas posibilidades de renta. Durante el proceso de consolidación de la ciudad, se descubre que obviamente algunos lugares producen deseconomías (son más caros de urbanizar que otros). Surgen así los espacios de oferta —o “áreas a promover” en la jerga del planeamiento— que, ante la indiferencia de la inversión privada, devienen en espacios transitorios. Albergan los usos no deseables y poco lucrativos, tales como los vertederos y los grandes conjuntos de vivienda social. Son, en general, los lugares donde los sucesivos gobiernos municipales ubican sistemáticamente a los pobres, eventualmente, flexibilizando la radicación de las villas miseria. Se trata, sin embargo, de un proyecto de ida. A largo plazo, el déficit de inversión acumulado por décadas produce una estructuración histórica cada vez más difícil de revertir. Planes comunales, proyectos de reurbanización de villas, grandes equipamientos y eventos deportivos, distritos económicos y unidades de inclusión social no han logrado revertir la falta de inversión acumulada por décadas. Se trata de iniciativas estatales que, en retrospectiva, muestran como el desarrollo urbano se juega siempre en el límite de dos posturas contradictorias, por un lado, la del anhelo de normalizar y lucrar con los territorios periféricos mediante un arsenal de nuevos instrumentos, programas e inversiones a futuro y, por otro, la postura de omitir sistemáticamen-te las periferias estructurales heredadas, reproduciendo y ahondando las desigualdades territoriales.

			En tercer lugar, la genealogía del espacio estatal también permite reflexionar sobre las estrategias espaciales del estado. Los episodios analizados muestran dos formas específicas de intervención socioeconómica. Por un lado, podemos mencionar una serie de estrategias “clásicas” que caracterizan el proceso de urbanización capitalista como, por ejemplo, ceder la iniciativa del desarrollo urbano a las inversiones privadas pioneras; concentrar los conjuntos de vivienda social en los terrenos más baratos (ergo, periféricos); cambiar los usos del suelo dejando “fuera de norma” a las actividades menos redituables; revalorizar el suelo urbano mediante el aumento discrecional de la edificabilidad; desagregar los usos del suelo en distritos con programas indefinidos para facilitar las concesiones a medida de las promociones inmobiliarias, etcétera. La segunda camada de estrategias es más sofisticada. Surge en la década de los noventa, no tanto del campo del urbanismo, sino del mundo empresarial y gerencial. Una de las más relevantes es la creación de nuevas jurisdicciones con competencias urbanísticas descentralizadas como, por ejemplo, las comunas porteñas. Este proyecto que a primera vista puede interpretarse como una acción democrática y progresista, sirve para introducir las diferentes partes de la ciudad en el régimen de los territorios “emprendedores” (autosustentables). La fragmentación comunal instaura nuevos espacios estatales que distorsionan la lectura de los problemas urbanos estructurales (lectura que permitiría implementar políticas de reequilibrio territorial). La responsabilidad de solucionarlos ya no es del gobierno de la ciudad, sino de cada comuna que además formalmente debe procurar sus propios recursos (hacer sus propios negocios). Así, por ejemplo, la reurbanización de las villas depende, en parte, de fideicomisos para recuperar las plusvalías de las promociones desarrolladas en ese territorio.

			Futuras investigaciones podrían enfocarse en evaluar hasta qué punto las mega inversiones estatales localizadas en las periferias, a través del mosaico estratégico de planes especiales —distritos temáticos, grandes proyectos urbanos, y reurbanizaciones de villas miserias—, logran “encender” la dinámica de las promociones privadas o, por el contrario, consiguen que prevalezca la dependencia del pasado histórico de los déficits acumulados.
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					3 El impacto de este debate, que tuvo como protagonistas a figuras como Bernardo Secchi (1989) u Oriol Bohigas (1983), determinó dos estilos de intervención urbanística, el que defiende la clara dependencia del plan sobre el proyecto (los proyectos “del” plan) frente al que respalda la autonomía del último (los proyectos “en” el plan). Campos Venuti (1984), por su parte, relativizó la discusión al señalar la falsa alternativa entre el plan y el proyecto, criticando la exacerbación formalista del fragmento y su repercusión en la corriente desreguladora iniciada en los ochenta. Si bien reconoce las limitaciones del plan general como elemento totalizador, “… demasiado ambicioso y amplio como para sugerir el accionar de las autoridades y la iniciativa privada”, aunque también señala que la respuesta no está en el proyecto aislado. En el fondo, Campos Venuti denuncia una cultura arquitectónica que pretende “desplanificar” las ciudades, sustituyendo el plan por el proyecto como “… un instrumento con valor en sí mismo”. Así, defiende el plan como condición necesaria pero no suficiente, en la medida “… que planes y proyectos no son compatibles sino co-presentes”.
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					5 El carácter abstracto e ilusorio de la noción de “interés general” llevó a Marx a señalar que la contradicción en la base de los estados democráticos —entre el poder económico minoritario de los ricos y el poder político mayoritario de los pobres— solo puede reconciliarse si ambas partes aceptan las “reglas democráticas del juego” y, al hacerlo, reproducen las condiciones de dominación. Se diluye de este modo el argumento que explica la estructuración histórica de las clases sociales como principio organizador. A partir de ese momento, la clase dominante debe luchar por el poder político en términos “formalmente” igualitarios con las clases subalternas (sin la necesidad de recurrir a ningún monopolio legal o de facto).

				

				
					6 La Comuna 8, ubicada en el sudoeste de la Ciudad, es una de las 15 unidades administrativas que integran la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Está integrada por los barrios de Villa Soldati, Villa Lugano y Villa Riachuelo, y se caracteriza por ser la comuna más extensa, la que más ha crecido en los últimos años y la que aloja la mayor proporción de extranjeros.

				

				
					7 Si bien los objetivos de las políticas desarrollistas nunca se llevaron a cabo, lograron, sin embargo, reforzar en el imaginario porteño el norte burgués y el sur obrero que, como señala Gorelik (1998) ya se venía gestando desde antes. Por ejemplo, en el anhelo de equilibrio compensatorio, entre el Parque 3 de febrero en el norte y los parques del sur junto al Riachuelo, que ya estaba en el Proyecto Orgánico de 1925 (Plan Noel-Forestier) que apelaba al conocido modelo de París con el espejo entre el Bois de Boulogne (oeste burgués) y el Bois de Vincennes (este obrero).

				

				
					8 Como señala Gorelik (1998), esta representación urbana ya se venía gestando desde antes, por ejemplo, en el anhelo de equilibrio compensatorio, entre el Parque 3 de febrero, en el norte, y los parques del sur, junto al Riachuelo, que ya figuraban en el Proyecto Orgánico de 1925 (Plan Noel-Forestier) y que apelaban al conocido modelo de París con el espejo entre el Bois de Boulogne (del lado burgués) y el Bois de Vincennes (del lado obrero).

				

				
					9 Un episodio singular de este momento fue el concurso “20 Ideas para Buenos Aires”, planteado como un ejercicio proyectual de articulación entre la escala del planeamiento general de Buenos Aires y la escala menuda de las intervenciones aisladas fragmentarias, inspiradas y avaladas por la experiencia del proyecto urbano español, país que, en ese momento, también iniciaba su periodo democrático tras la dictadura de Franco (Jajamovich, 2011). Más allá de la solemnidad reivindicativa que se le quiso dar a la propuesta, a diferencia de la experiencia española que se convirtió en una tradición profesional, en el caso porteño no pasó de ser una anécdota —quizás la única— en la que se intentó pensar la ciudad en términos estructurales.

				

				
					10 Estos casos se desarrollan con profundidad en el capítulo de Elinbaum y Bermúdez en este libro.

				

			

		


		
			Resumen

			Este libro consolida y actualiza una línea de estudios sobre grandes proyectos urbanos que se inició en el CEUR-CONICET en la primera década del presente siglo. Nuevas perspectivas de análisis fueron incorporándose, a tono con el devenir del propio objeto de estudio, los sucesivos hallazgos de las investigaciones y los distintos enfoques, aportados ya sea por los nuevos miembros que fueron sumándose al equipo, como por los colegas externos con quienes interactuamos a lo largo del desarrollo de los estudios.

			El marco teórico se nutrió de tres vertientes principales. En primer lugar, los estudios sobre las geografías y micro geografías de lugares estratégicos a nivel mundial; éstos postulan el surgimiento de nuevas formas urbanas, que se articulan con las formas espaciales existentes, creando ciudades fragmentadas y poniendo de manifiesto la presencia de nuevos usuarios de la ciudad: una elite gerencial y tecnocrática que demanda espacios exclusivos donde se localizan las funciones del terciario superior. Un segundo grupo de referencias teóricas, emanó de los conceptos sobre Nueva Política Urbana (NPU) y empresarialismo urbano, acuña-dos para explicar nuevas prácticas de decisión e intervención en la ciudad, por parte de los gobiernos locales, con un claro sesgo hacia el crecimiento económico, la asunción de riesgos y las alianzas con el sector privado. Una tercera fuente conceptual fue la de recuperación de plusvalías urbanas: una idea, un concepto y una propuesta de planificación y de política urbana que apunta a la necesidad de captar el valor del suelo atribuible a los esfuerzos de la comunidad y que es indebidamente capitalizado por los dueños de la tierra si no media una intervención pública, ya sea por la vía fiscal (impuestos, tasas, contribuciones y otras formas) o en mejoramientos directos en beneficio de los ocupantes de la comunidad en general.

			Las preguntas de investigación se orientaron a examinar la relación entre los grandes proyectos, sus modos de gestión y sus impactos en la ciudad: ¿cuáles son las tendencias históricas que permiten entender su surgimiento?; ¿qué visiones están reflejadas en su visión y materialización?; ¿qué actores sociales intervienen y promueven su producción?; ¿cuáles son los interés en juego y los conflictos que de allí se derivan?; ¿qué consecuencias acarrean a las ciudades y sus ciudadanos?; ¿cómo deben ser juzgados y abordados desde la planificación y las políticas públicas?
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